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AUC  Autodefensas Unidas de Colombia 
 
FGN  Fiscalía General de la Nación  
 
FRISCO Fondo para la Rehabilitación e Inversión Social y Lucha Contra el Crimen 
Organizado 
 
FRV  Fondo para la Reparación de las Víctimas 
 
GAOML Grupos Armados Organizados al Margen de la Ley 
 
JEP  Jurisdicción Especial para la Paz  
 
JYP  Justicia y Paz 
 
NF  Nuevas Fuentes 
 
PGN  Presupuesto General de la Nación 
 
RP  Recursos Propios  
 
SJYP  Salas de Justicia y Paz 
 
SMMLV Salario Mínimo Mensual Legal Vigente 
 
UARIV Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas  
Glosario 
 
Este glosario contiene una serie de conceptos que han sido caracterizados como resultado de 
la investigación que sustenta esta tesis. La autora considera importante ofrecer al lector una 
conceptualización propia construida a partir de un análisis documental de fuentes legales, 
administrativas, jurisprudenciales y doctrinales. 
 
Alistamiento: es un proceso que comprende varias acciones desarrolladas por el Fondo para 
la Reparación de las Víctimas en adelante FRV y encaminadas a identificar e individualizar 
los bienes entregados por los postulados, o encontrados por la Fiscalía General de la Nación 
en adelante FGN, en su labor de persecución de bienes, y entregados al FRV. También se 
revisa la procedencia de estos, el estado físico y su situación jurídica. Estas actividades se 
adelantan antes de la recepción de los bienes. 
 
Audiencia de seguimiento: hace referencia a la diligencia judicial presidida por el juzgado 
de Ejecución de Sentencias de Justicia y Paz, una vez avoca conocimiento de conformidad 
con la competencia atribuida por el Consejo Superior de la Judicatura (Acuerdo PSAA15-
10402, 2015). Esta diligencia tiene como finalidad establecer el avance en el cumplimiento 
de las órdenes y exhortos dispuestos en las sentencias ejecutoriadas proferidas por las Salas 
de Justicia y Paz en adelante SJYP.  
 
Etapas del proceso del pago de indemnización: etapa judicial y etapa mixta. 
 
Estas etapas son propuestas por la autora para entender mejor el proceso: 
 
- La etapa judicial está constituida por las audiencias de versión libre, imputación, 
incidente de reparación integral y lectura de sentencia, que se realizan ante la 
magistratura. 
 
- La etapa mixta está constituida por el desarrollo de audiencias judiciales y los 
escenarios administrativos. Las audiencias se celebran ante el Juzgado Penal del 
Circuito con función de Ejecución de Sentencias para las Salas de Justicia y Paz del 
territorio nacional, y tienen por finalidad verificar el cumplimiento de las sentencias. 
Los escenarios administrativos se desarrollan ante la Unidad para la Atención y 
Reparación Integral a las Víctimas en adelante UARIV - FRV, y consisten en las 
jornadas de socialización, documentación y pago de las indemnizaciones a las 
víctimas. 
 
Fondo para la Rehabilitación e Inversión Social y Lucha contra el Crimen Organizado: 
En adelante FRISCO, es una cuenta especial que administra la Sociedad de Activos 
Especiales, que busca fortalecer diferentes sectores mediante el aporte de recursos que 
provienen de la monetización de los bienes administrados. Estos bienes deben contar con 
extinción de dominio. El FRISCO no tiene personería jurídica (Ley 1708, 2014, art.90). 
 
Fondo para la Reparación de las Víctimas: En adelante FRV, es una cuenta, integrada por 
i) los recursos propios, en adelante RP; ii) los recursos del Presupuesto General de la Nación, 
en adelante PGN y iii) las nuevas fuentes, en adelante NF. El FRV no tiene personería 
jurídica. 
 
Hecho victimizante: hace referencia a actos dañosos de los que puede ser víctima cualquier 
persona y que se corresponden con conductas típicas, antijurídicas, contempladas en el 
Código Penal colombiano. Estos hechos son “infracciones al derecho internacional 
humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las normas internacionales de derechos 
humanos, ocurridas con ocasión del conflicto armado interno” (Ley 1448, 2011, Art.3).  
 
Los hechos victimizantes contemplados en el artículo 2.2.7.3.4 del decreto 1084 de 2015, 
que establece los montos que pueden reconocer por indemnización la UARIV, son: 
homicidio, desaparición forzada, secuestro, lesiones personales, tortura, delitos contra la 
libertad e integridad sexual, reclutamiento forzado de menores y desplazamiento forzado 
(Presidencia de la República de Colombia, Departamento Administrativo para la Prosperidad 
Social. Decreto 1084, 20155, art. 2.2.7.3.4). El artículo 49 del Decreto 3011 de 2013 adicionó 
como hechos victimizantes: el constreñimiento ilegal, la destrucción de bienes, el hurto y 
otras pérdidas patrimoniales (Presidencia de la República de Colombia, Decreto 3011, 2013). 
 
Incidente de reparación integral: etapa procesal en la cual la víctima, asesorada por un 
profesional del derecho asignado por la Defensoría del Pueblo o bajo contrato, hace la 
presentación de sus pretensiones indemnizatorias por los perjuicios sufridos debido a los 
daños ocasionados con el actuar delincuencial de los postulados a la Ley de Justicia y Paz 
(Ley 975, 2005, Art. 24).  
 
Indemnización: es una de las cinco medidas de reparación integral. Estas son: rehabilitación, 
restitución, satisfacción, garantías de no repetición e indemnización. Esta se refiere 
únicamente a los perjuicios materiales, teniendo en cuenta que los perjuicios inmateriales son 
compensados y no indemnizados. Sin embargo, para efectos de esta investigación se acogerá 
el concepto de indemnización usado por las Salas de Justicia y Paz, que comprende tanto a 
los perjuicios materiales como inmateriales. 
 
Jurisdicción de Justicia y Paz: autoridad judicial de justicia transicional colegiada, creada 
por la Ley 975 de 2005 y el Acuerdo No. PSAA06-3276 de 2006 del Consejo Superior de la 
Judicatura, que tiene por competencia “conocer del juzgamiento de las conductas punibles” 
(Ley 975, 2005, Art. 16), que se conozcan en contra de los Grupos Armados Organizados al 
Margen de la Ley, en adelante GAOML, que fueron postulados por el Gobierno Nacional 
para ser beneficiarios de la Ley de Justicia y Paz. 
 
A nivel nacional, esta Jurisdicción está conformada por tres salas de conocimiento 
territorialmente ubicadas en los tribunales superiores de los distritos judiciales de Bogotá 
(Acuerdo No. PSAA06-3276, 2006), Medellín (Acuerdo No. PSAA11-8034, 2011) y 
Barranquilla (Acuerdo No. PSAA11-8035 DE 2011, 2011), como jueces de primera 
instancia. Como segunda instancia de esta jurisdicción funge la Sala de Casación Penal de la 
Corte Suprema de Justicia (Ley 975, 2005, Art. 26). 
 
Libertad a prueba: es el periodo en el cual los postulados condenados a través de una 
sentencia de Justicia y Paz, en adelante JYP, que han cumplido su pena alternativa, adquieren 
su libertad bajo el compromiso de cumplir con algunos requerimientos referentes a su 
comportamiento y permanencia (Ley 975, 2005, Art. 29).  
 
Monetización: es el proceso de venta de los bienes que cuentan con extinción de dominio, 
con el fin de adquirir recursos para el pago de las indemnizaciones judiciales. 
 
Nuevas fuentes: En adelante NF, son una de las fuentes de financiación que componen el 
FRV. Estas fuentes incluyen las donaciones en dinero o en especie hechas al FRV; las multas 
impuestas a los individuos que conformaron los GAOML; las sumas que recaudan las 
entidades financieras cuando ofrecen la opción de donar para los propósitos del FRV; y 
también, las sumas que se recaudan en la donación del redondeo de vueltas en los almacenes 
de cadena y grandes supermercados (Ley 975, 2005, Art. 54; Ley 1448, 2011, Art. 177). 
 
Pena alternativa: es la privación de la libertad por un período mínimo de cinco (5) años y 
no superior a ocho (8) años, tasada de acuerdo con la gravedad de los delitos y la colaboración 
efectiva de los postulados en el esclarecimiento de estos, independientemente de la cantidad 
de delitos cometidos, y que se encuentra supeditada a que el postulado contribuya con su 
proceso de resocialización (Ley 975, 2005, Art. 29). 
 
Postulado: integrante de un GAOML, que después de verificado el cumplimiento de los 
requisitos de elegibilidad contemplados en el artículo 10° de la Ley 975 de 2005, ingresa al 
proceso de JYP, haciéndose acreedor de los beneficios concedidos por la normatividad.  
 
Presupuesto General de la Nación: En adelante PGN, para efectos del proceso de JYP, los 
recursos del PGN son una de las fuentes de financiación que componen el FRV. Se trata de 
los recursos que anualmente se autorizan en la Ley de Apropiación Presupuestal para la 
UARIV, de conformidad con el artículo 346 de la Constitución Política de Colombia (Const., 
1991, art. 346). 
 
Recursos propios: En adelante RP, son una de las fuentes de financiación que componen el 
FRV. Están compuestos por todos los bienes o recursos que a cualquier título se entreguen 
por los postulados o los GAOML, a que se refiere la Ley 975 de 2005 en su artículo 54. 
 
Victimización secundaria: concepto usado en el campo de la psicología, para denominar las 
experiencias negativas que derivan de la resistencia, rechazo o estigmatización, entre otros, 
por parte de las autoridades judiciales, administrativas o legales, cuando una víctima busca 
ayuda después de un primer episodio victimizante. 
 
  
RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO COLOMBIANO 
EN SEDE DE JUSTICIA Y PAZ: UN DEBATE SOBRE LA VICTIMIZACIÓN 
SECUNDARIA COMO FUENTE DE RESPONSABILIDAD POST 
RECONOCIMIENTO INDEMNIZATORIO EN SENTENCIA 
 
“Las víctimas no nos podemos quedar otra vez en el ostracismo, otra vez en el 
abandono porque esa es una semilla para que la guerra vuelva a empezar” (Noguera, 





Las víctimas de los procesos de justicia y paz deben esperar muchos años para que la 
indemnización1, como una de las formas de reparación, sea reconocida en sentencia. Luego 
de ello, se enfrentan a la etapa del pago de la indemnización, en la cual los montos 
efectivamente pagados son irrisorios y distan en exceso de lo ordenado en sentencia. Esto 
ocurre debido a que los bienes propios de los postulados o de los bloques paramilitares a los 
que pertenecieron, y con los cuales legalmente se debe efectuar el pago no alcanzan a cubrir 
los montos ordenados por los jueces, y los recursos provenientes del PGN y otros fondos 
tampoco son suficientes. 
 
Como resultado de la investigación, la autora plantea que hay una victimización secundaria 
en la etapa de pago de la indemnización reconocida a las víctimas en las sentencias de justicia 
y paz. Si bien, desafortunadamente, esta victimización puede presentarse en distintas etapas 
del proceso y puede ser endilgada a múltiples actores, en esta tesis se estudia específicamente 
lo que acontece con el pago de la indemnización.   
 
En criterio de la autora, la victimización secundaria que ocurre en esta etapa crea escenarios 
propicios para la configuración de responsabilidad extracontractual del Estado Colombiano. 
Se plantea que esta responsabilidad es atribuible a la FGN y al Congreso de la República, por 
falla en el servicio y daño especial, respectivamente. 
 
En el primer caso se configura la falla del servicio atribuible a la FGN, por la dilación 
injustificada de la creación de la Sub-Unidad Élite de Persecución de Bienes para la 
Reparación de las Víctimas y por la omisión en el cumplimiento efectivo de su función de 
perseguir los bienes de los postulados. Esto toda vez que dicha dilación y omisión termina 
afectando los intereses legítimos de las víctimas de obtener el pago total de las 
indemnizaciones.  
 
En el segundo caso, se configura un daño especial atribuible al Congreso de la República, 
dado que al expedir la Ley 975 de 2005 se ha impuesto a las víctimas una carga exagerada 
dentro del proceso de justicia, en tanto que el sistema diseñado por el legislador conlleva o 
es la causa del pago parcial o con valores irrisorios de las indemnizaciones. En otras palabras, 
 
1  Para efectos de esta investigación se acogerá el concepto de indemnización usado por las Salas de Justicia y 
Paz, que comprende tanto a los perjuicios materiales como inmateriales.  
las víctimas sacrifican demasiado en el modelo de justicia transicional y, al menos en la 
reparación económica, sus derechos no son resarcidos.  
 
En ese sentido, se cuestiona el alcance del proceso de justicia y paz y, más específicamente, 
si la indemnización cumple o no su función reparadora. Cabe señalar que este proceso es de 
carácter penal individual, en el que se juzga un postulado, quien, para efectos de la 
investigación judicial, debe responder con sus propios recursos económicos, y si estos 
resultan insuficientes, en aplicación del principio de solidaridad por el nexo causal, la 
indemnización debe ser cubierta con los recursos del frente o bloque armado al que 
perteneció el postulado. Cuando las dos fuentes anteriores no sean suficientes, el Estado 
responde subsidiariamente con recursos del PGN y otras fuentes de recursos, tales como, 
donaciones, recursos FRISCO, multas, y el dinero recuperado de convenios con almacenes 
de cadena en el redondeo de vueltas. 
 
Sin que sea posible hacer generalizaciones a partir de esta investigación, el análisis 
documental realizado por la autora da cuenta que las leyes expedidas en el proceso de justicia 
y paz desconocen los derechos de las víctimas, y su aplicación ha conllevado al pago de 
indemnizaciones incompletas y desiguales. Así mismo que las dilaciones y omisiones de la 
FGN dan origen a la responsabilidad por defectuoso funcionamiento de la Administración de 
Justicia. 
 
Para desarrollar lo anterior, este documento se divide en 4 capítulos. En el primero se presenta 
una caracterización del modelo de justicia transicional. La autora hace un planteamiento 
propio según el cual la justicia transicional en su conjunto funciona como un sistema “a 
cuotas” en materia de responsabilidad civil; es decir, se trata de un sistema discontinuo, que 
termina, en la práctica, en un pago incompleto de las indemnizaciones.  
 
Para llegar a este planteamiento, la autora distingue entre dos tipos de responsabilidades 
relacionadas: la responsabilidad penal y la responsabilidad civil. Respecto de la primera, la 
autora parte de la clasificación doctrinal de los tipos de transición en materia penal por el 
contenido y por el procedimiento, señalando que el colombiano es un tipo intermedio por el 
contenido, denominado “perdón responsabilizante”, en el que al menos formalmente hay un 
equilibrio entre el castigo a los victimarios, los derechos de las víctimas, y las dinámicas de 
negociación y reconciliación nacional (Uprimny, 2006). Es además un tipo intermedio de 
“transiciones legitimadas”, en el que en apariencia se garantiza la participación de las 
víctimas en el proceso de Justicia y Paz, y se visibiliza el conflicto armado en los escenarios 
judiciales y de discusión social (Uprimny, 2006). 
 
Sin embargo, en cuanto a la responsabilidad civil, no hay tipos intermedios, sino un 
desbalance en contra de los derechos de las víctimas en materia de indemnización. Las 
víctimas terminan sacrificando demasiado en comparación con los beneficios que reciben los 
otros actores del proceso. Las indemnizaciones son irrisorias, la espera para recibir el pago 
efectivo supera cualquier plazo razonable, y las víctimas no tienen recurso para que se revise 
el monto pagado, todo lo cual genera sentimientos de frustración y angustia en ellas. 
  
En el segundo capítulo se utiliza una metáfora tomada del catolicismo para señalar que el 
pago de las indemnizaciones reconocidas en las sentencias de justicia y paz es un “viacrucis”. 
Se plantea que hay tres estaciones: la primera estación consiste en el largo recorrido que tiene 
que pasar una víctima para que le sea reconocida una indemnización en una sentencia; la 
segunda continúa por los extensos trámites administrativos y judiciales para obtener el pago 
efectivo de las mismas; y la tercera se da en el momento en el que las víctimas conocen el 
monto real de los pagos, cuyos valores son mucho menores a las expectativas y, en la mayoría 
de los casos, son irrisorios. En sí los pagos no alcanzan a reparar económicamente a las 
víctimas. En esta estación del “viacrucis” se conjugan sentimientos profundos de dolor, 
tristeza, rabia e impotencia de las víctimas.  
 
En el tercer capítulo se presentan dos títulos de imputación de responsabilidad 
extracontractual bajo los cuales la victimización secundaria padecida por las víctimas de JYP 
es atribuida al Estado Colombiano. Dicha responsabilidad se ocasiona por omisión y acción 
de dos Entidades que hacen parte de distintas ramas del Poder Público: el primer título de 
imputación corresponde al de falla del servicio y es atribuida a la Fiscalía General de la 
Nación y, el segundo, es el del daño especial por el hecho del legislador. 
 
En el cuarto capítulo se presentan las conclusiones generales, señalando que si el legislador 
quería crear un sistema de indemnización en el que el autor del daño respondiese 
patrimonialmente, lo hubiese podido hacer: robusteciendo los fondos del FRV; optando por 
un sistema en el que se apliquen los topes establecidos por la Ley con los RP, y ante la 
insuficiencia de estos hacer uso de los recursos del PGN; y asegurando las otras cuatro 
medidas de reparación: rehabilitación, restitución, satisfacción y garantías de no repetición. 
 
Para concluir esta introducción, es necesario mencionar que, para el desarrollo de esta 
investigación, la autora hizo un análisis documental de fuentes primarias: sentencias 
judiciales, autos y decisiones administrativas. Así como de fuentes secundarias, tales como 
entrevistas a las víctimas en medios de comunicación y noticias. También se hizo una 
revisión de literatura académica para el capítulo introductorio, en el que se conceptualizan 
los modelos de justicia transicional, y en el tercer capítulo, en lo que corresponde a los títulos 
de imputación. Adicionalmente, se hizo una revisión de decisiones de derecho comparado 
francés para el tercer capítulo. Esta es una investigación de carácter exploratorio, en el cual 
se aborda un tema que ha sido estudiado en la literatura y respecto del cual la autora propone 
planteamientos propios. El enfoque de esta investigación es mixto, en el que se combinan 
mayoritariamente datos cualitativos, con el apoyo de cifras oficiales cuantitativas. 
  
1. Capítulo introductorio. Justicia y paz, un modelo de justicia transicional “a cuotas”  
 
“Nos vienen dando la reparación como en cuotas, y cada vez son más bajas. Van dos: 
una que fue de 20 millones y esta otra de 500 mil pesos” (El Heraldo, 10 de enero de 
2016). 
 
El modelo colombiano de justicia transicional en el marco del proceso de justicia y paz se 
caracteriza por ser, en palabras de la autora, un modelo “a cuotas”, en el que las víctimas 
tienen que trasegar un largo camino para obtener la indemnización. Adicionalmente, mientras 
que ese mismo sistema puede funcionar de manera más expedita en el caso de las otras partes 
del proceso, como por ejemplo las rebajas de las penas para los victimarios, en el caso de las 
víctimas la indemnización termina siendo irrisoria.  
 
Para desarrollar lo anterior, este capítulo se divide en dos partes: en la primera, la autora 
considera oportuno familiarizar al lector con un panorama general de los tipos de justicia 
transicional que han sido estudiados en la doctrina, tanto por el contenido, como por el 
procedimiento. En criterio de la autora el colombiano se enmarca en lo que se denomina un 
modelo intermedio de “perdón responsabilizante” por el contenido (Uprimny, 2006), y un 
modelo de “transiciones democráticamente legitimadas” por el procedimiento (Uprimny, 
2006). El primero, puesto que al menos formalmente hay un equilibrio entre el castigo, los 
derechos de las víctimas y la reconciliación nacional. El segundo, dado que, en apariencia, al 
garantizar la participación de las víctimas en el proceso de Justicia y Paz con las diligencias 
judiciales de versiones libres e incidente de reparación, se blindó el proceso con un aura de 
legitimidad, y se visibilizó por primera vez el conflicto armado en los escenarios judiciales y 
de discusión social. 
 
Posteriormente, en la segunda parte, se analiza el modelo propiamente colombiano, en el que 
los modelos intermedios se desvanecen, puesto que se pierde el equilibrio en contra del 
derecho a la reparación económica de las víctimas, dado que el pago (o falta de pago) de la 
indemnización reconocida en sentencia termina siendo una victimización secundaria.  
 
1.1. Justicia transicional: definiciones y tipos de transición 
 
Colombia es un país que ha sufrido el flagelo de la violencia con el rostro de diferentes 
actores. Uno de ellos son los GAOML, con quienes se intentaron negociaciones promovidas 
por diferentes sectores políticos en búsqueda de la paz, hasta llegar al proceso inacabado de 
Justicia y Paz. Para algunos autores este es un modelo de justicia transicional. Cabe entonces 
la pregunta sobre qué es justicia transicional, cuya respuesta no es definitiva, sino que el 
concepto mismo de justicia transicional se encuentra en constante definición, así como el 
análisis de los tipos de transición. Aspectos que se desarrollan a continuación. 
 
1.1.1. Un concepto aproximado de justicia transicional 
 
Lo primero que hay que decir es que la justicia transicional es uno de muchos modelos de 
justicia. Por ejemplo, en el siglo XX, la humanidad sufrió (y en algunos casos aún sufre) 
varios conflictos que pusieron a prueba los sistemas judiciales tradicionales y obligaron a la 
sociedad en su conjunto a buscar alternativas de justicia, bien sea mediante la creación de 
tribunales ad hoc2 o mediante transiciones a veces inacabadas3. También ha habido otros 
casos en los que la justicia ha llegado por la vía del Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos4, o por la aplicación de la “Jurisdicción Universal”5. A esto se suma la creación de 
las comisiones de la verdad6, que, pese a no ser judiciales, ayudan en la búsqueda del 
esclarecimiento de los ocurrido. Todo ello, eso sí, sin olvidar que en muchos casos todavía 
hay impunidad, por ejemplo, en los casos de personas desaparecidas7.  
 
Colombia no es ajena a la búsqueda de justicia a través de distintos mecanismos. En el caso 
de los GAOML se acudió a la llamada “justicia transicional”, cuya definición y tipos han 
sido tratados en la literatura, aunque su implementación depende de cada contexto.  
 
Al respecto, cabe mencionar que lo “ideal” en la justicia transicional no es algo absoluto y 
aplicable a todos los casos, sino que depende del contexto social, político, diplomático y 
jurídico nacional e internacional de cada país. Por tanto, es importante señalar que “cada 
sociedad deba diseñar su propia fórmula de justicia transicional, de acuerdo con los 
condicionamientos políticos y jurídicos impuestos por el entorno en cuestión” (Uprimny, 
2006, p. 21).  
 
El término “justicia transicional” fue acuñado por autores estadounidenses en los 90s para 
hacer referencia a los problemas que tiene un Gobierno antecedido por otro que ha cometido 
violaciones a los derechos humanos (Vélez, 2015). Cuanto esto ocurre, puede que el sistema 
judicial no alcance a responder a esa transición y sea necesario encontrar formas de justicia 
transicional, entendidos como: 
 
“las formas en que países que dejan atrás periodos de conflicto y represión utilizan para 
enfrentarse a violaciones de derechos humanos masivas o sistemáticas, de tal magnitud 
y gravedad que el sistema judicial convencional no puede darles una respuesta 
adecuada” (Centro Internacional para la Justicia Transicional, s.f.). 
 
En la literatura se afirma que la justicia transicional es un modelo, una teoría, una serie de 
mecanismos, o una práctica. Lo cierto es que es extraordinaria, opera en contextos 
determinados, y tiene por finalidad el equilibrio entre la justicia y la paz. Este tipo de justicia 
es un mecanismo judicial extraordinario que opera en sociedades que transitan del caos y el 
conflicto, hacia la estabilidad y la paz (Vélez, 2015). Este tipo de justicia opera cuando "una 
sociedad ajusta cuentas con su pasado de violencia y hace justicia a las víctimas de una 
 
2 Como en los casos de los Tribunales de Núremberg, Ruanda y la Ex-Yugoslavia. 
3 Como en Guatemala y El Salvador. 
4 En el Sistema Interamericano de Derechos Humanos hay varios casos en los que se condena a los Estados por 
casos ocurridos en las dictaduras de América del Sur en el Siglo XX. 
5 Como en el caso de Pinochet iniciado por el juez Baltazar Garzón.  
6 Como, por ejemplo:  la Misión de Verificación de los Derechos Humanos en Guatemala; Comisión Nacional 
de Verdad y Reconciliación Chilena (CONADEP) y la Comisión Nacional para la Investigación sobre la 
Desaparición de Personas y Proceso de Reconstrucción Nacional de Argentina. 
7 Un ejemplo de ello es el de Las Madres de Plaza de Mayo, que aún siguen buscando a las personas 
desaparecidas durante la dictadura en Argentina (Asociación Madres de Plaza de Mayo, 2020). 
dictadura, una guerra civil o una crisis comparable, con el propósito de avanzar o retornar a 
la plena normalidad democrática." (Valencia, 2015, p. 7) En sí, lo más importante, es que la 
justicia transicional atienda los derechos de las víctimas en un escenario de cambio político, 
en el que se busca enfrentar las consecuencias de las violaciones masivas de derechos 
humanos (Ciurlizza, 2012). 
 
Para Kofi Atta Annan (anterior Secretario General de la ONU), la justicia transicional está 
compuesta por procesos y mecanismos, y tiene una serie de finalidades que van desde la 
rendición de cuentas de los responsables hasta una reconciliación amplia en una sociedad que 
necesita superar su pasado de violencia. Según Annan esta justicia: 
 
“abarca toda la variedad de procesos y mecanismos asociados con los intentos de una 
sociedad por resolver los problemas derivados de un pasado de abusos a gran escala, a 
fin de que los responsables rindan cuentas de sus actos, servir a la justicia y lograr la 
reconciliación. Tales mecanismos pueden ser judiciales o extrajudiciales y tener 
distintos niveles de participación internacional (o carecer por completo de ella) así 
como abarcar el enjuiciamiento de personas, el resarcimiento, la búsqueda de la verdad, 
la reforma institucional, la investigación de antecedentes, la remoción del cargo o 
combinaciones de todos ellos” (Naciones Unidas, Consejo de Seguridad, 2011).  
 
Lo que la “justicia transicional” permite es superar la violencia mediante un equilibrio en el 
marco de una salida negociada en un conflicto. De tal forma que, la justicia transicional 
busca: 
 
“(…) llevar a cabo una transformación radical del orden social y político de un país, 
bien para reemplazar un estado de guerra civil por un orden social pacífico, bien para 
pasar de una dictadura a un orden político democrático. Especialmente cuando se trata 
de transiciones negociadas, cuyo objetivo es dejar atrás un conflicto armado y 
reconstituir el tejido social, dicha transformación implica la difícil tarea de lograr un 
equilibrio entre las exigencias de justicia y paz, es decir, entre los derechos de las 
víctimas del conflicto y las condiciones impuestas por los actores armados para 
desmovilizarse” (Uprimny, 2006, p. 19) 
 
Entonces, la justicia transicional es un proceso a través del cual los Estados buscan 
herramientas políticas, jurídicas y sociales que permitan que los actores de un conflicto sean 
juzgados, se reincorporen a la legalidad y puedan ser sujetos productivos de la sociedad 
aportando con la verdad y la reconciliación. En este mismo proceso se busca que quienes 
resultaron víctimas de las actividades de los actores armados puedan obtener justicia, verdad 
y reparación. 
  
En el caso de los GAOML se aplicó un modelo de justicia transicional con el que se buscaba 
superar el contexto de violencia ocasionado por los grupos paramilitares principalmente. 
Desde el punto de vista formal (sin entrar a evaluar ni la eficacia, ni el cumplimiento del 
modelo), este tipo de justicia transicional otorgó beneficios a los postulados por su 
sometimiento a la justicia, con penas alternativas de entre 5 y 8 años. A cambio, ellos 
asumirían la responsabilidad de contribuir con la verdad y la reparación de las víctimas. 
Adicionalmente, en su conjunto la sociedad accedería a la verdad colectiva sobre esta 
violencia en el país. En suma, se trataba de encontrar un balance entre la justicia (tanto para 
víctimas como para victimarios), la verdad (tanto para las víctimas, como para la sociedad 
en su conjunto), y la búsqueda de la paz, o al menos de la paz con los GAOML que se 
acogiesen al proceso. No obstante, es importante entender que la justicia transicional tiene 
unos matices, y que el caso colombiano puede ser considerado un tipo de transición 
intermedio, tal como se explica a continuación. 
 
 
1.1.2. El caso colombiano: un tipo intermedio de transición teóricamente 
 
 
Una vez definida la justicia transicional en términos generales, a continuación, se presentan 
los objetivos, los elementos y los tipos de transición que han sido identificados en la doctrina, 
aplicados al caso colombiano. Para ello, se acudirá a las publicaciones del Centro 
Internacional por la Justicia Transicional (ICTJ por sus siglas en inglés) y a fuentes 
doctrinales, en especial del profesor Rodrigo Uprimny.  
 
El ICTJ ha señalado que entre los objetivos de la justicia transicional se encuentran: crear 
instituciones responsables y lograr la recuperación de la confianza en ellas; garantizar el 
acceso a la justicia de los sectores sociales más vulnerables después de las violaciones de 
derechos; promover soluciones duraderas para superar los conflictos; determinar las causas 
subyacentes del conflicto y la marginación, y las bases para enfrentarlas; y fomentar la 
reconciliación (Centro Internacional para la Justicia Transicional, s.f.). 
 
Adicionalmente ha señalado que entre los elementos se encuentran: procesos penales que se 
adelantan contra los victimarios; esclarecimiento de la verdad o al menos investigaciones por 
órganos no judiciales, en los que se abordan los hechos, las causas y las consecuencias; y 
diversas reparaciones, incluyendo las individuales y colectivas, así como las materiales y 
simbólicas (Centro Internacional para la Justicia Transicional, s.f.). 
 
En los capítulos 2 y 3 se mostrará que, en materia de indemnización económica, el pago de 
las indemnizaciones ocasiona que los objetivos de la justicia transicional no se logren. Al 
menos en lo que respecta a la confianza en las instituciones, las víctimas manifiestan que 
sienten sus derechos vulnerados y que las autoridades no han actuado con debida diligencia. 
De los testimonios de las víctimas se concluye que lejos de fomentar la reconciliación y sentar 
las bases para una paz duradera, lo que hace el pago de las indemnizaciones es contribuir a 
la marginación de las víctimas.   
 
Respecto de los modelos, siguiendo la clasificación planteada por el profesor Rodrigo 
Uprimny, en criterio de la autora, el proceso de justicia y paz en Colombia es un modelo de 
“perdón responsabilizante” por el contenido y de “transiciones democráticamente 
legitimadas” por el procedimiento. 
 
En primer lugar, respecto de los modelos de justicia transicional por su contenido, el profesor 
Uprimny plantea cuatro modelos que van de un extremo al otro, desde la amnesia hasta la 
venganza, pasando por modelos intermedios, así:  
 
- “perdones amnésicos, en los cuales hay amnistías generales sin contemplar la verdad o 
reparación; 
- perdones compensadores, en los que hay amnistías generales acompañadas de 
comisiones de la verdad y algunas formas de reparación; 
- perdones responsabilizantes, estableciendo comisiones de la verdad, se exige la 
confesión de los crímenes atroces, se establecen algunas reparaciones, y se otorga 
perdones individuales por algunos de los crímenes; y 
- transiciones punitivas con tribunales ad hoc para el castigo de crímenes de guerra y de 
lesa humanidad.” (Uprimny, 2006, p. 23). 
 
Los tipos de transición extremos traen sus propias dificultades. En el extremo amnésico su 
mayor dificultad es el efecto búmeran que se genera a largo plazo, consistente en que por un 
tiempo todo se apacigua producto del olvido impuesto, pero la realidad que se pretendió 
enterrar regresa convertida en resentimiento social. En el polo opuesto, el modelo punitivo, 
en el cual se aspira a castigar severamente a autor de dichas atrocidades, resulta problemático, 
máxime que “en un contexto de guerra, ningún actor armado estaría dispuesto a participar en 
un acuerdo de paz que no representara ningún atractivo para él” (Uprimny, 2006, p. 20). 
 
Frente a ello, el profesor Uprimny concluye que el modelo de “perdón responsabilizante” es 
el que más se ajusta a la justicia transicional, aunque sea susceptible de matices y 
transformaciones (Uprimny, 2006, pp. 27-32). Este tipo de transición: 
 
“pretende encontrar un equilibrio entre las exigencias de castigo a los victimarios, los 
derechos de las víctimas y las dinámicas de los procesos de negociación y 
reconciliación nacional. En ese entender, este modelo intermedio es una forma de 
justicia transicional en el sentido estricto del término, pues incluye las exigencias de 
justicia en la lógica de las negociaciones de paz” (Uprimny, 2006, p. 27). 
 
La autora comparte la posición del profesor Uprimny que señala que, de los dos tipos 
intermedios, el que más se acercaría a los estándares y necesidades del contexto colombiano 
es el tipo de perdón responsabilizante; dado que es el que más se acerca al respeto de los 
principios democráticos, se basa en negociaciones, y se tiene en cuenta los derechos de las 
víctimas y los deberes del Estado de garantizarlos (Uprimny, 2006, p. 28). Para la autora, 
este sería un tipo ideal, puesto que es lo más cercano a lograr una transición del conflicto y 
alcanzar la paz, sin sacrificar la justicia y obteniendo la verdad. 
 
En segundo lugar, frente a los tipos de justicia transicional por el procedimiento, el profesor 
Uprimny distingue cuatro tipos:  
 
- justicia impuesta por un soberano o por la parte victoriosa de un conflicto; 
- autoamnistías que los victimarios se otorgan a sí mismos; 
- perdones “recíprocos” concedidos entre los actores de una guerra que logran un acuerdo 
de paz; y 
- transiciones democráticamente legitimadas, que se dan por negociaciones entre los 
actores armados, discusiones sociales amplias, e incluso consultas ciudadanas (Uprimny, 
2006, p. 33). 
 
El profesor Uprimny concluye que unos tipos están más cercanos al ideal de justicia 
transicional, de conformidad con los tratados internacionales, y los contextos políticos y 
sociales de cada país. En general, dentro de estos modelos, el que más se ajusta a un ideal es 
el denominado “transiciones democráticamente legitimadas”, en el que “garantizan que el 
orden social y político fundado como consecuencia de la transición sea durable y no contenga 
gérmenes futuros de violencia” (Uprimny, 2006, p. 36). 
 
En criterio de la autora, de los tipos planteados por el profesor Uprimny de acuerdo con el 
procedimiento, el de “transiciones democráticamente legitimadas” es el que más se acerca a 
los objetivos y elementos de la justicia transicionales que fueron planteados anteriormente.  
 
Con base en lo planteado por el ICTJ (Centro Internacional para la Justicia Transicional, s.f.), 
respecto de los objetivos, se planteó, por ejemplo, la creación de instituciones, que en el caso 
colombiano se concreta en la creación de una jurisdicción especial dedicada a juzgar los 
crímenes. También se señala como objetivos: la promoción de soluciones duraderas para 
superar los conflictos, y la determinación de las causas subyacentes del conflicto y la 
marginación, y las bases para enfrentarlas. Precisamente a través de las amplias discusiones 
sociales en las transiciones legítimamente democráticas, se logran relatos de los conflictos 
mucho más amplios, que permiten abordar las causas de manera más profunda y con una 
mayor participación, y garantizar la verdad, no solo para las víctimas, sino también para la 
sociedad en su conjunto.  
 
Respecto de los elementos, el ICTJ ha señalado que el esclarecimiento de la verdad, 
abordando los hechos, las causas y las consecuencias, es clave en la justicia transicional 
(Centro Internacional para la Justicia Transicional, s.f.). Las transiciones democráticamente 
legitimadas parten de procesos de negociación y discusiones sociales, en los cuales se pueden 
abordar esos elementos. Por oposición a otros tipos de transición, en las democráticamente 
legitimadas se parte de la participación de las víctimas, los victimarios y la sociedad en su 
conjunto, y esto es lo que permite sentar las bases para una reconciliación duradera. 
 
Para concluir esta parte, en criterio de la autora, desde el punto de vista teórico, el modelo de 
justicia y paz es por su contenido un modelo de “perdón responsabilizante”, y por el 
procedimiento un modelo de “transiciones democráticamente legitimadas” Lo anterior se 
aplica hasta la sentencia. Sin embargo, en lo que se refiere al pago de la indemnización esos 
tipos se desdibujan, y tanto el actuar del legislador, como el deficiente funcionamiento de la 
FGN conllevan a que la llamada “justicia transicional” termine siendo injusta para las 
víctimas, tal como se explica en el siguiente apartado.  
 
1.2. Justicia transicional en Colombia: sin reparación económica para las víctimas 
 
En esta parte del documento, la autora muestra cómo los tipos intermedios e ideales de 
justicia transicional, estos son: perdón responsabilizante y transiciones democráticamente 
legitimadas, se desvanecen en la etapa del pago de la indemnización reconocida en sentencia. 
En criterio de la autora, si bien el diseño del sistema fue bien intencionado, y desde el punto 
de vista de los propósitos iniciales podría ser catalogado como un verdadero modelo de 
justicia transicional, lo cierto es que la justicia transicional en Colombia es un modelo 
incompleto o a cuotas, en el que las víctimas sacrifican demasiado, y reciben el pago de las 
indemnizaciones por partes, de manera incompleta, con montos irrisorios y luego de un largo 
proceso. 
 
Para llegar a esta conclusión, la autora presenta un recuento de la toma de decisiones en 
materia legislativa, a través de la cual se aprobó el modelo de justicia y paz en Colombia. 
Esta normatividad se analiza a la luz de lo expuesto por autores reconocidos en materia de 
Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, respecto de los requisitos y pilares 
de la justicia transicional. Posteriormente, la autora presenta cómo funciona el modelo “a 
cuotas" y se presentan los casos de las víctimas J.W.V.R.8 y M.E.C9. como ejemplos 
palpables de ese desafortunado modelo. 
 
1.2.1. La aprobación del proceso de Justicia y Paz en Colombia 
 
El Centro de Memoria Histórica10 ha puesto en evidencia la gravedad de la violencia en 
Colombia. En el informe “¡BASTA YA! Colombia: Memorias de guerra y dignidad”11, 
señala que:  
 
“Las dimensiones de la violencia letal muestran que el conflicto armado colombiano 
es uno de los más sangrientos de la historia contemporánea de América Latina. La 
investigación realizada por el GMH permite concluir que en este conflicto se ha 
causado la muerte de aproximadamente 220.000 personas entre el 1º de enero de 1958 
y el 31 de diciembre de 2012. Su dimensión es tan abrumadora que, si se toma como 
referente el ámbito interno, los muertos equivalen a la desaparición de la población de 
ciudades enteras como Popayán o Sincelejo” (Centro Nacional de Memoria Histórica, 
2013, p. 31). 
 
 
8 J.W.V.R.: Iniciales del nombre de una de las víctimas reconocidas en una sentencia de JYP, frente a la que se 
analizará el pago de su indemnización. 
9 M.E.C.: Iniciales del nombre de una de las víctimas reconocidas en una sentencia de JYP, frente a la que se 
analizará el pago de su indemnización. 
10 “El Centro Nacional de Memoria Histórica es un establecimiento público del orden nacional, adscrito al 
Departamento para la Prosperidad Social (DPS), que tiene como objeto la recepción, recuperación, 
conservación, compilación y análisis de todo el material documental, testimonios orales y los que se obtengan 
por cualquier otro medio, relativo a las violaciones ocurridas con ocasión del conflicto armado interno 
colombiano, a través de la realización de investigaciones, actividades museísticas, pedagógicas, entre otras que 
contribuyan a establecer y esclarecer las causas de tales fenómenos, conocer la verdad y contribuir a evitar su 
repetición en el futuro.” (Centro Nacional de Memoria Histórica, s.f.).  
11 “Este informe no es una narrativa sobre un pasado remoto, sino sobre una realidad anclada en nuestro 
presente. Es un relato que se aparta explícitamente, por convicción y por mandato legal, de la idea de una 
memoria oficial del conflicto armado.”: Fragmento del prólogo del Informe general del conflicto armado " 
(Centro Nacional de Memoria Histórica, 2013)  
Esta violencia ha afectado a la sociedad en su conjunto. De manera directa o indirecta, los 
colombianos han vivido un proceso de violencia continua que ha marcado la historia del país. 
El conflicto es innegable, al igual que lo es el hecho de que los hechos victimizantes han 
afectado a buena parte de la población. Por ejemplo, en la siguiente gráfica se muestra cómo, 
entre los años 2001 y 2002, las cifras de los civiles muertos en el conflicto tuvieron un pico 
ascendente: 
 
Gráfico 1. Evolución de cifras de civiles y combatientes muertos en el conflicto 
armado en Colombia, 1958-2012 
 
 
Fuente: Figura 1. Evolución de cifras de civiles y combatientes muertos en el conflicto armado en Colombia, 
1958-2012. Fuente: RUV, actualización del 31 de marzo del 2013/ GMH (Tomado de: Centro Nacional de 
Memoria Histórica, 2013, p. 32). 
 
Es así como, ante esta vergonzosa realidad, entre los años 2003 y 2005 se presentaron más 
de 5 proyectos de ley que tenían como finalidad la reintegración a la sociedad de los 
miembros de diferentes grupos armados ilegales. El proyecto que más relevancia y publicidad 
tuvo fue el presentado por el Gobierno Nacional en el año 2003; sin embargo, tras su debate 
en el Congreso fue retirado y reformulado, dados los reparos y preocupaciones de miembros 
de la sociedad civil, la Oficina del Alto Comisionado para las Naciones Unidas y la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 13 
de diciembre 2004). Ese proyecto de ley era el ejemplo perfecto de lo que el profesor 
Uprimny denominó un tipo de justicia transicional de perdones amnésicos (Senado de la 
República, Proyecto de Ley Estatutaria No. 085, 2003). 
 
Luego de largas controversias nacionales e internacionales, el Congreso de la República 
expidió la Ley 975 de 2005, conocida como Ley de Justicia y Paz, en la cual se dictan 
disposiciones para “la reincorporación de miembros de grupos armados organizados al 
margen de la ley, que contribuyan de manera efectiva a la consecución de la paz nacional” 
(Ley 975, 2005). Esta ley es el resultado de las negociaciones que previamente adelantó el 
Gobierno Nacional con los grupos paramilitares existentes, desde la firma del Acuerdo de 
Santa Fe de Ralito (Centro Nacional de Memoria Histórica, s.f.), y se aplicó para esos grupos 
y también para otras estructuras delincuenciales; por ejemplo, algunos miembros de grupos 
guerrilleros también se acogieron al proceso, fueron condenados y actualmente cumplen sus 
penas alternativas12. 
 
En esta Ley se estableció que el proceso de Justicia y Paz debía surtir las etapas investigativa, 
probatoria y conciliatoria. En la etapa de investigación se surten las versiones libres13, en la 
etapa probatoria se surte la audiencia de imputación14, y, por último, en la etapa conciliatoria 
se adelanta el incidente de reparación integral15. Agotadas esas fases se da la lectura del fallo. 
Entre una etapa y otra pueden transcurrir varios años. 
 
En este proceso es de resaltar el incidente de reparación integral, en tanto este es un espacio 
procesal en el que se presta una mayor atención a las demandas de las víctimas. Por ello 
resulta necesario entender la esencia de la voluntad del legislador sobre esa diligencia judicial 
y su alcance, así como el resultado del ejercicio petitorio, que se materializa con la expedición 
de la sentencia por parte del juez colegiado. 
 
El incidente de reparación integral se encuentra regulado en el artículo 23 de la Ley 975 de 
2005, en el cual se destaca la participación de la víctima en dos momentos. En el primero, la 
víctima es una de las partes que está legitimada por activa para solicitar la apertura del 
incidente de reparación por los daños causados por la conducta criminal, en la misma 
audiencia previamente se declara la legalidad de la aceptación de cargos de los postulados. 
En el segundo, la víctima es la primera llamada a intervenir (o su representante) para expresar 
la forma de reparación que pretende y las pruebas que hará valer. Para efectos de la 
conciliación que prevé el artículo, la víctima es una de las partes con potestad para solicitar 
la citación del director de la UARIV (antes Red de Solidaridad Social) en su condición de 
ordenador del gasto del FRV (Ley 975, 2005, Art. 23). Como se puede ver, el incidente de 
reparación integral es un espacio en el que las víctimas pueden ser escuchadas directamente 
 
12 Hay varias sentencias en contra de grupos guerrilleros en esta situación (Tribunal del Distrito Superior de 
Medellín, Sala de Justicia y Paz, Sentencia 2008-83621, 2015; Tribunal del Distrito Superior de Medellín, Sala 
de Justicia y Paz, Sentencia 2010-84442, 2016; Tribunal del Distrito Superior de Barranquilla, Sala de Justicia 
y Paz, Sentencia 2018-83097, 2019) 
13 El primer momento es el de la enunciación de la verdad, un espacio donde hace su primera aparición, donde 
el versionado la pone de presente. Por lo tanto, tiene la forma de un encuentro posible entre la víctima y su 
verdad a través de la mediación del victimario (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2012, p. 41).  
14 Acto seguido, en la audiencia preliminar de formulación de imputación, no solo se le vuelven a comunicar 
al postulado los delitos que se le imputan, sino que se solicita a los magistrados la adopción de medidas 
cautelares contra la persona y los bienes del postulado. Este momento procesal sirve de puente entre la etapa 
esencialmente investigativa y la etapa probatoria o de juzgamiento (Centro Nacional de Memoria Histórica, 
2012, p. 65). 
15 La fase final del proceso de Justicia y Paz tiene como objetivo subsanar los daños causados por el accionar 
paramilitar, para lo cual el proceso judicial ha diseñado unos incidentes de reparación colectiva. Aunque las 
víctimas se hacen presentes en las versiones y en las audiencias, es en los incidentes donde estas materializan 
su presencia, sea de manera física estando presentes en el espacio donde se lleva a cabo el incidente, o de manera 
virtual a través de las pantallas de televisión y donde se puede decir que existe un careo con los versionados 
(Centro Nacional de Memoria Histórica, 2012, p. 65). 
para hacer valer sus pretensiones en cuanto a la reparación, presentar pruebas, conciliar, y 
lograr que esto sea incluido en la sentencia judicial. 
 
Este incidente responde a la obligación establecida en la Ley de Justicia y Paz de incorporar 
en el fallo, no solo las penas alternativas para los postulados, sino también las órdenes sobre 
la reparación moral y económica para las víctimas (Ambos, 2010). El objetivo del incidente 
de reparación integral es que “se logre, lo más que sea posible, que desaparezcan los efectos 
perniciosos que el accionar criminal de las organizaciones armadas ilegales produjo en los 
derechos de amplios sectores de la población colombiana” (Sociedad Alemana de 
Cooperación Internacional (GTZ) GmbH Cooperación Técnica Alemana ProFis, p. 154). 
 
Si bien es cierto que las víctimas ejercen sus derechos de acceso a la justicia y reparación en 
este incidente, también es cierto que el esfuerzo argumentativo y la carga probatoria de las 
víctimas ocasiona un desgaste físico, mental, emocional y económico para ellas. Este 
desgaste va en aumento y acompaña la perseverancia de las víctimas a lo largo de todo el 
proceso. 
 
En la sentencia que es proferida por la correspondiente SJYP se fijan “las obligaciones de 
reparación moral y económica a las víctimas y la extinción del dominio de los bienes que se 
destinarán a la reparación” (Ley 975, 2005, art. 24). Es decir, que hay una satisfacción para 
las víctimas al obtener una decisión judicial, en la que se condena al autor por sus hechos 
victimizantes a una pena privativa de la libertad, y se hace acreedoras a las víctimas de una 
indemnización de carácter judicial. 
 
Desde el punto de vista formal y teniendo en cuenta la voluntad del legislador antes señalada, 
se podría decir que se logran las finalidades de la justicia transicional hasta ese momento 
procesal. En otras palabras, el proceso de Justicia y Paz podría ser catalogado como un tipo 
de justicia transicional en el que no hay perdones amnésicos, ni venganzas; por el contrario, 
hay, en teoría, perdones compensadores y responsabilizantes, cuyas características fueron 
descritas previamente. 
 
En la Ley de Justicia y Paz se creó una jurisdicción penal especial, con la finalidad de juzgar 
a los responsables, establecer el contexto histórico de los hechos, imponer penas a los 
responsables (incluyendo las penas privativas de libertad), y garantizar a las víctimas los 
derechos a la verdad y el acceso a la justicia, lo cual para muchas de ellas ocurre quizás por 
primera vez en sus vidas. Precisamente, la creación de instituciones, las bases para una 
reconciliación duradera, las amplias discusiones sociales, la determinación de las causas y 
consecuencias, que se pueden lograr en los procesos de la Jurisdicción Especial de JYP, 
permiten afirmar que se reúnen los objetivos y elementos principales de la justicia 
transicional, tal como fue descrito anteriormente.  
 
Actualmente, los reflectores poco apuntan al proceso de Justicia y Paz. Este sigue teniendo 
detractores, carece de pluralidad y tiene profundas fallas, como la que se aborda en este 
documento respecto de los pagos de la indemnización. Adicionalmente, la entrada en 
funcionamiento de la Jurisdicción Especial para la Paz, en adelante JEP, eclipsó a la 
jurisdicción de JYP. No es que uno sea más importante que el otro, de ninguna manera. Los 
dos contribuyen a la verdad, la justicia y la reparación de las víctimas de distintos victimarios. 
Pero en criterio de la autora, JYP en su momento no tuvo, ni ha tenido el mismo alcance en 
los medios de comunicación que sí ha tenido la JEP. Entre las múltiples explicaciones para 
ello se puede señalar la naturaleza del proceso, los actores, la historia y el actual uso de las 
redes sociales institucionales, entre otros.  
 
La JEP no pertenece a la rama judicial, es más bien un híbrido, en el que no ha habido ninguna 
sentencia aún. No obstante, todos sus pronunciamientos tienen un gran eco en los medios de 
opinión y de comunicación. Lo cual es un plus enorme sobre todo para el derecho a la verdad 
de la sociedad en general, tan es así que el nombre de la JEP y su acrónimo son ampliamente 
conocidos. Desafortunadamente con JYP no pasó lo mismo. Incluso en el medio de los 
abogados esta Jurisdicción es poco conocida. De ahí que el tema tratado en esta tesis ya casi 
no le incumbe a nadie, y el hecho que las víctimas de los paramilitares reciban 
indemnizaciones irrisorias no despierta el rechazo ni en la opinión pública, ni en los medios. 
 
Sin embargo, es de rescatar que el proceso de JYP es el resultado de un acuerdo entre el 
Gobierno Nacional y las GAOML, que permitió que se conociera la barbarie de la violencia, 
y cómo esta condujo al rompimiento del tejido social de muchas comunidades a lo largo y 
ancho del territorio nacional. Así mismo, por primera vez Colombia creó una jurisdicción, 
cuyos procesos son rigurosos y ante la cual, a pesar de las penas alternativas, los postulados 
a dicha jurisdicción tienen el deber de rendir cuentas ante las autoridades judiciales. En los 
15 años de la jurisdicción se cuentan con 59 sentencias en firme (Rama Judicial, s.f.), con el 
reconocimiento de indemnización por más de 36.737 hechos victimizantes y el pago de estas 
por más de $368.321.045.289,59 (Unidad Para La Atención y Reparación Integral a las 
Víctimas, Oficio No. 20204013428861, 2020, p. 2). Estas cifras, a pesar de ser insuficientes 
dada la gravedad de lo padecido, no son insignificantes.  
 
Ahora bien, después de muchos años en que poco o nada se dijera acerca del proceso de 
Justicia y Paz por parte de la opinión pública o los medios de comunicación, recientemente 
dicha jurisdicción estuvo en el centro del debate nacional por dos situaciones.  
 
La primera, debido a la posibilidad de extradición desde USA hacia Colombia de Salvatore 
Mancuso. Este fue uno de los máximos comandantes de las Autodefensas Unidas de 
Colombia, extraditado a USA por cargos de narcotráfico en el año 2008, y ya cumplió la 
condena impuesta por la justicia estadounidense. Inicialmente se planteó que él tendría la 
posibilidad de eludir los procesos judiciales que aún están en curso en Colombia y viajar a 
Italia (Semana, 30 de junio de 2015), pero esto no ha sucedido, y el debate sigue abierto sobre 
la posible extradición. En opinión de muchas víctimas, la verdad por él revelada no es 
completa y le falta mucho por decir16. Este caso es muestra fehaciente de las múltiples deudas 
que el proceso de JYP tiene con la historia del país. 
 
 
16 Carlos Quintero, de la Asociación Campesina del Catatumbo (Ascamcat), mencionó que uno de los 
pendientes que tiene en esta región es revelar los nombres de los altos mandos militares con los que delinquía. 
Al respecto, Quintero señaló que “[Mancuso] tuvo que haber un aval político y un apoyo operativo militar para 
que 250 hombres incursionaran hasta el Catatumbo, desde Córdoba atravesando tantos departamentos, sin 
problema. También queremos saber cuál era el fin de la incursión paramilitar del territorio” (Parada, 28 de 
agosto de 2020) 
La segunda situación se presenta debido a los recientes pronunciamientos, que por primera 
vez efectúa la UARIV a través de su Director General, al señalar particularmente frente a las 
víctimas del ex comandante de las AUC Rodrigo Pupo Tovar: “Las indemnizaciones son 
muy altas, los jueces se están yendo a veces al tope, a alrededor de $30 millones por víctima. 
Y, si uno divide esos $642 millones que entregó Jorge 40 de a 30, no alcanza para pagarles a 
todas las víctimas reconocidas en sentencias que lo condenan” (Morales, 31 de octubre de 
2020), y de forma general indicó que “los bienes entregados por paramilitares postulados a 
la Ley de Justicia y Paz no son suficientes para reparar a las víctimas. En la actualidad, existen 
58 sentencias de jueces de Justicia y Paz que estipulan el pago a las víctimas, pero, según el 
balance realizado para identificar las necesidades, se concluyó que se necesitan $2,5 
billones” (Infobae, 4 de noviembre de 2020). Estos recientes pronunciamientos evidencian 
la preocupación que el Estado tiene frente a la imposibilidad de pago de las indemnizaciones 
reconocidas en JYP.    
 
1.2.2. El modelo “a cuotas”  
 
En los anteriores acápites se concluyó que Justicia y Paz es un modelo de justicia transicional, 
con aciertos y fallas, que no ha sido del todo efectivo, pero con avances muy importantes. 
Sin embargo, en materia de indemnizaciones JYP es un modelo “a cuotas”, en el que las 
víctimas reciben parte de su indemnización, luego otra parte, y al final el monto total ni 
siquiera se acerca a lo fallado en la sentencia. Esto ocurre pese a que una de las obligaciones 
impuestas como requisito de elegibilidad por el sistema a los postulados, que se 
desmovilizaron colectiva e individualmente, que corresponde a que “entreguen los 
bienes producto de la actividad ilegal (…) para que se repare a la víctima” (Ley 975, 2005, 
art. 10.2 y 11.5), no se está exigiendo. 
 
De acuerdo con lo contemplado en la Ley 1448 de 2011, es función de la UARIV “pagar las 
indemnizaciones judiciales ordenadas en el marco de la Ley 975 de 2005” (Ley 1448, 2011, 
art. 168), con los recursos de los cuales se compone el FRV: los RP, que son aquellos bienes 
entregados por los postulados, que se encuentran bajo su administración; las denominadas 
NF introducidas por el artículo 177 de la Ley 1448 de 201117; y los recursos del PGN (Ley 
975, 2005, art. 54). Al momento de efectuar el pago, el FRV distingue la fuente de donde 
provienen los recursos con los que se paga la indemnización a las víctimas.  
 
En las fuentes del pago de la indemnización, radica el origen del problema planteado en el 
presente trabajo, pues pese a que el legislador quiso robustecer el FRV con varias fuentes de 
recursos, no hizo un análisis suficiente y detallado del respaldo financiero para cada una de 
ellas, tal como se muestra en las cifras que el FRV reportó a través de oficio al Juzgado de 
Ejecución de Sentencias, del que se establece que por cada 10,07 giros para el pago de las 
indemnizaciones judiciales pagadas, uno se realiza con RP, lo que se traduce en que el 90,48 
% de los giros para el pago de las indemnizaciones se está efectuando sólo con recursos del 
PGN (Unidad Para La Atención y Reparación Integral a las Víctimas, Oficio No. 
20204013428861, 2020, p. 2). 
 
 
17 Este articulo fue adicionado al artículo 54 de la Ley 975 de 2005, con el fin de robustecer los recursos de los 
que estaba compuesto inicialmente el FRV. 
Esta situación obedece a que los bienes que los miembros de los GAOML han entregado al 
FRV para el pago de las indemnizaciones no son suficientes para cubrir el total de estas. Esto 
pese a que uno de los requisitos de elegibilidad que deben cumplir los postulados para ser 
juzgados por la jurisdicción de JYP y como parte de su reincorporación, es la entrega de 
bienes producto de la actividad ilegal, para que con ellos se repare a la víctima (Ley 975, 
2005, art. 11.5). Dicha entrega es un requisito formal para que los postulados accedan a la 
pena alternativa que va de 5 a 8 años de prisión, independientemente de la cantidad y 
gravedad de los hechos delictivos cometidos. No obstante, la aplicación de este requisito no 
ha sido una exigencia esencial con aplicación efectiva, e incluso algunos postulados no han 
entregado nada y sí han accedido a las penas alternativas. 
 
Se establece esto de las sentencias proferidas en contra de los postulados Jose Rubén Peña 
Tobón18(Tribunal del Distrito Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz, Sentencia 2018-
83194, 2011, pp. 374-404), Luis Carlos Pestana Coronado19(Tribunal del Distrito Superior 
de Barranquilla, Sala de Justicia y Paz, Sentencia 2010-83201, 2018, pp. 84-571), Andrés 
Mauricio Torres León20 (Tribunal del Distrito Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz, 
Sentencia 2006-81366, 2011, pp. 968-984) y Jesús Antonio Criado Alvernia21(Tribunal del 
 
18 Frente a la entrega de bienes el fallo señaló: “1065. Con relación a esto, encuentra la Sala que aunque los 
postulados JOSÉ RUBÉN PEÑA TOBÓN, WILMER MORELO CASTRO y JOSÉ MANUEL HERNÁNDEZ 
CALDERAS no entregaron bienes producto de la actividad ilegal, ni de origen lícito de su propiedad, 
manifestando carecer de ellos, el Bloque Vencedores de Arauca sí hizo entrega de bienes durante el acto de su 
desmovilización colectiva y posteriormente, por conducto de otros postulados.” p. 374; y frente a la pena 
alternativa indicó: “Suspender a JOSÉ RUBÉN PEÑA TOBÓN, WILMER MORELO CASTRO y JOSÉ 
MANUEL HERNÁNDEZ CALDERAS, la ejecución de la pena principal por una pena alternativa equivalente 
a ocho (8) años prisión, que se hará efectiva en centro de reclusión, en los términos y bajo las condiciones 
expuestas en la parte motiva.” p. 404.  
19 Frente a la entrega de bienes el fallo señaló: “Con relación al postulado LUIS CARLOS PESTANA 
CORONADO, la Fiscalía 58 Delegada UNJYP indicó que él, en su condición de patrullero del frente “Juan 
Andrés Álvarez”, no poseía bienes a su nombre que pertenecieran a la organización y estableció que en cabeza 
del mismo, no se registra ningún tipo de bien mueble o inmueble” p. 84 y frente a la pena alternativa indicó: 
“CONCEDER al postulado LUIS CARLOS PESTANA CORONADO, alias “El Cachaco”, identificado con la 
cédula de ciudadanía número 77.158.262 expedida en Codazzi –Departamento del Cesar-, el beneficio de la 
pena alternativa, por un período de ocho (8) años de privación de la libertad, bajo las condiciones impuestas 
en la parte motiva de esta providencia. Consecuencia del otorgamiento al señor LUIS CARLOS PESTANA 
CORONADO del beneficio de la pena alternativa se suspende el cumplimiento de la pena ordinaria dispuesta 
en esta sentencia, en los términos de la Ley 975 de 2005.” p. 571. 
20 Frente a la entrega de bienes el fallo señaló: “3577. Con relación a esto, encuentra la Sala que aunque los 
postulados EDGAR IGNACIO FIERRO FLORES y ANDRÉS MAURICIO TORRES LEÓN no entregaron bienes 
producto de la actividad ilegal, ni de origen lícito de su propiedad, manifestando carecer de ellos, el Bloque 
Norte sí hizo entrega de bienes durante el acto de su desmovilización colectiva y posteriormente, por conducto 
de otros postulados.” p. 968; y frente a la pena alternativa indicó: “Suspender a EDGAR IGNACIO FIERRO 
FLORES y ANDRÉS MAURICIO TORRES LEÓN, la ejecución de la pena principal por una alternativa de 
ocho (8) años prisión, que se hará efectiva en centro de reclusión, en los términos y bajo las condiciones 
expuestas en la parte motiva.” p. 984. 
21 Frente a la entrega de bienes el fallo señaló: “Jesús Antonio Criado Alvernia no cedió ningún bien, por cuanto 
manifestó no poseer ninguno.” p. 27 y frente a la pena alternativa indicó: “Conceder a Jesús Antonio Criado 
Alvernia, a. “Mecánico”, la alternativa de ejecutar la pena de 480 meses de prisión, por un período de 
privación de la libertad de noventa y seis (96) meses de prisión, bajo las condiciones impuestas en la parte 
motiva.” p. 231. 
 
 
Distrito Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz, Sentencia 2008-83174, 2016, pp. 27-
231), cuatro fallos en los que a manera de ejemplo, se puede evidenciar que en el apartado 
referente a extinción de dominio, se indica claramente que estos no entregaron bienes y ello 
no impidió que se hicieran acreedores de las penas alternativas. 
 
Por ejemplo, según información suministrada por el FRV a corte de 30 de junio de 2020, 
cuenta con 1896 bienes para el pago de las indemnizaciones, dentro de los cuales 1595 son 
inmuebles y 301 muebles, y de estos solo 12 han sido monetizados (Unidad para la Atención 
y Reparación Integral a las Víctimas, Oficio No. 20204010045643, 1 de septiembre de 2020, 
p. 1). Eso se traduce en que la fuente de recursos primaria para el pago de las indemnizaciones 
correspondiente a los RP es insuficiente.  
 
Para entender un poco mejor la insuficiencia de fondos es necesario explicar el proceso 
legislativo mediante el cual se han establecido los recursos de los que está compuesto el FRV. 
En la Ley 975 de 2005 se dispusieron los llamados RP. En el 2006 hubo una sentencia de la 
Corte Constitucional en la que se hizo un estudio de constitucionalidad de esa ley y se señaló 
que: 
 
“Así, los primeros obligados a reparar son los perpetradores de los delitos, en subsidio 
y en virtud del principio de solidaridad, el grupo específico al que pertenezcan los 
perpetradores. Antes de acudir a los recursos del Estado para la reparación de las 
víctimas, debe exigirse a los perpetradores de los delitos, o al bloque o frente al que 
pertenecieron, que respondan con su propio patrimonio por los daños ocasionados a las 
víctimas de los delitos” (Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C-370, 2006, p. 
31). 
 
En el 2010, se expidió la primera sentencia de Justicia y Paz en el caso denominado 
“Mampuján”; en la providencia de primera instancia, se hizo evidente la insuficiencia de 
fondos provenientes de los RP, para el pago de las indemnizaciones. En esta se ordenó una 
indemnización por más de $31.800.000.000 para 1400 víctimas aproximadamente, que 
fueron pagados con recursos del PGN (Unidad Para La Atención y Reparación Integral a las 
Víctimas, Oficio No. 20204013428861, 2020, p. 2).  
 
Ante ello, el artículo 10° de la Ley 1448 de 2011 estableció la subsidiariedad del Estado ante 
la insolvencia, la imposibilidad del pago o la falta de recursos del condenado o del GAOML 
al que este pertenece (Ley 1448, 2011, art. 10), y se introdujeron NF de recursos (Ley 1448, 
2011, art 177).  
 
La Ley 1448 de 2011 estableció que los pagos con recursos del PGN deben efectuarse 
conforme a las normas aplicables para el pago de las indemnizaciones por vía 
administrativa22. Actualmente, esas normas están establecidas en el Decreto 1084 de 2015, 
 
22 “En los procesos penales en los que sea condenado el victimario, si el Estado debe concurrir subsidiariamente 
a indemnizar a la víctima, el pago que este deberá reconocer se limitará al monto establecido en el reglamento 
correspondiente para la indemnización individual por vía administrativa de que trata la presente ley en el 
artículo 132, sin perjuicio de la obligación en cabeza del victimario de reconocer la totalidad de la 
indemnización o reparación decretada dentro del proceso judicial” (Ley 1448, 2011, art. 10)  
en el que se establecen los montos de reparación a los cuales aspiran las víctimas, que van 
desde 17 hasta 40 salarios mínimos mensuales legales mensuales, en adelante SMMLV, 
dependiendo de la naturaleza del delito y se calculan con el SMMLV al momento del pago23. 
Si, por ejemplo, ese cálculo se hace con el SMMLV para el año 2020 de $877.803, 17 
SMMLV equivale a $14.992.651 y 40 SMMLV equivalen a $35.112.120.  
 
La preocupación sobre la insuficiencia de fondos para el pago de las indemnizaciones se hizo 
más evidente con la modificación que por vía legislativa se pretendió hacer al incidente de 
reparación integral, mediante la Ley 1592 de 2012. Esta norma reducía el monto de las 
indemnizaciones judiciales, al igualarlas al sistema de reparación administrativo (Ley 1592, 
2012).  
 
Para poder entender el alcance de la Ley 1592 de 2012, se debe empezar por señalar que la 
Ley 975 de 2005 en el artículo 23 establece la finalidad del incidente de reparación integral, 
indicando, entre otras, que es el espacio en el cual las víctimas presentan las pretensiones 
indemnizatorias basadas en las pruebas que allegan, con la finalidad de que la 
correspondiente SJYP realice la valoración de las pruebas y en la sentencia defina el monto 
indemnizatorio de cada víctima.  
 
La Ley 1592 de 2012 modificó el artículo 23 de la Ley 975 de 2005, estableciendo que quien 
definiría el monto indemnizatorio a otorgar a las víctimas sería la UARIV y no las SJYP. Así 
mismo, la Ley 1592 en su artículo 23 A reiteraba la orden a la SJYP de remitir el expediente 
a la UARIV, para que esta aplicase las medidas de reparación. Entonces, estas modificaciones 
pretendían que la competencia de liquidar las indemnizaciones y ordenar el pago de estas 
dejasen de ser competencia de las SJYP (Rama Judicial) y pasasen a ser competencia de la 
UARIV (Rama Ejecutiva). Esto implicaba que los montos indemnizatorios reconocidos a las 
víctimas de JYP no pudieran ser superiores a los establecidos por vía administrativa; es decir, 
el efecto práctico de la norma fue el que se homologaran los sistemas de reparación judicial 
y administrativo en cuanto a los montos indemnizatorios. 
 
 
23 “El decreto establece los siguientes montos: 1. Por homicidio, desaparición forzada y secuestro, hasta 
cuarenta (40) salarios mínimos mensuales legales (SMMLV). 2. Por lesiones que produzcan incapacidad 
permanente, hasta cuarenta (40) salarios mínimos mensuales legales. 3. Por lesiones que no causen incapacidad 
permanente, hasta treinta (30) salarios mínimos mensuales legales. 4. Por tortura o tratos inhumanos y 
degradantes, hasta treinta (30) salarios mínimos mensuales legales. 5. Por delitos contra la libertad e integridad 
sexual, hasta treinta (30) salarios mínimos mensuales legales. 6. Por reclutamiento forzado de menores, hasta 
treinta (30) salarios mínimos mensuales legales. 7. Por desplazamiento forzado, hasta diecisiete (17) salarios 
mínimos mensuales legales. Los montos de indemnización administrativa previstos en este artículo se 
reconocerán en salarios mínimos mensuales legales vigentes al momento del pago” (Presidencia de la República 
de Colombia, Departamento Administrativo para la Prosperidad Social. Decreto 1084, 2015, art. 2.2.7.3.4.)  
Sin embargo, la Corte Constitucional en las Sentencias C-180 de 201424 y C-286 de 201425, 
declaró inexequibles las normas modificadas e introducidas por la Ley 1592 de 2012 en 
materia de indemnizaciones en favor de las víctimas. Esto porque esas normas sustraían la 
competencia de la Sala del Tribunal Superior del Distrito Judicial de adoptar las medidas de 
reparación a favor de las víctimas, violando el principio del juez natural. Así mismo, había 
una violación al recurso judicial efectivo, la obligación de las autoridades de garantizar los 
derechos de las víctimas y la potestad del juez de adoptar medidas concretas de reparación 
integral, esto de conformidad con los artículos 2, 29 y 250 de la Constitución Política. La 
Corte concluyó que los sistemas de reparación judicial y administrativo no son excluyentes, 
sino complementarios, por lo que no era procedente homologarlos como se pretendía. 
 
Luego de la sentencia mencionada anteriormente, se volvió al estado de cosas anterior, en el 
cual la víctima presenta sus pretensiones en la audiencia de incidente de reparación, y las 
mismas son decididas en la sentencia que en teoría debería poner fin al proceso especial de 
justicia transicional, y luego de la cual sólo restaría el cumplimiento de dicho fallo. Sin 
embargo, como se demostrará en el siguiente capítulo no es el fin del proceso, sino el 
comienzo de un viacrucis. 
 
A continuación, se presenta una línea de tiempo para resumir el proceso de introducción y 





24  “La Corte declara la inexequibilidad de las normas examinadas de los incisos 4º y 5° del artículo 23 y el 
inciso 2° del artículo 24 de la Ley 1592 de 2012, con el fin de ajustar el trámite del incidente a la Constitución 
y a las normas del bloque de constitucionalidad que imponen establecer mecanismos judiciales expeditos y 
eficaces para que las víctimas, en el marco de un proceso de transición hacia la paz obtengan la reparación 
efectiva de las afectaciones padecidas, y sea el Juez de Conocimiento quien dentro del proceso penal cumpla la 
función de disponer el restablecimiento del derecho y la reparación integral a los afectados con el delito (artículo 
250 numeral 6 de la Constitución Política). Lo anterior no obsta para que, en cumplimiento de lo ordenado por 
la Sala del Tribunal Superior del Distrito Judicial en cada caso, la Unidad Administrativa Especial para la 
Atención y Reparación Integral a las Víctimas y/o la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución 
de Tierras Despojadas, participen en la ejecución de las medidas adoptadas judicialmente conforme al marco 
funcional definido en la Ley 1448 de 2011, para garantizar que la satisfacción integral de los derechos de la 
víctima no dependa exclusivamente de la capacidad del procesado de abarcar todos los componentes de la 
reparación pues en ello también debe intervenir el Estado a través de las mencionadas Unidades, como obligado 
a respetar, garantizar y proteger los derechos humanos que han sido masivamente vulnerados” (Corte 
Constitucional de Colombia, Sentencia C-180, 2014).  
25 “La Sala pone de relieve que con la inexequibilidad de los artículos de la Ley 1592 de 2012 que regulan el 
incidente de identificación de afectaciones y sustituyen el incidente de reparación integral contenido en la Ley 
975 de 2005, esta Corporación propende por (i) la recuperación de la vía judicial penal para las víctimas de 
delitos atroces, con el fin de que éstas puedan tener un recurso judicial efectivo en materia penal para ser 
reparadas integralmente; (ii) el restablecimiento de  la responsabilidad prevalente del victimario frente a la 
reparación del daño causado y por ende el derecho de las víctimas a que sean perseguidos los bienes de sus 
victimarios; (iii) la recuperación de la destinación de los bienes de los victimarios condenados por la vía penal 
especial, que van al Fondo de Reparaciones, para la reparación a sus víctimas; (iv) la garantía de los derechos 
de las víctimas a la reparación integral por la vía judicial penal en conexidad con la justicia; (v) la 
complementariedad y articulación de la reparación a las víctimas por la vía judicial penal y la vía administrativa, 
de una manera razonable, sin que se vean homologadas o reemplazadas; y (vi) la no afectación de la vía 
administrativa de reparación a las víctimas” (Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C-286, 2014) 




Fuente: elaboración propia 
1.2.2.1. Los casos de las víctimas J.W.V.R.26 y M.E.C.27: ejemplos palpables de la 
justicia transicional “a cuotas” 
   
En esta parte del capítulo se presenta un panorama general de la ejecución de las sentencias 
y en concreto del caso de la víctima J.W.V.R. que ejemplifica el deficiente funcionamiento 
del sistema en perjuicio del derecho a la indemnización de las víctimas. En este caso se 
muestra que los recursos de los postulados y de los GAOML son insuficientes para el pago 
de la indemnización; al acudir a los fondos del PGN el monto del pago es irrisorio frente al 
ordenado en la sentencia; y esto se debe a que la Ley 1448 de 2011 establece que los pagos 
que se hacen con recursos del PGN no siguen los montos establecidos en la sentencia judicial, 
sino los establecidos para la reparación administrativa. 
 
En el marco de la Ley 975 de 2005, las tres Salas de conocimiento de Justicia y Paz de los 
Tribunales Superiores del Distrito Judicial de Bogotá, Medellín y Barranquilla, han proferido 
68 sentencias, de las cuales 59 se encuentran ejecutoriadas, y de esas 59 en firme, 40 han sido 
objeto de pago, de las cuales sólo dos se han pagado al 100% (Unidad Para La Atención y 
Reparación Integral a las Víctimas, Oficio No. 20204013428861, 2020, p. 2). 
 
En las sentencias se han condenado penal y civilmente a los ex miembros de los GAOML, 
que cumplieron con los requisitos de elegibilidad y que fueron postulados por el Gobierno 
Nacional. En estas decisiones judiciales se ha ordenado que el responsable penalmente repare 
los perjuicios materiales e inmateriales causados a las víctimas de su actuar delincuencial, y 
que de manera solidaria los demás integrantes del frente o bloque en el cual militaron 
respondan civilmente. 
 
Se estima que a la fecha de cierre de esta investigación28, en las 59 sentencias proferidas en 
JYP, que se encuentran en firme, se han reconocido indemnizaciones por valor de 
$1.470.911.027.285,86 (1.4 billones aproximadamente) en favor de cerca de 22.953 víctimas 
(Unidad Para La Atención y Reparación Integral a las Víctimas, Oficio No. 
20204013428861, 2020, p. 2), las cuales deben ser pagadas por el FRV, con los recursos de 
los cuales se compone. Sin embargo, en materia indemnizatoria, las sentencias se están 
cumpliendo parcialmente, dado que el monto recibido efectivamente por las víctimas no 
corresponde con los que han sido reconocidos en las sentencias. Lo anterior, pese que las 
víctimas se hicieron parte de un proceso de naturaleza penal, demostraron los perjuicios 
padecidos y sus derechos fueron reconocidos en una decisión judicial, después de varios años 
de la ocurrencia de los hechos victimizantes. 
 
La situación antes descrita se presenta en el 95,84% de las 40 sentencias que han sido objeto 
de pago. Ello obedece principalmente a tres situaciones: i) los bienes o recursos aportados 
por las estructuras criminales, que se acogieron a la Ley 975 de 2005, son insuficientes para 
el pago de las indemnizaciones, ii) de los escasos bienes o recursos entregados, solo el 
 
26 Iniciales del nombre de una de las víctimas reconocidas en JYP, frente a la que se analizará el pago de su 
indemnización. 
27 Iniciales del nombre de una de las víctimas reconocidas en JYP, frente a la que se analizará el pago de su 
indemnización. 
28 15 de noviembre de 2020. 
23,89% (Unidad Para La Atención y Reparación Integral a las Víctimas, Oficio No. 
20204010045643, 2020, p. 2) cuentan con extinción de dominio, y iii) de los pocos bienes 
que fueron entregados y que cuentan con extinción de dominio, ínfimo es el número de bienes 
que pueden ser comercializados para la obtención de recursos líquidos que permita apoyar el 
pago de las indemnizaciones judiciales. 
 
Ante el panorama antes descrito, se activa la concurrencia subsidiaria del Estado Colombiano 
en el pago de las indemnizaciones judiciales ordenadas en el marco de la Ley 975 de 2005 y 
se acude al PGN para efectuar el pago parcial de las indemnizaciones. Estos fondos son una 
de las fuentes de recursos que componen el FRV. Los pagos que se hacen con fondos del 
PGN no son los establecidos en la sentencia judicial, pues corresponden a los valores 
determinados por el sistema de reparación administrativa, según lo establece el artículo 10 
de la Ley 1448 de 2011. Esa norma solo se aplica a los recursos del PGN que hacen parte del 
FRV. En el caso de los recursos propios y de los del FRISCO no hay una norma especial que 
señale que su destinación deba sujetarse a montos distintos a los que se establecen en la 
sentencia. 
 
Los montos establecidos en el Sistema de reparación administrativa, que son los aplicables a 
los recursos del PGN, son mucho menores que los ordenados en las sentencias judiciales. En 
ese Sistema, el monto más alto a pagar será el equivalente a 40 SMMLV, que calculados con 
el salario mínimo del año 2020 corresponden a la suma de $35.112.120 por los delitos de: 
Homicidio, Desaparición Forzada, Secuestro y lesiones con incapacidad permanente. El 
monto intermedio es de 30 SMMLV que corresponde a $26.334.060, por los siguientes 
delitos: lesiones personales que no causen incapacidad permanente; tortura o tratos crueles, 
inhumanos y degradantes; contra la libertad e integridad sexual; y reclutamiento forzado. El 
monto más bajo es por el delito de Desplazamiento Forzado, el valor a pagar corresponde a 
17 SMLMV, equivalentes a $14.922.651. (Presidencia de la República de Colombia, 
Departamento Administrativo para la Prosperidad Social. Decreto 1084, 2015, art. 
2.2.7.3.4.). Estos valores evidentemente son inferiores a los que se reconocen vía judicial, tal 
como se muestra a continuación. 
 
En el caso del señor J.W.V.R, víctima del delito de tentativa de homicidio, el fallo de JYP 
proferido en contra de Edison Giraldo Paniagua, ex integrante del Bloque Calima de la AUC 
reconoció la suma de $ 1.343.165.630 como indemnización (Tribunal Del Distrito Superior 
De Bogotá, Sala de Justicia y Paz, Sentencia 2006-82222, 2012, p. 148). Sin embargo, la 
UARIV-FRV, a través de acto administrativo, ordenó el pago de la suma de $6.160.000 con 
recursos provenientes del PGN (Unidad Para La Atención y Reparación Integral a las 
Víctimas, Resolución 518, 2014, p. 17), y en un segundo acto administrativo ordenó la suma 
de $62.658.782 con recursos FRISCO, para un total de $68.818.782 (Unidad Para La 
Atención y Reparación Integral a las Víctimas, Resolución 700, 2015, p. 10); es decir, el 
señor J.W.V.R., a pesar de estar amparado en una decisión judicial debidamente ejecutoriada, 
aún se encuentra en espera del pago total de la indemnización, cuyo saldo es de más de 
$1.200.000.000. 
 
Situación similar se presenta en el caso de la señora M.E.C, víctima directa del delito de 
desplazamiento forzado, a quien la sentencia de JYP proferida en contra del postulado 
condenado Edgar Ignacio Fierro Flórez ex militante del Bloque Norte de las AUC (Tribunal 
Del Distrito Superior De Bogotá, Sala de Justicia y Paz, 2006-81366, 2011, p. 721), ordenó 
una indemnización por la suma de $25.669.664,64, con ocasión de los perjuicios materiales 
e inmateriales padecidos.  
 
Sin embargo, en este caso también se evidenció la insuficiencia de recursos entregados por 
el postulado y el Bloque Norte en el que éste militó, al momento de la liquidación. Por ello, 
el FRV ordenó, a través de acto administrativo, pagar en favor de la señora M.E.C. la suma 
de $10.021.500, en cumplimiento parcial del fallo antes referido (Unidad para la Atención y 
la Reparación Integral a las Víctimas, Resolución 1433, 19 de diciembre de 2013, p. 16). Al 
igual que en el caso anterior, la señora M.E.C aún espera el saldo restante por $15.000.000.  
 
Independiente de la suma que las víctimas esperan recibir, estos pagos parciales, están 
generando en las víctimas reconocidas en JYP una victimización secundaria, por una nueva 
vulneración de sus derechos fundamentales. Si bien las víctimas reconocidas en sentencias 
judiciales tuvieron acceso a la administración de justicia, lo cierto es que, dado el pago parcial 
de las indemnizaciones, esas sentencias resultan ser un documento meramente declarativo. 
Las víctimas se hicieron parte de un proceso de justicia transicional, con el fin de obtener 
verdad, justicia y reparación, pero en lo que respecta a la indemnización, al final, ven 
nuevamente vulnerados sus derechos. 
 
1.3. Conclusiones preliminares 
 
El modelo colombiano de justicia transicional en el marco del proceso de Justicia y Paz se 
caracteriza por ser, en palabras de la autora, un modelo “a cuotas”, en el que las víctimas 
tienen que trasegar un largo camino para obtener la indemnización. Adicionalmente, mientras 
que ese mismo modelo puede funcionar de manera más expedita en el caso de las otras partes 
del proceso, como por ejemplo las rebajas de las penas para los victimarios, en el caso de las 
víctimas la indemnización termina siendo irrisoria.  
 
Partiendo de la clasificación doctrinal de los modelos de justicia transicional, en criterio de 
la autora, el colombiano es un modelo intermedio, denominado “perdón responsabilizante”, 
en el que hay un equilibrio entre el castigo a los victimarios, los derechos de las víctimas, y 
las dinámicas de negociación y reconciliación nacional. Es además un tipo intermedio de 
“transiciones legitimadas”, en el que en apariencia se garantiza la participación de las 
víctimas en el proceso de Justicia y Paz, y se visibiliza el conflicto armado en los escenarios 
judiciales y de discusión social 
 
Se concluye además que desde el inicio del proceso de JYP no se advirtió o mas bien se 
ignoró que el pago de las indemnizaciones tuviese dificultades por falta de recursos 
entregados por los postulados. Esto en la práctica ha hecho que el FRV efectúe el pago de las 
indemnizaciones ordenadas en las sentencias de JYP parcialmente o de forma incompleta, en 
detrimento de los derechos de las víctimas quienes a la postre son las más afectadas al recibir 




2. El viacrucis para la obtención del pago de las indemnizaciones ordenadas en Justicia 
y Paz: un catalizador de la victimización secundaria y la responsabilidad 
extracontractual del Estado 
 
 
“El Estado nos trata de forma indolente, déspota. Vivimos una relación dolorosa. Llena de 
rabia. Llena de deuda” (Noguera, 23 de octubre de 2019) 
 
En el anterior capítulo se mostró que el modelo de justicia transicional, lejos de ser ideal, ha 
sido un modelo “a cuotas” desde su concepción. Esto tiene múltiples efectos en la garantía 
de los derechos de las víctimas, en particular y para efectos de esta investigación, se ve 
reflejado en el pago incompleto de las indemnizaciones. A ello se suma que el camino que 
emprenden las víctimas para lograr que la sentencia en la que fueron reconocidos se cumpla; 
es decir, que deje de ser intangible y se convierta en algo material y concreto, es sin exagerar 
un “viacrucis”. Esta metáfora traída del catolicismo permite entender a profundidad el 
doloroso trasegar de las víctimas que empieza con la sentencia, y sirve de antesala para 
comprender el problema jurídico que se plantea en el siguiente capítulo. 
 
Para ello, este subcapítulo comienza con algunas reflexiones sobre los efectos para las 
víctimas y las responsabilidades institucionales en el pago de las indemnizaciones. 
Posteriormente, se presenta lo que la autora denomina las estaciones del viacrucis: la primera 
comienza con la sentencia que genera una expectativa en las víctimas y con la cual comienza 
un nuevo trasegar para ellas en búsqueda de la indemnización; la segunda corresponde a los 
trámites administrativos y judiciales para obtener la indemnización; y la tercera es la quimera 
del pago completo de las indemnizaciones. 
 
Los pagos parciales29, como se indicó previamente, están generando una victimización 
secundaria en contra de las víctimas reconocidas en las sentencias de JYP. Pese a que la 
indemnización es un derecho adquirido reconocido en una decisión judicial después de 
innumerables dificultades padecidas, no se cumple, lo que ocasiona una nueva vulneración 
de derechos. La sentencia deja a las víctimas en la mitad del camino, luego el pago 
incompleto de la indemnización termina dejándolas en el limbo. 
 
Esta problemática es palpable tanto para las víctimas, como para sus representantes 
judiciales, en cuyos testimonios afirman que: “el proceso transcurre lento, por las pocas 
sentencias dictadas y el no pago, o el pago a cuentagotas, por parte del Estado” (Muñoz, 24 
de mayo de 2014). La situación además no es una excepción, ni un caso aislado, sino que por 
el contrario se presenta de manera generalizada, tal como lo señala un representante de las 
víctimas: “la queja de las víctimas en general de Justicia y Paz ha sido que no han recibido 
las reparaciones dictadas en sentencias judiciales, sino que las han reparado conforme a la 
Ley de Víctimas, que no permite reparaciones superiores a los 40 SMLMV.” (El Heraldo, 10 
de enero de 2016). 
 
 
29 Véase supra, p. 37. 
Esto ha generado que las víctimas y sus apoderados persigan el pago completo de las 
indemnizaciones ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, a través de los 
diferentes medios de control contemplados en el Código de Procedimiento Administrativo y 
de lo Contencioso Administrativo (Ley 1437, 2011), o a través de acciones constitucionales. 
Sin embargo, a la fecha no existe ninguna orden judicial o administrativa en la que se ordene 
al FRV efectuar el pago completo de las indemnizaciones ordenadas en las sentencias de 
JYP. 
 
Es importante señalar que las responsabilidades y contenido de las órdenes judiciales, son 
diferentes a lo establecido en la Ley 975 de 2005, el actuar de la Fiscalía, y el actuar de las 
autoridades administrativas encargadas de ejecutar las órdenes, en este caso el FRV. Aunque 
esta afirmación resulta básica aparentemente, tiene mucha relevancia en tanto que, en criterio 
de la autora, la victimización secundaria se debe a la omisión30 de la Fiscalía y el hecho31 del 
legislador, pero no se debe al actuar de los jueces de JYP, que están sometidos al imperio de 
la Ley y han actuado conforme a ella, ni tampoco a las actuaciones del FRV. 
 
Sobre este último punto es de resaltar que las actuaciones del FRV como liquidador y ejecutor 
del pago se ajustan a la normatividad vigente, y el esquema de liquidación aplicado por este 
responde a un modelo “a cuotas”.  Adicionalmente, las decisiones de diversas instancias 
judiciales han explicado el esquema de pago establecido, siguiendo las reglas de la reparación 
administrativa que responden a un balance entre la garantía de los derechos de las víctimas, 
la sostenibilidad fiscal, la responsabilidad de los postulados y la concurrencia subsidiaria del 
Estado. En últimas, de la lectura de las consideraciones tanto de la Sala de Casación Penal 
de la Corte Suprema de Justicia y Paz (Corte Suprema de Justicia de Colombia, Sala De 
Casación Penal, Sentencia 46084, 2015), la Corte Constitucional (Corte Constitucional de 
Colombia, Sentencia C-370, 2006) y el Consejo de Estado (Consejo de Estado de Colombia, 
Sala de Consulta y Servicio Civil, Concepto 2082, 2012; Consejo de Estado de Colombia, 
Sala de Consulta y Servicio Civil, Concepto 2362, 2018), se concluye que esta es la mejor 
opción o el menor de los males.   
 
La Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia ha señalado que los bienes de los 
desmovilizados son escasos o insuficientes, e incluso ínfimos frente a la gravedad de los 
hechos cometidos. La Corte estima que la reparación administrativa permite un balance entre 
múltiples factores: las pretensiones de reparación de las víctimas, la responsabilidad principal 
de los perpetradores de los crímenes, y la subsidiariedad por la que acude el Estado. Este tipo 
de reparación ayuda a paliar las necesidades de las víctimas al menos en gran medida y evita 
que los recursos se agoten, lo cual sería grave para las reparaciones y para las finanzas 
públicas (Corte Suprema de Justicia de Colombia, Sala De Casación Penal, Sentencia 46084, 
2015).  
 
La Corte Constitucional ha coincidido con lo señalado por la Corte Suprema frente a la 
concurrencia subsidiaria del Estado, resaltando que el legislador moduló de manera razonable 
y proporcionada la responsabilidad, empezando por la responsabilidad primaria de los 
perpetradores y la solidaria del bloque o frente al que pertenecieron. Respecto del Estado, 
 
30 Véase infra, p. 58. 
31 Véase infra, p. 77. 
según la Corte, este ingresa en un papel residual para asegurar dar una cobertura cuando no 
hay recursos, pero en todo caso, no hay fundamento constitucional para trasladar la totalidad 
de los costos de la reparación al PGN. Lo contrario implicaría eximir de responsabilidad civil 
a los responsables primarios y solidarios, y que los ciudadanos y ciudadanas de bien, que no 
han causado daño alguno, asuman la responsabilidad con el pago de impuestos (Corte 
Constitucional de Colombia, Sentencia C-370, 2006; Corte Constitucional de Colombia, 
Sentencia C-160, 2016). 
 
Siguiendo la misma línea jurisprudencial de la Corte Suprema y la Corte Constitucional, el 
Consejo de Estado, en ejercicio de su función consultiva y por solicitud del Departamento 
Administrativo para la Prosperidad Social que planteó el problema jurídico “¿En caso de que 
los recursos entregados por los postulados para indemnizar a las víctimas sean insuficientes, 
hasta qué monto está obligado el Estado a responder en su calidad de concurrente 
subsidiario?”; respondió, que el pago de la indemnización por parte del Estado se hace como 
concurrente subsidiario y que sigue los límites fijados por la Ley 1448 de 2011 (Consejo de 
Estado de Colombia, Sala de Consulta y Servicio Civil, Concepto 2082, 2012). 
 
Habiendo hecho estas reflexiones preliminares, a continuación, se explica lo que la autora 
denomina las estaciones del viacrucis. 
 
 
2.1. Primera estación: La sentencia, ¿El fin o el comienzo del calvario? 
 
 
En este subcapítulo se plantea que la sentencia, en cuanto a la indemnización se refiere, lejos 
de dar paso a la reparación, abre la puerta a un viacrucis. Para explicar esto se parte de un 
planteamiento: las víctimas hacen un gran esfuerzo, y sufren un desgaste por el transcurrir 
del tiempo antes y después de la sentencia.  
 
Para poder entender este planteamiento, la explicación del proceso de JYP se divide en dos 
etapas, denominadas por la autora como: etapa judicial y etapa mixta (judicial y 
administrativa). La primera está constituida por diligencias de carácter investigativa, 
probatoria y conciliatoria y que respectivamente están integradas por las audiencias de 
versión libre, imputación, incidente de reparación integral y lectura de sentencia. La segunda 
etapa se refiere a los trámites tanto judiciales, como administrativos, que tiene que adelantar 
la víctima para obtener el pago de la sentencia. La etapa judicial se explica en este subcapítulo 
como parte de la primera estación del viacrucis, mientras que la etapa mixta se explica en el 
siguiente subcapítulo como parte de la segunda estación. 
 
Con el fin de ilustrar el tiempo que transcurre en la etapa judicial, a manera de ejemplo, en 
el siguiente gráfico se presenta un cálculo de tiempo en la sentencia proferida por la Sala de 
Justicia y Paz del Tribunal Superior de Bogotá, en contra del postulado José Gregorio 
Mangones Lugo, ex integrante del Bloque Norte de las Autodefensa Unidas de Colombia. 
 
 




Fuente: elaboración propia 
 
Como se evidencia en el gráfico anterior, entre las versiones libres y la sentencia debidamente 
ejecutoriada pueden transcurrir diez años. En criterio de la autora, este tiempo sobrepasa lo 
que la Corte Interamericana denomina plazo razonable en los siguientes términos: 
 
“Este Tribunal ha señalado que el derecho de acceso a la justicia no se agota con el 
trámite de procesos internos, sino éste debe además asegurar, en tiempo razonable, el 
derecho de las presuntas víctimas o sus familiares a que se haga todo lo necesario para 
conocer la verdad de lo sucedido y para que se sancione a los eventuales responsables.” 
(Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso De La “Masacre De Mapiripán” 
Vs. Colombia, Serie C No. 134, 2015).  
 
Teniendo en cuenta que en los procesos de JYP se parte de un reconocimiento de los hechos 
por parte del victimario efectuado en las versiones libres, que un proceso dure 
aproximadamente 10 años deja en entredicho principios como el del plazo razonable. A eso 
se suma que, dado el mencionado reconocimiento, y en comparación con otros procesos, la 
acción penal por lo menos en términos investigativos y de indagación no exige un gran 
ejercicio. En otras palabras, el Estado no asume una carga probatoria e investigativa que 
implique el despliegue de grandes esfuerzos y desgastes institucionales, mientras que las 
víctimas sí sufren un desgaste emocional por el transcurrir del tiempo.  
 
A lo anterior se suma el desgaste económico, dado que en la mayoría de los casos son ellas 
quienes asumen los gastos de desplazamiento para participar en las diferentes etapas 
procesales, desatendiendo sus propios quehaceres diarios con la esperanza de tener respuestas 
a sus inquietudes en el desarrollo de las audiencias. Estas se realizan además de manera 
centralizada en las capitales de departamentos, debido a los escasos recursos con los que 
cuenta la Rama Judicial, lo cual implica una carga adicional para las víctimas que viven en 
zonas rurales.    
 
La autora hace énfasis en que los desgastes son acumulativos. Por ejemplo, el tiempo y el 
gasto económico se suman a la falta de acompañamiento psicológico para que las víctimas 
atiendan las audiencias. En estas diligencias judiciales, las víctimas deben escuchar las 
descripciones apáticas de la ejecución de espantosos y crueles actos por parte de los 
victimarios. 
 
Las víctimas soportan estoicamente todo lo descrito (y todo aquello que se escapa a la breve 
descripción de este documento), con la ilusión de obtener una decisión judicial, en la que se 
reconozcan las tan anheladas medidas de reparación, incluyendo la indemnización. 
Adicionalmente, las víctimas no tienen la suficiente información sobre lo que sigue después 
de la sentencia. En el imaginario colectivo el reconocimiento en una decisión judicial se 
entiende como el fin del proceso y se asume que habrá un pago inmediato. Ello no es así, 
sino que las víctimas deben enfrentarse a lo que la autora denomina la etapa mixta, en la cual 
continúan las audiencias judiciales y comienzan los trámites administrativos para que las 
órdenes contenidas en la sentencia se materialicen, tal como se ilustra en el siguiente capítulo.  
 
2.2. Segunda estación. Los trámites de la etapa mixta: el suplicio de las víctimas ante 
las ramas judicial y ejecutiva 
 
Con posterioridad a la sentencia comienza la etapa mixta, en la cual se desarrollan diligencias 
en los escenarios judiciales y administrativos. En primer lugar, las audiencias judiciales se 
adelantan ante el único juzgado Penal del Circuito con Función de Ejecución de Sentencias 
para las Salas de Justicia y Paz del Territorio Nacional. El postulado da cuenta del 
cumplimiento de la sentencia ante esta autoridad judicial. Dicha autoridad también efectúa 
la verificación de que los exhortos y las órdenes contenidas en las sentencias de JYP se 
cumplan una a una a cabalidad por las entidades del Estado involucradas.  
 
Los trámites administrativos se desarrollan ante la UARIV, que es la Entidad de la Rama 
Ejecutiva a la que le corresponde materializar la sentencia, en términos generales. 
Particularmente, el FRV de la UARIV tiene entre sus funciones misionales la única y 
exclusiva función de liquidar y efectuar el pago de las indemnizaciones reconocidas en las 
sentencias de JYP. Con el fin de cumplir con esta función, se llevan a cabo las siguientes 
funciones: análisis de las sentencias, proceso de indexación del monto liquidado en el fallo 
judicial, proceso de caracterización, jornadas de socialización y la expedición del acto 
administrativo en el que se ordena el pago (Unidad para la Atención y la Reparación Integral 
a las Víctimas, Procedimiento de Liquidación y Pago de Sentencias Judiciales V7, 2019). En 










Fuente: elaboración propia con base en: Procedimiento de Liquidación y Pago de 
Sentencias Judiciales V7 (Unidad para la Atención y la Reparación Integral a las Víctimas, 
Procedimiento de Liquidación y Pago de Sentencias Judiciales V7, 2019). 
 
 
Para efectos de esta investigación, se destacan las jornadas de socialización, documentación 
y pago. Estas jornadas son la primera ocasión en que las víctimas tienen contacto con el FRV 
y empiezan a darse cuenta de la realidad del monto del pago que recibirán. En estas jornadas 
el FVR explica cuál es el alcance de las sentencias a las víctimas, recolecta la documentación 
de identificación y datos de ubicación que permiten subsanar las imprecisiones que se 
presentan en esos aspectos en los fallos judiciales, y notifica personalmente los actos 
administrativos expedidos por la UARIV a las víctimas. En estos actos se da cumplimiento 
parcial a la orden de pago impartida en las sentencias proferidas por las distintas Salas de 
Justicia y Paz. 
 
Estos trámites administrativos también implican una nueva inversión de tiempo, que se suma 
al ya transcurrido para llegar a la sentencia. En el caso de la sentencia que se tomó como 
ejemplo32 en contra de José Gregorio Mangones, a los 10 años que aproximadamente las 
víctimas tuvieron que esperar para obtener la sentencia, se suma el tiempo entre la sentencia 
y el acto administrativo del FRV que reconoce el pago. En ese caso, la sentencia de segunda 
instancia se profirió el 30 de agosto de 2017, y el primer acto administrativo en el que se 
ordenó el pago parcial de las indemnizaciones que reconoció dicho fallo, se expidió el 16 de 
 
32  Véase supra, p. 43. 
julio de 2018 (Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, Acto 
administrativo 2906, 2018); es decir, casi un año después de que la sentencia cobró ejecutoria. 
  
Como se indicó previamente, el punto de quiebre en este proceso es el momento en el que 
las víctimas conocen que el monto de su indemnización no será pagado completamente. Esto 
porque la Ley (Ley 1448, 2011, art. 10), dispone que ante la insuficiencia de recursos 
entregados por los grupos que los victimizaron, el Estado colombiano entra a pagar sus 
indemnizaciones hasta por los montos de reparación administrativa. Esta información para 
las víctimas es confusa, puesto que no es lógico que en una sentencia se dé una orden, pero 
se ejecute algo diferente en cumplimiento del marco normativo. Con esto se marca una 
distancia enorme entre la sentencia, que crea un imaginario y una expectativa, y la realidad 
del pago, que genera desolación entre las víctimas. Así, la sentencia se convierte en una 
pintura para enmarcar, con un valor simbólico sí, pero sin peso alguno en materia 
indemnizatoria. 
 
Cuando las víctimas reciben información sobre el monto real que se les va a pagar, ellas y 
sus representantes experimentan varios sentimientos, tales como: tristeza, decepción del 
sistema, desconfianza, ira, desesperanza, frustración y angustia, entre otros. A continuación, 
se presentan algunos extractos de entrevistas y testimonios de fuentes secundarias, tales como 
revistas y periódicos, que evidencian el sentir de las víctimas y la materialización de la 
revictimización secundaria de que son objeto.  
 
En primer lugar, hay un reclamo generalizado de las víctimas respecto de la insuficiencia de 
los montos pagados, y con ello, del desconocimiento de las sentencias judiciales. Tal como 
lo muestran estos testimonios: 
 
“Estas sumas no están acordes con lo dictado por Justicia y Paz ni con lo dictado por 
la Corte Suprema. E inicialmente lo que hicieron fue expedir una resolución en la 
cual ellos subsidiariamente reparaban a las víctimas con un tope no mayor a 40 
smlmv-como lo establece la Ley de Víctimas-, y el resto de la reparación que ordenó 
la Corte Suprema aún no se ha producido en su totalidad” (El Heraldo, 10 de enero 
de 2016). 
 
“Cómo es posible que le den 193 mil pesos a una víctima como reparación. El Estado 
debe cumplirles a las víctimas y garantizarles que la reparación sea completa y no 
por pedazos como han venido haciéndolo. Alegan que los bloques entregan bienes 
para poder cumplirles a las víctimas, pero la Fiscalía, ente competente para hacerlo, 
no los persigue para que los entreguen” (El Heraldo, 10 de enero de 2016). 
 
“Nos vienen dando la reparación como en cuotas, y cada vez son más bajas. Van dos: 
una que fue de 20 millones y esta otra de 500 mil pesos” (El Heraldo, 10 de enero de 
2016). 
 
“En la primera sentencia me dieron 24 millones, pero ahora solo recibí 294 mil pesos. 
Es una cifra que no se justifica y que me parece una burla” (El Heraldo, 10 de enero 
de 2016). 
 
“Las prácticas non sanctas de la Unidad de Reparación al pretender a hurtadillas 
arreglar a las víctimas con recursos ínfimos, que no corresponden a la gravedad de 
los daños causados y desconociendo, no solo la jurisprudencia sino los contratos de 
prestación de servicios que hay con los defensores” (Muñoz, 24 de mayo de 2014). 
 
En segundo término, los testimonios evidencian un desgaste y las cargas, tanto económicas, 
como emocionales, que deben soportar las víctimas, lo cual se suma a la incertidumbre sobre 
la indemnización. Estos testimonios dan cuenta de ello: 
 
“Esto es un desgaste para la gente. Su exclusión anula los esfuerzos que han hecho 
durante años para obtener algo de justicia y reparación. Empezar de nuevo implica 
revivir su dolor y eso es justamente lo que se debe tratar de evitar” (Flórez, 22 de 
enero de 2015). 
 
“Venir aquí es un gasto y venir aquí para que no tengamos una respuesta clara de 
cómo es que nos van a reparar” (Audiencia contra Edison Giraldo Paniagua, 2012). 
 
Todo ello sienta las bases para la victimización secundaria. La desolación de las víctimas 
hace evidente que ellas no consideren que en el proceso de JYP del cual son parte, se les haya 
brindado justicia; sino que, por el contrario, sienten que dentro del proceso les ha tocado 
sacrificar más en comparación con sus victimarios.  
 
Los siguientes testimonios así lo señalan: 
 
“Las víctimas no nos podemos quedar otra vez en el ostracismo, otra vez en el 
abandono porque esa es una semilla para que la guerra vuelva a empezar” (Noguera, 
23 de octubre de 2019). 
 
“La paz no es lo que se firme allá, sino lo que se va a hacer con las víctimas” (El 
Heraldo, 10 de enero de 2016). 
 
“El papel de las víctimas no puede ser sólo el de perdón y olvido, mientras sus 
victimarios pagan penas de cárcel insignificantes en Estados Unidos y luego salen 
millonarios y con la posibilidad de quedarse a vivir en ese país, tal como acaba de 
suceder con el narcotraficante Juan Carlos el Tuso Sierra” (Muñoz, 24 de mayo de 
2014). 
 
Estas afirmaciones permiten esbozar la materialización de perjuicios de orden inmaterial y 
específicamente de tipo moral, entendido este como “una aflicción o una tristeza producida 
por el hecho dañino” (Henao, 1998, p. 244) o como “el dolor, la congoja, el sufrimiento y la 
aflicción, compensables con una suma de dinero o mediante otra forma decidida por el juez” 
(Henao, 1998, p. 244). Este se presenta con ocasión del “sufrimiento emocional que tiene 
que ver con la alteración a las emociones que normalmente experimentan los seres humanos 
y consiste en la tristeza, la angustia, el temor, la humillación, el ultraje, el miedo, que forma 
desproporcionada puede padecer una persona con la ocurrencia de hechos que pueden 
afectarla” (Sociedad Alemana de Cooperación Internacional (GTZ) GmbH Cooperación 
Técnica Alemana ProFis, s.f., p. 31). 
 
En criterio de la autora, el daño moral en estos casos configura una victimización secundaria, 
entendida esta como: 
 
“Las consecuencias psicológicas, sociales, jurídicas y económicas negativas que 
dejan las relaciones de la víctima con el sistema jurídico penal, supone, un choque 
frustrante entre las legítimas expectativas de la víctima y la realidad institucional, 
involucrando una pérdida de comprensión acerca del sufrimiento psicológico y físico 
que ha causado el hecho delictivo, dejándolas desoladas e inseguras y generando una 
pérdida de fe en la habilidad de la comunidad, los profesionales y las instituciones 
para dar respuesta a las necesidades de las mismas (Kreuter, 2006; Soria 1998; 
Landrive, 1998). Así mismo se entiende como una segunda experiencia que resulta 
con alguna frecuencia siendo más negativa que la primaria, y puede llevar a 
incrementar el daño causado por el delito con otros de dimensión psicológica o 
patrimonial.” (Berril y Herek, 1992; Beristain, 1995, 1999; García-Pablos, 2003; 
Landrove, 1998; ONU, 1999; Wemmers, 1996) (Gutiérrez de Piñeres, Coronel, & 
Pérez, 2009). 
 
Esto se traduce en la “incertidumbre en el proceso penal e incluso desconfianza en el sistema 
jurídico, este aspecto en un sinnúmero de casos contribuye a empeorar la situación emocional 
y salud mental de la víctima” (Mantilla, 2015, p. 39). El siguiente gráfico ilustra estas 
relaciones de causa y efecto: 
 
Gráfico 5. De la indemnización incompleta y el perjuicio moral33 a la victimización 
secundaria: una relación de causas y efecto 
 
 
Fuente: elaboración propia 
 
 
33  El presente trabajo de investigación se limita en este apartado sólo a los perjuicios morales que la evidente 
victimización secundaria genera, pese a que esta que es producto del pago incompleto de las indemnizaciones 
puede ser generadora de otro tipo de perjuicios de orden inmaterial e incluso materiales. Esta limitación la 
realiza la autora, partiendo de los testimonios de las víctimas que dan cuenta de la materialización de sus 
perjuicios morales.  
En esta victimización secundaria se pueden identificar varios victimarios. Cada una de las 
Entidades o sujetos que participan dentro del proceso de JYP contribuyen en dicha 
victimización. A manera de ejemplo, en el siguiente gráfico se explica cómo los diferentes 
intervinientes en el proceso contribuyen con las conductas re-victimizantes: apoderados de 
las víctimas de la Defensoría del Pueblo, apoderados de víctimas particulares, Juzgado de 
Ejecución de Sentencias de Justicia y Paz, FGN, y la UARIV. 
 
 




Fuente: elaboración propia 
 
 
De las anteriores consideraciones se concluye que después de todo lo que tienen que esperar 
y padecer las víctimas para obtener la indemnización en la sentencia, esta no significa un fin, 
sino que, por el contrario, es el comienzo de un viacrucis. En este punto, las víctimas creen 
que tienen en sus manos el derecho cierto a obtener una indemnización, por la cual vale la 
pena seguir luchando hasta obtener el pago completo. Sin embargo, la realidad es que van a 
recibir solo una pequeña parte de lo que ordenó la sentencia, debido a la perversidad del 
sistema legal establecido y a la tibia gestión de la FGN, como se demostrará en el capítulo 3. 
 
2.3. Tercera estación: la quimera del pago completo de las indemnizaciones 
 
En esta parte de la tesis se muestra cómo, luego de expedida la sentencia, se desvanece la 
expectativa de las víctimas de recibir el pago total o al menos un pago razonable de la 
 
 
indemnización. Para ello, se describe cómo se hace el proceso de liquidación y pago de la 
sentencia, y se presentan cifras de la situación actual del pago.  
 
Como se dijo anteriormente, en las jornadas de socialización y en la primera audiencia de 
seguimiento al cumplimiento de los fallos, las víctimas por primera vez tienen información 
más clara sobre el marco jurídico existente para el pago de sus indemnizaciones, y conocen 
que el pago de estas se realizará con recursos del PGN ante la insuficiencia de RP. En estos 
primeros pasos de la etapa mixta34, las víctimas aún guardan la esperanza de lograr que en 
algún momento se complete el pago de sus indemnizaciones, ya sea cuando los postulados 
entreguen más bienes para tales fines, cuando se decrete la extinción de dominio de nuevos 
bienes, o cuando el FRV logré la monetización de todos los bienes que tiene para su 
administración. 
 
Sin embargo, esa luz de esperanza se va desvaneciendo hasta extinguirse en las últimas 
audiencias de seguimiento. Durante estas diligencias, el Juzgado de Ejecución de Sentencia 
lleva a cabo un ejercicio de cálculo de los recursos pagados y los disponibles, del que se 
concluye que la posibilidad de un pago completo es prácticamente nula.  
 
Este ejercicio consiste en que se determina el valor total de las indemnizaciones ordenadas 
en sentencia ejecutoriada de cada estructura delincuencial, a este monto se le resta lo que el 
Estado Colombiano debe pagar con recursos del PGN por subsidiariedad, y el resultado 
corresponde al total de lo que se le debe a las víctimas y que debe ser cubierto con las otras 
fuentes de recursos que componen el FRV, principalmente RP. Habiéndose obtenido este 
monto, se compara con los RP de dicha estructura delincuencial que administra el FRV y que 
se encuentran disponibles; esto es, que están líquidos y que cuentan con extinción de 
dominio. Tal como se explica en el siguiente gráfico: 
 
Gráfico 7: Ejercicio de cálculo hecho por el Juzgado de Ejecución de Sentencia  
 
 
Fuente: elaboración propia 
 
Las cifras que se obtienen de este ejercicio son realmente absurdas. A manera de ejemplo, a 
continuación, se efectúa el ejercicio de expectativa razonable con todas las sentencias en 
 
34 Véase supra, p. 45. 
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firme contra el Bloque Norte de las AUC a fecha de cierre de esta investigación35, y en 
particular, con el caso de José Gregorio Mangones Lugo, ex integrante de la misma estructura 
delincuencial, que se ha venido presentando en este documento. 
 
Es importante señalar que el ejercicio siempre se adelanta por estructura delincuencial, no 
por sentencias individuales, dado que la entrega de los bienes por parte de los postulados se 
hace para reparar a sus propias víctimas por nexo causal; es decir, solo se pueden usar los 
bienes del Bloque Norte para reparar a las víctimas que sean reconocidas en sentencias que 
condenen postulados de dicho Bloque. Por lo tanto, no es posible usar los bienes de una 
estructura para indemnizar víctimas de otra estructura delincuencial36. 
En el siguiente gráfico de la UARIV se muestra el universo de víctimas reconocidas en 
sentencias ejecutoriadas contra el Bloque Norte de las AUC: 
 
Tabla 1: Universo de víctimas reconocidas en sentencias ejecutoriadas contra el 




* Subrayado fuera del original 
Fuente:  Unidad Para La Atención y Reparación Integral A Las Víctimas (15 de enero de 
2020). 
 
35 15 de noviembre de 2020. 
36 La Corte Constitucional señala que “los primeros obligados a reparar son los perpetradores de los delitos, en 
subsidio y en virtud del principio de solidaridad, el grupo específico al que pertenezcan los perpetradores.” 
(Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C-370, 2006). El Consejo de Estado señala que: “Por mandato 
de la ley los recursos que provengan de los bienes que pertenezcan al bloque al que perteneció el postulado 
deben destinarse al pago de las indemnizaciones de las víctimas del mismo bloque. Proceder en contrario, 
además de desconocer la ley, afecta, menoscaba y vulnera el derecho a la indemnización de las víctimas 
afectadas por los delitos cometidos por miembros del grupo o bloque propietario del bien.” (Consejo de Estado 
de Colombia, Sala de Consulta y Servicio Civil, Concepto 2362, 2018) 
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De la anterior tabla se concluye: 
 
- Para enero del año 2020, fecha en la que la UARIV presentó informe de avance dentro 
del proceso seguido en contra del postulado José Gregorio Mangones, existían ocho 
sentencias ejecutoriadas del Bloque Norte de las AUC. 
 
- Las indemnizaciones fueron reconocidas con ocasión de 10183 hechos victimizantes en 
las ocho sentencias. En particular, en la sentencia objeto de análisis fueron reconocidas 
indemnizaciones por la ocurrencia de 2587 hechos victimizantes. 
 
- El valor total de las indemnizaciones que las diferentes SJYP reconocieron corresponden 
a seiscientos mil ochocientos setenta y cinco millones ochocientos sesenta y un mil 
sesenta y siete pesos ($600.875.861.067). 
 
- El valor que al Estado Colombiano le corresponde pagar por subsidiaridad en 
cumplimiento del artículo 10 de la Ley 1448 de 2011, corresponde a sesenta y un mil 
quinientos un millón seiscientos noventa y ocho mil quinientos ochenta y nueve pesos 
($61.501.698.589). 
 
- Partiendo de la base que la UARIV – FRV ya haya cancelado lo que le corresponde por 
subsidiariedad, significa que a las víctimas de estas 8 sentencias se les debe la suma de 
cuatrocientos diecisiete mil quinientos cuarenta millones doscientos ochenta y nueve mil 
trescientos ochenta y ocho pesos ($417.540.289.388). Particularmente, respecto de la 
sentencia objeto de análisis, a las víctimas se les adeuda la suma de ciento sesenta y 
cuatro mil setecientos veintidós millones ciento quince mil veintisiete pesos 
($164.722.115.027). 
 
Teniendo claro el monto al que ascienden las indemnizaciones que restan por pagar a las 
víctimas de esta estructura delincuencial, resulta pertinente determinar el valor de RP que se 












Tabla 2: Consolidado de bienes y recursos entregados por el Bloque Norte y recibidos 
por el FRV  
 
 
Fuente: Oficio No. 20201120686521 (15 de enero de 2020). 
 
De la anterior tabla se concluye: 
 
- Los bienes entregados por dicha estructura son escasos. 
 
- A la fecha de presentación del informe de la UARIV solo cuenta con la suma de 
$90.181.438 de RP disponibles, correspondientes a la una suma de dinero de 
$30.000.000 que cuenta con extinción de dominio y a la monetización de unos vehículos 
por valor de $ 60.181.438, para distribuir entre todas las víctimas que se encuentre 
incluidas en sentencia ejecutoriada de dicha estructura. 
 
A partir del ejercicio anterior, se concluye que las posibilidades de que las víctimas reciban 
el pago completo de sus indemnizaciones son ínfimas.  
 
Que las víctimas lleguen a esta conclusión después de esperar la indemnización por más de 
una década, es sin duda otro ejemplo de la victimización secundaria a la que están expuestas. 
Cómo se indicó previamente, ellas sienten que todo el recorrido que han hecho finalmente 
las deja en una sin salida, pues las cifras no mienten: no hay RP suficientes para cubrir el 
pago de las indemnizaciones reconocidas. 
 
En estos casos se plantea que la victimización secundaria, que se da en contra de las víctimas 
de las sentencias que no reciben su indemnización completa, crea dos escenarios propicios 
para la configuración de responsabilidad extracontractual del Estado Colombiano, con los 





37 Véase infra, p. 59. 
38 Véase infra, p. 78. 
2.4. Conclusiones preliminares 
   
En este capítulo se concluye que el modelo de justicia transicional, en lo que se refiere al 
pago de las indemnizaciones a las víctimas, es un modelo “a cuotas”, debido a la insuficiencia 
de los RP entregados por los postulados. A través de una metáfora con un “viacrucis” se 
concluye que las víctimas soportan el transcurrir del tiempo que sobrepasa los plazos 
razonables en las llamadas etapa judicial y etapa mixta, al cabo de las cuáles las víctimas no 
acceden a la indemnización completa, sino por el contrario, a un pago diezmado y tardío.  
 
Con base en decisiones judiciales de las altas cortes de la jurisdicción penal ordinaria, 
constitucional y de lo contencioso administrativo, se concluye que la jurisprudencia ha 
reiterado que el modelo de justicia es defectuoso y los recursos propios no alcanzan para 
cubrir los pagos. Adicionalmente, se analizaron los datos cuantitativos del caso del Bloque 
Norte, mostrando los bienes entregados por este al FRV y los cálculos hechos por el Juzgado 
de Ejecución de Sentencias, en los que se concluye que los RP son insuficientes y las sumas 
recibidas por las víctimas son irrisorias. 
 
Todo lo anterior conlleva a que las sentencias que se profieren por las distintas SJYP con sus 
reconocimientos indemnizatorios terminen siendo simbólicas o simples “saludos a la 
bandera”. Las sentencias generan grandes expectativas para las víctimas; mientras que, los 
actos administrativos que ordenan el cumplimiento parcial de estas se convierten en la 
muestra de la absurda realidad a la que están abocadas las víctimas por el diseño del sistema. 
 
Finalmente, se concluye que los pagos a cuotas o pagos incompletos de las indemnizaciones 
ordenadas en las sentencias generan en las víctimas sentimientos de desolación y 
desesperanza, sumado a una profunda desconfianza en el Estado. Esto se traduce en una 




















39 Véase infra, p. 75 y 87. 
3. Títulos de imputación de responsabilidad extracontractual del Estado colombiano 
por la victimización secundaria. Un resultado del pago parcial de las indemnizaciones 
ordenadas en los fallos de Justicia y Paz 
 
“La paz no es lo que se firme allá, sino lo que se va a hacer con las víctimas” (El 
Heraldo, 10 de enero de 2016). 
 
El estudio de la victimización secundaria que padecen las víctimas reconocidas en las 
sentencias de JYP, debido a los pagos parciales de las indemnizaciones, permite concluir que 
hay varios títulos de imputación por los cuales se puede endilgar responsabilidad 
extracontractual al Estado Colombiano. De esa multiplicidad de títulos de imputación, la 
autora orientó su trabajo a demostrar la configuración de dos: la falla del servicio por 
defectuoso funcionamiento de la administración de justicia y el daño especial por el hecho 
del legislador. 
 
La responsabilidad por falla en el servicio de la FGN, y específicamente del Grupo de 
Persecución de Bienes, se establece por la omisión en el desarrollo de su función principal40, 
correspondiente a la persecución de RP de los GAOML para aportar al pago de las 
indemnizaciones. Se considera que esta omisión es preponderante para la materialización de 
la victimización secundaria que sufren las víctimas, como una relación necesaria de causa y 
efecto. 
 
Por otro lado, la responsabilidad por daño especial con ocasión de la actividad legislativa se 
funda en la expedición de la Ley 975 de 2005 por parte del Congreso de la República de 
Colombia, específicamente en materia de indemnización, al no prever la evidente 
insuficiencia de RP para el pago de las indemnizaciones ordenadas en el marco de JYP. Esto 
impone a las víctimas una carga anormal, lo cual necesariamente configura el daño 
antijurídico (victimización secundaria). 
 
Ahora bien, el presente trabajo de investigación se limita al daño generado con ocasión de la 
Ley 975 de 2005, pese a que en el marco normativo del proceso de JYP, otras normas también 
pueden ser causa de responsabilidad extracontractual del Estado. Esto ocurre con el artículo 
10° de la Ley 1448 de 2011, sobre las condenas en subsidiariedad, al imponer una limitación 
al uso de los recursos del PGN para el pago de las indemnizaciones judiciales ordenadas en 
sede de JYP. Si bien, es claro que “el legislador, en ejercicio de su potestad constitucional, 
está autorizado para intervenir en el derecho de la responsabilidad extracontractual del 
Estado” (Peláez, 2015, p. 782), no es menos cierto que “existe una zona gris en cuanto a los 
límites constitucionales de dicha intervención” (Peláez, 2015, p. 782). 
 
A continuación, se describe, en primer lugar, la configuración de la falla del servicio por 
parte de la FGN y, posteriormente, del daño especial por el Congreso de la República. 
 
 
40 “En efecto, hay casos en que el agente omite realizar una conducta a la que está obligado legal o contractual 
y precisamente por haber omitido ese comportamiento, no interrumpe la cadena causal de fenómenos que 
finalmente desemboca en la producción de un daño” (Tamayo, 2010, p. 249). 
3.1. La falla en el servicio por la tardía e ineficiente persecución de bienes para la 
reparación de las víctimas: una omisión costosa 
 
“Alegan que los bloques entregan bienes para poder cumplirles a las víctimas, pero la 
Fiscalía, ente competente para hacerlo, no los persigue para que los entreguen” (El 
Heraldo, 10 de enero de 2016). 
 
En criterio de la autora existe responsabilidad extracontractual del Estado Colombiano con 
ocasión de la tardía e ineficiente persecución de bienes para la reparación de las víctimas de 
JYP por parte de la FGN, bajo el título de imputación de falla del servicio. Lo primero porque 
la FGN no desarrolló la arquitectura institucional necesaria a tiempo para responder a la 
función de persecución de los bienes, y al ineficiente desarrollo de esa función por su falta 
de diligencia.  
 
Para ello, este apartado se divide en tres partes. En la primera se explica por qué, en criterio 
de la autora, ha habido un tardío desarrollo de la arquitectura institucional necesaria para el 
cumplimiento de las funciones de la FGN. En la segunda se explica, con base en un análisis 
cuantitativo y cualitativo, porque el papel de la FGN ha sido deficiente, o dicho en términos 
coloquiales “tibio”. Finalmente, la autora presenta su análisis sobre la responsabilidad 
extracontractual del Estado por la falla en el servicio de la FGN, con base en las dos primeras 
partes de este apartado. 
 
3.1.1. El tardío desarrollo de la arquitectura institucional en la Fiscalía General de la 
Nación 
 
La función de la FGN de persecución de los bienes está establecida legalmente. En otras 
palabras, existe una obligación clara de hacerlo, no obstante, la FGN no ha actuado con la 
debida diligencia. 
 
En los albores del proceso de JYP, la Ley 975 estableció que los postulados deben rendir 
versión libre ante la FGN, en cabeza del fiscal delegado asignado para la desmovilización, a 
quien le corresponde interrogarlos. Así mismo, se estableció que los mismos postulados 
deben rendir cuentas a esta sobre “los bienes que entregarán, ofrecerán o denunciarán para 
contribuir a la reparación integral de las víctimas, que sean de su titularidad real o aparente 
o del grupo armado organizado al margen de la ley al que pertenecieron.” (Ley 975, 2005, 
art. 17).  
 
La misma Ley estableció que: 
 
“cuando el postulado haya ofrecido bienes de su titularidad real o aparente o 
denunciado aquellos del grupo armado organizado al margen de la ley al que 
perteneció, o la Fiscalía haya identificado bienes no ofrecidos o denunciados por 
los postulados, el fiscal delegado dispondrá la realización de las labores 
investigativas pertinentes para la identificación plena de esos bienes y la 
documentación de las circunstancias relacionadas con la posesión, adquisición y 
titularidad de los mismos.” (Ley 975, 2005, art. 17).  
 
También se estableció que en la sentencia, entre otras, se deben incluir “las obligaciones de 
reparación moral y económica a las víctimas y la extinción del dominio de los bienes que 
se destinarán a la reparación”. (Negrilla fuera de texto original) (Ley 975, 2005, art. 24). 
 
De las anteriores normas, se establece que en cabeza de la FGN recae indefectiblemente la 
obligación de perseguir y promover la extinción del dominio de los bienes que integran los 
denominados RP, para contribuir en el pago de las indemnizaciones que fueron reconocidas 
a las víctimas de JYP a través de sentencia. En conclusión, una de las tareas de la FGN es 
aportar de esta forma en la tarea de indemnizar a las víctimas. 
 
Desde el año 2005 hasta el 2011, dichas funciones fueron desarrolladas por la Unidad 
Nacional de Fiscalía para la Justicia y la Paz. Pese a que, dicha función vital para el proceso 
de JYP, sólo se empezó a desarrollar con una dependencia especializada, después que la 
SJYP del Tribunal Superior de Bogotá en la Sentencia del caso denominado “Mampuján” 
dispuso: 
 
“OCTAVO: Ordenar al Fiscal General de la Nación, la creación de una Sub-unidad 
adscrita a la Unidad Nacional Para la Justicia y la Paz, con personal especializado en 
el análisis de operaciones financieras nacionales e internacionales, estudio de títulos y 
lavado de dinero, para que persiga los bienes de los postulados que aún no han sido 
identificados” (Tribunal Del Distrito Superior De Bogotá, Sala de Justicia y Paz, 2006-
80077, 2010, p. 205). 
 
En cumplimiento de esa orden, la FGN creó la Sub-Unidad Élite de Persecución de Bienes 
para la Reparación de las Víctimas, por medio de la Resolución 1194 de 2011. Dicho grupo 
de trabajo tiene la finalidad de realizar “la investigación patrimonial, detección y persecución 
de los bienes que por ministerio de la ley deben destinarse a la reparación de las víctimas del 
conflicto armado” (Fiscalía General de la Nación de Colombia, Resolución 1194, 2011). 
 
Es decir, después de que transcurrió más de un lustro desde la promulgación de la Ley de 
JYP y solo por orden de la SJYP del Tribunal Superior de Bogotá, es que la FGN dispuso los 
trámites institucionales necesarios para cumplir con su función. De entrada, resulta 
reprochable que dicha Sub-Unidad haya sido creada tardíamente en cumplimiento de la orden 
de una autoridad judicial, y no por iniciativa propia, pese a que la función de persecución de 
los bienes por disposición legal existía desde el año 2005. Ello denota que durante todo ese 
tiempo la FGN no consideró que dicha función fuera importante o primordial dentro del 
proceso de JYP.  
 
La función de la FGN es esencial para el desarrollo de extinción de dominio por parte de las 
SJYP y posterior monetización de los bienes por el FRV. La Ley 1592 de 2012, que modificó 
la Ley 975 de 2005, estableció que “los bienes entregados, ofrecidos o denunciados por los 
postulados para contribuir a la reparación integral de las víctimas, así como aquellos 
identificados por la Fiscalía General de la Nación en el curso de las investigaciones, 
podrán ser cautelados de conformidad con el procedimiento dispuesto en el 
artículo 17B de la presente ley, para efectos de extinción de dominio” (Negrilla fuera de 
texto original) (Ley 975, 2005, art 17A). 
En ese orden de ideas, hay una relación de causa y efecto entre la función de la FGN y la 
reparación económica a las víctimas. A esta le corresponde la persecución y la presentación 
de los bienes ante la Magistratura, tal como lo establece la Ley 975 de 2005 “adelantando las 
labores investigativas pertinentes para la identificación plena de esos bienes, y la 
documentación de las circunstancias relacionadas con la posesión, adquisición y titularidad 
de los mismos” (Ley 975, 2005, art 17B). Todo esto con el fin de solicitar al magistrado de 
función de control de garantías audiencia preliminar reservada de solicitud y decisión de 
medidas cautelares, en la cual “el fiscal delegado solicitará sin dilación al magistrado la 
adopción de medidas cautelares de embargo, secuestro o suspensión del poder dispositivo 
sobre los bienes” (Ley 975, 2005, art 17B). Posteriormente, sólo a solicitud de parte de la 
FGN, la SJYP declara la extinción de dominio. Finalmente, una vez esta extinción haya sido 
declarada el FRV puede disponer de esos bienes y monetizarlos para obtener los recursos 
para el pago de las víctimas. 
 
Gráfico 8. Papel de la administración de justicia y el FRV en el proceso de reparación 
 
 
Fuente: elaboración propia 
La pregunta que surge en este punto es: ¿La creación de la Sub-Unidad Élite de Persecución 
de Bienes para la Reparación de las Víctimas hizo la diferencia en el número de bienes 
perseguidos? La respuesta es sí. En la siguiente tabla se muestra la evolución del número de 
bienes entregados al FRV para su administración por parte de la FGN, con corte a 30 de junio 
de 2020 (Unidad Para La Atención y Reparación Integral a las Víctimas, Oficio No. 
20204010045643, 2020): 
 




Fuente: Oficio No. 20204010045643 (1 de septiembre de 2020, p. 1). 
 
Nótese que del 2010 al 2011, año en el que empieza a funcionar la Sub-Unidad, hay un 
incremento del 43.6% de la persecución y entrega de bienes a la Fiscalía. También si se 
compara el período en el que no había ninguna dependencia especializada en la persecución 
de bienes con el período inmediatamente posterior se observa un incremento sustancial en la 
entrega de bienes al FRV. Durante el 2005 y el 2010, los primeros 6 años en los que no había 
dependencia alguna sólo fueron entregados 304 bienes; mientras que, en los siguientes seis 
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años, del 2011 al 2015, con el funcionamiento de la Sub-Unidad, la cifra llegó a 851, es decir, 
que comparando los períodos hubo un aumento del 180%. 
 
Adicionalmente, el defectuoso funcionamiento en la labor de persecución de bienes por la 
tardía creación de una dependencia especializada, también se concluye al comparar cuando 
fueron creadas otras dependencias o equipos de JYP al interior de la FGN, para atender las 
funciones que legalmente fueron impuestas. Por ejemplo, la Unidad Nacional de Fiscalía para 
la Justicia y la Paz fue conformada dos meses después de expedida la Ley 975 de 2005 
(Fiscalía General de la Nación de Colombia, Resolución 3461, 2005), los grupos de 
Criminalística para el trabajo de exhumaciones en apoyo de la Unidad Nacional de Fiscalías 
para la Justicia y Paz fueron conformados 19 meses después de que entró en vigor la Ley de 
Justicia y Paz (Fiscalía General de la Nación de Colombia, Resolución 784, 2007), mientras 
que la Sub-Unidad Élite de Persecución de Bienes fue creada, aproximadamente, 70 meses 
después de promulgarse la Ley 975 (Fiscalía General de la Nación de Colombia, Resolución 
1194, 3 de mayo de 2011).  
 
Gráfico 9. Creación de unidades especializadas en la FGN 
 
 
Fuente: elaboración propia. 
 
Cabe señalar que la Unidad Nacional de Fiscalía para la Justicia y la Paz y los Grupos de 
Criminalística para el Trabajo de Exhumaciones en apoyo de la Unidad Nacional de Fiscalías 
para la Justicia y Paz, fueron creados por iniciativa propia; mientras que para la creación de 
la Sub-Unidad Élite de Persecución de Bienes fue necesaria una orden judicial para su 
creación. De esto se concluye que para otras funciones igualmente importantes ha habido una 
proactividad de la FGN en el cumplimiento de sus funciones, mientras que la persecución de 
los bienes ha estado relegada al interior de la entidad. 
 
De lo anterior se concluye que la FGN incumplió con la obligación de crear la arquitectura 
institucional necesaria para cumplir con sus obligaciones: perseguir los bienes y solicitar la 
extinción de dominio. Esa omisión está directamente relacionada con la insuficiencia de 
bienes para la indemnización económica, en tanto que la falta de debida diligencia de la FGN 
afecta la función de los Tribunales de Justicia y Paz de declarar la extinción de dominio y, 
por ende, del FRV para liquidar y pagar las indemnizaciones. En suma, la omisión de la FGN 
de crear de manera diligente la Sub-Unidad de Persecución de Bienes es una causa directa y 
principal de la falta de RP en el FRV para el pago de las indemnizaciones de las víctimas. 
Esto se suma a la ineficiencia en la labor de la dependencia especializada. 
 
3.1.2. El tibio papel de la Fiscalía General de la Nación en la persecución de bienes 
dentro del proceso de Justicia y Paz 
 
Con la creación de la Sub-Unidad Élite de Persecución de bienes en el año 2011, se entendería 
que la omisión de la FGN de tantos años se vería subsanada, pues al entrar en funcionamiento 
dicho grupo de trabajo se le daría celeridad al proceso de persecución de bienes y los 
resultados serían notorios. Sin embargo, después de que entró en funcionamiento dicha Sub-
Unidad, las cifras que dan cuenta de su labor de persecución de bienes, después de 15 años 
de estar vigente la Ley de JYP, no son alentadoras pues son evidencia fehaciente de la 
ineficiente labor. 
 
A 30 de junio de 2020, el FRV ha recepcionado en total 2098 bienes, de los cuales 
actualmente administra 1896 (Unidad Para La Atención y Reparación Integral a las Víctimas, 
Oficio No. 20204010045643, 2020, p. 1). 202 bienes salieron del inventario del FRV debido 
a situaciones como: restituciones, levantamiento de medidas cautelares, monetización, 
inactivación, entre otras.  
 
Aunque, aparentemente, se podría decir que son muchos los bienes que han sido entregados 
para aportar al pago de las indemnizaciones, ello no resulta preciso cuando se revisan los 
requisitos que deben cumplir los bienes para poder ser utilizados para el pago de las 
indemnizaciones: i) contar con medida de extinción de dominio y ii) haber generado 
rendimientos o haber sido monetizados. Esto se explica a continuación. 
 
i) Contar con medida de extinción de dominio: la extinción se define como “un 
mecanismo mediante el cual el Estado puede perseguir los bienes de origen o destinación 
ilícita, a través de una vía judicial que tiene como finalidad declarar la pérdida del derecho 
de propiedad de dichos recursos” (Observatorio de Lavado de Activos y Extinción de 
Dominio, s.f.). Esta medida marca un antes y un después en la disposición de los bienes para 
el pago de las indemnizaciones a las víctimas. Antes de la declaratoria de la extinción, el 
FRV es un mero secuestre y administrador, y no puede disponer de ellos, solamente puede 
escoger el mejor sistema de administración de cada bien, de acuerdo con sus características. 
Cuando se declara la extinción, el FRV puede disponer plenamente de los bienes que cuentan 
con dicha medida.  
 
Lo anterior es crucial para demostrar la trascendencia de la labor de la FGN en la persecución 
de bienes, pues, en opinión de la autora, si bien resulta importante obtener día tras día más 
bienes para que sean administrados por el FRV, resulta aún más importante que los pocos o 
muchos que han sido obtenidos para la reparación de las víctimas cuenten con extinción de 
dominio. Poco o nada se obtiene de que el FRV sea el secuestre y administrador de cierta 
cantidad de bienes, e invierta en el cuidado y mantenimiento de ellos gran cantidad de 
recursos en desarrollo de su función misional, si no puede disponer plenamente de ellos por 
no contar con extinción de dominio.  
 
La poca cantidad de bienes con extinción de dominio es uno de los mayores obstáculos del 
proceso de JYP. Frente a ello, la responsabilidad de solicitar las medidas cautelares y la 
declaratoria de extinción de dominio de los bienes es de la FGN. 
 
Como se indicó previamente, el FRV a corte 30 de junio del año 2020, administra 1896 
bienes, discriminados de la siguiente manera: 
 




Fuente: Oficio No. 20204010045643 (1 de septiembre de 2020, p. 2). 
 

























De acuerdo con cifras suministradas por el FRV, de los 1896 bienes administrados antes 
discriminados, solo 453 cuentan con extinción de dominio (Unidad Para La Atención y 
Reparación Integral a las Víctimas, Oficio No. 20204010045643, 2020, p. 2). Esto demuestra 
que, después de transcurridos 15 años de la Ley de JYP, poco o nada ha contribuido la FGN 
en la consecución de bienes para la reparación de las víctimas, pues tan solo el 23,9% de los 
bienes que administra el FRV cuentan con extinción de dominio, tal como se muestra en el 
siguiente gráfico. 
 




Fuente: elaboración propia con base en el Oficio No. 20204010045643 (1 de septiembre de 
2020, p. 2). 
 
Con el fin de hacer aún más evidente el punto expuesto sobre la falla del servicio endilgada 
a la FGN por la tardía e ineficiente persecución de bienes, se efectuó el análisis de la situación 
de los bienes entregados por los ex miembros del Bloque Resistencia Tayrona de la AUC, 
que fue comandado por Hernán Giraldo, condenado a la pena alternativa de 8 años de prisión 
por la SJYP del Tribunal Superior del Distrito de Barranquilla (Tribunal del Distrito Superior 
de Barranquilla, Sala de Justicia y Paz, Sentencia 2013-80003, 2018). En el capítulo V de esa 
sentencia (Requisitos de elegibilidad de los postulados, numeral 3. Bienes entregados y 
recursos afectados con fines de reparación), la Sala concluyó que dicho requisito se daba por 
cumplido, después de que la FGN enlistó un total de 462 bienes entregados o denunciados 
por los postulados de dicha estructura delincuencial, y a pesar de dejar por sentado su 
descontento frente a la entrega de bienes y a la persecución de estos (Tribunal Del Distrito 
Superior De Barranquilla, Sala de Justicia y Paz, Sentencia 2013-80003, 2018).  
En la sentencia se señaló que: 
 
“Hoy podemos ver una Fiscalía Especializada de persecución de bienes en 
Barranquilla, sin infraestructura solo un fiscal delegado y un investigador del Cuerpo 
de Policía Judicial investigando los bienes denunciados sin organismos de 
inteligencia que permitan tener una verdadera información sobre los bienes 
escondidos y los no identificados materialmente para que sea efectiva la extinción del 
derecho de dominio sobre esos bienes de todos los miembros del grupo ilegal y 
especialmente de los poderosos que participaron de una u otra manera con el 
paramilitarismo en Colombia y así concretar y aumentar el fondo de reparación para 
las víctimas del conflicto” (Tribunal Del Distrito Superior De Barranquilla, Sala de 
Justicia y Paz, Sentencia 2013-80003, 2018, p. 265). 
 
Más adelante, en el capítulo XIII, la Sala reveló que no se iba a pronunciar sobre la extinción 
de dominio, porque: 
 
“mediante Oficio No.0640 18/05/2018 aportado el 24 de mayo de 2018, el Fiscal 35 
Delegado ante Tribunal del Grupo de Trabajo de Persecución de Bienes en el Marco 
de la Justicia Transicional de la Fiscalía General de la Nación, señaló que si bien 
“…existen unos bienes que en la actualidad ya han sido objeto de medidas 
cautelares por parte de la señora Magistrada de Control de Garantías, pero no 
están llamados a ser extinguidos en una inmediata sentencia, pues a la fecha no se 
satisfacen los requisitos de procedibilidad para ello…” (Negrilla fuera del texto 
original) (Tribunal Del Distrito Superior De Barranquilla, Sala de Justicia y Paz, 
Sentencia 2013-80003, 2018, p. 1483). 
 
Adicionalmente, cuando la Sala indagó puntualmente frente al tema de la extinción de 
dominio al delegado de la FGN, éste manifestó: 
 
“en la audiencia concentrada no hubo una petición en tal sentido por parte de la Fiscalía 
y una determinación de extinción debe obedecer a pretensiones previas del órgano de 
persecución” (Tribunal Del Distrito Superior De Barranquilla, Sala de Justicia y Paz, 
Sentencia 2013-80003, 2018, p. 1483).  
 
Es decir, en este caso puntual, pese a que el Bloque Resistencia Tayrona de las AUC entregó 
bienes para el pago de las indemnizaciones judiciales como requisito de elegibilidad, la FGN 
en la primera sentencia en contra de Hernán Giraldo (Máximo comandante del extinto Bloque 
Resistencia Tayrona), no solicitó al juez colegiado la extinción de dominio de ninguno de los 
52 bienes que aparentemente cumplían con los requisitos para tal fin. Esto pese a que desde 










Fuente: elaboración propia con base en la sentencia del Caso contra Hernán  
Giraldo Serna (Tribunal Del Distrito Superior De Barranquilla, Sala de Justicia y Paz, 
Sentencia 2013-80003, 2018, pp. 1471-1482). 
 
Es importante mencionar que a las víctimas se les pagan sus indemnizaciones con dinero, 
puesto que no es posible indemnizar con la entrega de bienes muebles o inmuebles. Por ello, 
es necesario que los bienes entregados por los postulados se vendan, lo cual dicho en términos 
técnicos se conoce como monetización. Sin embargo, como se explicó en el punto anterior41, 
el FRV como administrador de dichos bienes no puede adelantar la monetización de los 
bienes, sin que estos cuenten con la medida de extinción de dominio.  
 
Es decir, si la FGN no adelanta sus labores en materia de bienes, referidas a la persecución y 
búsqueda de la extinción de dominio de estos, el FRV seguirá gastando miles de millones de 
pesos en la administración de bienes, sin poder venderlos para aportar al pago de las 
indemnizaciones de las víctimas de JYP.  
 
Igual suerte tienen los rendimientos que recibe el FRV por el arrendamiento de los bienes 
que no tienen extinción de dominio, puesto que no se puede hacer uso de estos. Lo anterior, 
dado que, ante una eventual solicitud de restitución del bien, también se deben entregar los 
rendimientos, de conformidad con el postulado que indica que “lo accesorio sigue la suerte 
de lo principal”. 
La propia FGN ha reconocido que el panorama para reparar a las víctimas de los GAOMIL 
es “desolador” en palabras de la coordinadora de la Sub-Unidad Élite de la FGN (El 
Espectador, 23 de noviembre de 2013).  Las cifras mostradas en este apartado comprueban 
que se ha llegado a este panorama, dado que el papel de la FGN ha sido defectuoso, tanto por 
la falta de creación de la arquitectura institucional, como por la falta de diligencia tanto en la 
persecución y en la solicitud de extinciones de dominio de los bienes entregados por los 
postulados. Se recalca que dicha extinción sólo procede a petición de parte de la FGN y que 
los Magistrados no niegan la medida cuando esta se solicita.  
 
Estas omisiones de la FGN, en criterio de la autora, dan lugar a la responsabilidad por falla 
en el servicio, tal como se explica en el siguiente apartado. 
 
41 Véase supra, p. 66. 
 
3.1.3. Análisis jurídico y teórico de la responsabilidad de la FGN por falla en el servicio 
 
“Alegan que los bloques entregan bienes para poder cumplirles a las víctimas, pero la 
Fiscalía, ente competente para hacerlo, no los persigue para que los entreguen” (El 
Heraldo, 10 de enero de 2016). 
 
En este apartado se analiza la responsabilidad extracontractual del Estado por la omisión e 
inactividad de la FGN, a la luz de la normatividad, la jurisprudencia y la doctrina. Se 
muestran las razones por las cuales, en criterio de la autora, se genera la responsabilidad 
atribuible al Estado Colombiano por la victimización secundaria, de la cual es víctima la 
población reconocida dentro de las sentencias de JYP en la búsqueda del pago completo de 
su indemnización,  
 
3.1.3.1. La configuración de la falla del servicio por las omisiones de la FGN 
 
Las omisiones de la FGN, tanto en la demora en la creación de la arquitectura institucional 
necesaria para cumplir con su misión, así como su falta de debida diligencia, encajan en el 
régimen general de responsabilidad extracontractual del Estado en Colombia denominado 
falla del servicio. Este régimen tiene origen constitucional, en la cláusula de responsabilidad 
del Estado. 
 
Para empezar, se parte de la cláusula general de responsabilidad del Estado en Colombia, 
contenida en la Constitución Política en su artículo 90, que establece que:  
 
“El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean 
imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas. En el 
evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de tales daños, 
que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente 
suyo, aquél deberá repetir contra éste” (Const., 1991, art. 90). 
 
Por su parte, el artículo 6 de la Constitución Política señala que: 
 
“Los particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la 
Constitución y las leyes. Los servidores públicos lo son por la misma causa y por 
omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones.” (Const., 1991, art. 6). 
 
Debido a que la FGN hace parte de la Rama Judicial, es aplicable la Ley Estatutaria de 
Administración de Justicia, que establece tres casos en los cuales se configura 
responsabilidad del Estado por las actuaciones de la Rama Judicial, esto es: i) el error 
jurisdiccional; ii) la privación injusta de la libertad y iii) el defectuoso funcionamiento de la 
administración de justicia. La autora estima que para el caso objeto de estudio es aplicable el 
último de los supuestos. 
 
Al respecto, es importante establecer si la FGN es un sujeto responsable del defectuoso 
funcionamiento de la administración de justicia y cómo se configura este. El Legislador 
estableció el régimen de responsabilidad por defectuoso funcionamiento de la 
Administración de Justicia como un régimen residual a los de error jurisdiccional y de 
privación injusta de la libertad (Ley 270, 1996, art. 69). La Ley Estatutaria de la 
Administración de Justicia señala que “fuera de los casos previstos en los artículos 66 [error 
jurisdiccional] y 68 [privación injusta de la libertad] de esta ley, quien haya sufrido un daño 
antijurídico, a consecuencia de la función jurisdiccional tendrá derecho a obtener la 
consiguiente reparación” (Ley 270, 1996, art. 69).  
 
De la lectura superficial de la norma, podría concluirse que la responsabilidad por defectuoso 
funcionamiento de la Administración de Justicia sólo es aplicable para Jueces y Magistrados 
en cumplimiento de sus competencias; sin embargo, la misma Ley se encarga de aclarar esta 
situación, al señalar en el artículo 74 que: 
 
“Las disposiciones del presente capítulo se aplicarán a todos los agentes del Estado 
pertenecientes a la Rama Judicial, así como también a los particulares que excepcional 
o transitoriamente ejerzan o participen del ejercicio de la función jurisdiccional de 
acuerdo con lo que sobre el particular dispone la presente Ley Estatutaria. 
En consecuencia, en los preceptos que anteceden los términos "funcionario o empleado 
judicial" comprende a todos las personas señaladas en el inciso anterior.” (Ley 270, 
1996, art. 74). 
 
Se concluye que el título de imputación planteado de falla en el servicio por defectuoso 
funcionamiento de la Administración de Justicia es aplicable a la FGN, al ser esta parte de la 
Rama Judicial y como la autoridad pública responsable, que cumple un papel esencial en el 
pago de las indemnizaciones. 
 
Respecto de la configuración del defectuoso funcionamiento de la Administración de 
Justicia, este “se produce en las actuaciones judiciales –distintas a la expedición de 
providencias– necesarias para adelantar el proceso o la ejecución de estas últimas. Dentro de 
este concepto están comprendidas todas las acciones u omisiones constitutivas de falla, que 
se presenten con ocasión del ejercicio de la función de impartir justicia” (Consejo de Estado 
de Colombia, Sentencia 36634, 2015). Por tanto, el defectuoso funcionamiento “es aquel 
daño producido como consecuencia de que el servicio de administración de justicia ha 
funcionado mal, no ha funcionado, o ha funcionado en forma tardía” (Consejo de Estado de 
Colombia, Sentencia 36634, 2015).  
 
Las características antes descritas para la configuración de la falla del servicio por defectuoso 
funcionamiento encajan en el caso planteado; primero porque la omisión que se predica por 
parte de la FGN se ocasiona porque el trabajo que debe adelantar la FGN en la persecución 
de bienes, es esencial para la efectiva ejecución de las sentencias de JYP, en materia de 
indemnizaciones. Pues a falta de RP, resulta imposible el pago de las sumas de dinero 
reconocidas a las víctimas con ocasión de la ocurrencia de los hechos victimizantes.  
 
Como se mostró anteriormente42, las omisiones de la FGN han influido directamente en la 
ejecución de las sentencias judiciales, o mejor en su inefectiva ejecución, al dejar a las 
víctimas sin una indemnización justa.  
 
La responsabilidad por victimización secundaria se genera porque la FGN actuó tardíamente 
al crear la Sub-Unidad Élite, no lo hizo por iniciativa propia para cumplir con sus 
obligaciones legales, sino que tuvo que ser la Administración de Justicia la que se lo ordenara. 
Adicional a ello, la FGN desde los inicios en el proceso de JYP, e incluso con la creación de 
la Sub-Unidad, ha funcionado ineficientemente. 
 
La jurisprudencia colombiana también ha establecido otras características para la 
configuración del defectuoso funcionamiento de justicia: “debe tener un funcionamiento 
anormal partiendo de una comparación de lo que debería considerarse como un ejercicio 
adecuado de la función judicial” (Consejo de Estado de Colombia, Sala de lo Contencioso 
Administrativo, Auto 55999, 2017) y que “el funcionamiento debe ser anormal, basado en 
una comparación de lo que debería ser el adecuado” (Consejo de Estado de Colombia, Sala 
de lo Contencioso Administrativo, Auto 55999, 2017). 
 
Al respecto, si se compara la proactividad43 de la FGN para crear otras dependencias con el 
fin de cumplir con funciones, igualmente importantes a la de persecución de bienes, se 
observa que esta sí creó las dependencias necesarias. Por ejemplo, se creó tempranamente la 
Unidad Nacional de Fiscalía para la Justicia y la Paz, y prontamente los grupos de 
Criminalística para el trabajo de exhumaciones en apoyo de la Unidad Nacional de Fiscalías 
para la Justicia y Paz. En contraste, la Sub-Unidad Élite de Persecución de Bienes no fue 
vista como prioritaria, hasta tanto un juez colegiado así lo ordenó. 
 
 
3.1.3.2. Los elementos de la responsabilidad del Estado aplicados a la falla del servicio de 
la FGN. Bajo la óptica de la estructura clásica44 de la responsabilidad 
 
El Consejo de Estado ha señalado que para declarar la responsabilidad extracontractual del 
Estado por las omisiones de las autoridades públicas deben concurrir los siguientes 
requisitos: 
 
“a) la existencia de una obligación legal o reglamentaria a cargo de la entidad 
demandada de realizar la acción con la cual se habrían evitado los perjuicios; b) la 
omisión de poner en funcionamiento los recursos de que se dispone para el adecuado 
cumplimiento del deber legal, atendidas las circunstancias particulares del caso; c) un 
daño antijurídico, y d) la relación causal entre la omisión y el daño. Frente a este último 
 
42 Véase supra, p. 75 y 87. 
43 Véase supra, p. 64. 
44 “La Jurisprudencia del Consejo de Estado, por su parte, aún después de la expedición del artículo 90 de la 
Constitución de 1991, a pesar de algunos pronunciamientos puntuales, de forma general tenía establecido que 
dentro la estructura del juicio de responsabilidad se debía analizar el daño antijurídico, el hecho dañoso, la 
causalidad y la imputación, lo cual correspondía en esencia a los criterios de la estructura clásica de la 
responsabilidad civil.” (Patiño, 2015, p. 168)   
aspecto, la Sala, con apoyo en la doctrina, que a su vez se inspiró en la distinción 
realizada en el derecho penal entre delitos por omisión pura y de comisión por omisión, 
precisó que en este tipo de eventos lo decisivo no es la existencia efectiva de una 
relación causal entre la omisión y el resultado, sino la omisión de la conducta debida, 
que de haberse realizado habría interrumpido el proceso causal impidiendo la 
producción de la lesión”. (Consejo de Estado de Colombia, Sala de lo Contencioso 
Administrativo, Sentencia 14443, 2008). 
 
Para poder aplicar los tres elementos al caso en estudio, se tomaron como guías los trabajos 
de los profesores Juan Carlos Henao y Javier Tamayo Jaramillo, “El Daño” (Henao, 1998) y 
“Tratado de Responsabilidad Civil” (Tamayo, 2010) respectivamente. 
 
3.1.3.2.1. El daño antijurídico 
 
El daño antijurídico es un elemento esencial de la responsabilidad, cuando se trata de un 
daño: cierto, personal y antijurídico.   
 
La certeza del daño se traduce en que este sea real y comprobable. Tal como lo señala Henao: 
“no puede ser eventual, hipotético, fundado en suposiciones o conjeturas” (Consejo de Estado 
de Colombia. Salvamento de Voto del Consejero de Estado Joaquín Barreto, Expediente S-
021, 1990). En el caso objeto de estudio, la certeza del daño está dada por el sufrimiento que 
las víctimas están padeciendo con el pago incompleto de sus indemnizaciones y que 
exteriorizan con las múltiples manifestaciones recopiladas en este trabajo. Hay una 
vulneración del derecho a la indemnización, que hace parte de la reparación, lo cual se ve 
traducido, no solo en un pago diezmado, sino en los sentimientos de dolor, tristeza y 
desconfianza en el sistema de justicia. Con las manifestaciones que constantemente realizan 
las víctimas en diferentes escenarios, hay certidumbre del hecho dañoso, que se materializa 
en el daño moral generando a ellas, como resultado de la victimización secundaria tangible 
con el pago incompleto de sus indemnizaciones. 
 
Que el daño sea personal, en términos generales, se refiere a que quien reclama la reparación, 
sea aquel que padeció el daño, o a falta de la persona afectada, que quienes reclamen, 
acrediten la condición de herederos de este. En otras palabras, “sólo hay que establecer que 
el hecho dañino causó un perjuicio a la persona que solicita la indemnización” (Henao, 1998, 
p. 93). En el caso de la victimización secundaria como daño, que se estudia en esta 
investigación, hay una multiplicidad de personas, que bien pudieran reclamar que han sido 
víctimas por el pago incompleto de la indemnización, por las omisiones de la FGN. Estas 
personas se encuentran plenamente identificadas en sentencias judiciales, y sus derechos son 
reconocidos intuitu personae, por eso mismo, la falta de reparación los afecta directamente. 
 
La antijuridicidad del daño se entiende “como la lesión a un derecho o bien jurídico o interés 
legítimo que los demandantes no están obligados a soportar” (Consejo de Estado de 
Colombia, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sentencia 22592, 2012). En criterio de la 
autora, este elemento se aplica a la falla en el servicio de la FGN, dado que se configura un 
nuevo trauma representado en la victimización secundaria de las víctimas (Naciones Unidas, 
Comité contra la Tortura, 13 de diciembre de 2012). Tal como se ha demostrado en esta 
investigación, las víctimas pasan por un largo trasegar, que incluye unas cargas económicas, 
psicológicas y probatorias, que se suman a la ya condición de víctimas de crímenes atroces. 
Una vez han sido reconocidas como víctimas en sentencia y ha sido ordenado un pago como 
indemnización, tienen que empezar un viacrucis para que al final solo obtengan un pago 
irrisorio. 
   
3.1.3.2.2. Daño imputable a la FGN 
 
La imputación jurídica implica una “atribución jurídica de un hecho a una o a varias personas 
que en principio tienen la obligación de responder” (Henao, 1998, p. 93).  En este caso, que 
la acción u omisión que causa el daño debe ser imputable a una autoridad pública. Se reitera 
que las causas generadoras de conductas dañosas que dan lugar a victimización secundaria 
puedan ser endilgada a muchos actores del proceso de JYP con se describió en el capítulo45 
anterior. Sin embargo, de manera específica, se plantea que la imputación jurídica es 
atribuible a la FGN, como responsable primigenio de la materialización de la victimización 
secundaria de los destinatarios de indemnización en los procesos de JYP.  
 
Como se señaló anteriormente, la FGN tiene obligación de perseguir los bienes, presentar a 
los postulados y solicitar las medidas cautelares, incluyendo la extinción de dominio. El papel 
de la FGN no es accidental en el proceso de JYP, por el contrario, es una autoridad pública 
obligada directamente dentro del proceso, con un rol esencial para la reparación económica, 
sin cuya actuación se hace imposible el pago efectivo. No obstante, lo anterior, tanto la 
omisión en la creación de la arquitectura institucional necesaria para atender sus funciones, 
como su débil gestión, hacen que el daño sea imputable a la FGN como autoridad pública 
directamente obligada y cuyas omisiones generan un daño antijurídico. 
 
La FGN tiene la obligación legal de realizar la persecución de bienes para reparar a las 
víctimas desde el año 2005 y solo hasta el año 2011 puso en funcionamiento los recursos de 
que disponía para adelantar su función de persecución de bienes con la creación de la Sub-
Unidad Élite de Persecución de Bienes y los resultados no son los más halagüeños.  
 
De otro lado, la segunda falla en el servicio se configura con la omisión atribuible a la FGN 
debido a la ineficiente labor desarrollada por la Sub-Unidad Élite de Persecución de Bienes. 
Después de 15 años de expedida la Ley de JYP, y 9 años de la conformación de la Sub-
Unidad, la FGN poco ha aportado en la consecución de RP para el pago de las 
indemnizaciones judiciales en desmedro de los derechos adquiridos por las víctimas. Tal 
como se mostró anteriormente, de acuerdo con cifras suministradas por el FRV, de los 1896 
bienes administrados, solo 453 cuentan con extinción de dominio (Unidad Para La Atención 
y Reparación Integral a las Víctimas, Oficio No. 20204010045643, 2020, p. 2), lo que 
equivale el 23,9% (Ver gráfico 9: Gráfico 9. Bienes administrados por el FRV vs bienes con 
extinción de dominio) 
 
Como se señaló anteriormente, la imputación de falla del servicio se hace a la luz de lo 
establecido en la Ley 270 de 1996 – Ley Estatutaria de Administración de Justicia.  Esto con 
base en las obligaciones legales en cabeza de la FGN, basadas en las obligaciones 
 
45  Véase supra, p. 51. 
establecidas en la Ley 975 de 2005 sobre: persecución de bienes, interrogatorio de los 
postulados sobre los bienes y recibir la rendición de cuentas de los postulados sobre los 
mismos, identificación de bienes no ofrecidos o denunciados por los postulados e investigar 
la identificación plena de esos bienes (Ley 975, 2005, art. 17 y 17B). También las 
establecidas en la Ley 1592 de 2012, que modificó la Ley 975 de 2005, sobre la solicitud de 
medidas cautelares que debe hacer la FGN. 
 
Del panorama expuesto a lo largo de esta investigación, se concluye que la omisión 
inexcusable de la FGN de adecuar la institución para cumplir con sus obligaciones se 
prolongó por más de 5 años. Esta omisión a la postre resulta muy costosa para el Estado 
Colombiano, pues se ve comprometida su responsabilidad, al haber evidencia de una falla 
del servicio por defectuoso funcionamiento de la Administración de Justicia. Por el contrario, 
si esta tarea se hubiera desarrollado oportunamente habría evitado la configuración del daño 
antijurídico, que se materializa en los perjuicios que las víctimas reconocidas en los procesos 
de justicia y paz padecen con la victimización secundaria al intentar obtener el pago completo 
de sus indemnizaciones. 
 
3.1.3.2.3. Nexo causal entre la omisión de la FGN y la victimización secundaria (daño 
antijurídico) o juicio46 de atribución jurídica 
 
El nexo causal implica que haya una “comprobación de que el daño se produjo como 
consecuencia de la falla del servicio” (Consejo de Estado de Colombia, Sala de lo 
Contencioso Administrativo, Sentencia 14400, 2006). Para poder aplicar este elemento al 
caso de las omisiones de la FGN, se acude a la teoría de la causalidad adecuada, que señala 
que “todo lo que puede exigirse es que el acontecimiento haya jugado un papel 
preponderante, un papel suficiente en la realización del daño” (Melich, 1995, pp. 211 - 215), 
en tanto que en opinión de la autora la inactividad e ineficiencia de la FGN en la persecución 
de bienes, han sido necesarias e indispensables para la ocurrencia de la victimización 
secundaria. 
  
La omisión de la FGN hace que sea imposible que las indemnizaciones ordenadas por las 
SJYP se paguen completas, olvidando que “el Estado debe utilizar todos los medios de que 
dispone para lograr que el respeto a la vida y demás derechos de las personas por parte de las 
autoridades públicas y particulares sea una realidad y no conformarse con realizar una simple 
defensa formal de los mismos” (Consejo de Estado de Colombia, Sala de lo Contencioso 
Administrativo, Sentencia 14443, 2008). 
 
 
46 “No obstante, en época más reciente con fundamento en el artículo 90 de la Constitución y teniendo en 
cuenta la diferenciación de los conceptos de causalidad e imputación, la jurisprudencia ha establecido que los 
elementos de la responsabilidad del Estado son el daño antijurídico y la imputación, afirmándose en algunas 
ocasiones entonces que dentro del juicio de responsabilidad debía prescindirse del nexo causal para en su 
lugar hacer un juicio de atribución jurídica mediante el cual se pudiera endilgar o no obligación de reparar 
al demandado.” (Patiño, 2015, p. 168) 
Gráfico 11. Nexo causal entre la omisión de la FGN y la victimización secundaria 
(daño antijurídico) 
 
Fuente: elaboración propia 
 
Habiéndose estudiado la responsabilidad extracontractual por falla del servicio atribuible a 
la FGN, se entrará a analizar el otro título de imputación planteado en esta investigación, 
correspondiente al del daño especial atribuido al Congreso de la Republica. 
 
 
3.2. Populismo legislativo, origen de la configuración de daño especial en Justicia y 
Paz. Una carga previsible, generadora de victimización secundaria 
 
 
“Freddy Rendón camina por Apartadó como todo un señor y muchos otros exjefes 
paramilitares han ido regresando a Colombia después de cumplir sus sentencias en 
Estados Unidos y siguen llenos de bienes y tierras” (Noguera, 23 de octubre de 2019). 
 
Este apartado tiene como finalidad demostrar que el Estado Colombiano es responsable 
extracontractualmente por la acción del Congreso de la República, en el ejercicio de su 
función de hacer las leyes (Const., 1991, art. 150), debido a la expedición de la Ley 975 de 
2005. Con esta Ley se creó un sistema de justicia transicional, en el que es imposible que las 
víctimas obtengan el pago completo de las indemnizaciones que les fueron reconocidas en 
sentencia. Dicha situación, aunque era lógicamente previsible, no fue tenido en cuenta por el 
legislador. Esto generó una carga anormal que no debe ser asumida por las víctimas en un 
proceso de justicia transicional. Esto implica que esa norma es generadora de un daño 
antijurídico, que debe ser objeto de reparación. 
 
Para poder desarrollar este planteamiento, este apartado se divide en 4 partes. En la primera 
se utiliza el concepto de “populismo legislativo” para entender el daño antijurídico. 
Posteriormente, se analiza el daño especial por el hecho del legislador mostrando una 
ausencia de rigurosidad al momento de hacer la Ley 975 de 2005 y la imposición de cargas 
no asumibles. Luego, se analiza el daño especial teniendo en cuenta fuentes doctrinales, 
jurisprudenciales y de derecho comparado. Finalmente, se concluye que este escenario 
desafortunado en el que las víctimas lo sacrifican todo y asumen cargas desproporcionadas, 
no es más que una desfiguración de la justicia transicional, teniendo en cuenta los modelos 
de esta justicia, que fueron planteados en el primer capítulo47. 
 
3.2.1. La Ley 975 de 2005, un claro ejemplo de populismo legislativo 
 
En criterio de la autora, el legislador, en su afán de responder al contexto de negociación con 
los GAOML, se apresuró a expedir una Ley que dio lugar a una victimización secundaria. 
Puede que esta Ley se apegue a las funciones legales, a los procedimientos y se haya expedido 
en búsqueda del interés general, pero lo cierto es que ha dado lugar a un desequilibrio en las 
cargas públicas que deben asumir las víctimas. 
 
Para entender lo anterior, se acude al concepto de “populismo legislativo”, esto es que el 
quehacer del legislador responde no a solucionar problemas, sino a ganar adeptos. El 
“populismo”, en términos generales, es la búsqueda de aceptación y popularidad; es decir, 
consiste en “implementar, alguna medida que únicamente tenga como fin la aceptación 
social, sin importar si dicha medida es necesaria para solucionar un problema determinado o 
si producirá efectos positivos en la sociedad” (Soto, Enero-Febrero de 2016).  
 
Este concepto aplicado al quehacer del Congreso de la República se entiende como aquellas 
conductas de presentar y aprobar leyes sin la debida planeación, sin sustento jurídico y 
financiero, con el único fin de congraciarse con el electorado. En otras palabras, el populismo 
legislativo corresponde a “la creación o modificación de leyes que, antes de ser emitidas para 
contrarrestar los efectos nocivos de algún problema social determinado, ofrecen una solución 
fantástica e innecesaria a la situación bajo el disfraz de una ley, a efecto de ganar adeptos 
dentro del núcleo social por la supuesta implementación de medidas que solucionarán sus 
quejas” (Soto, Enero-Febrero de 2016). 
 
Dichas leyes populistas, pueden tener loables deseos; sin embargo, como lo han manifestado 
algunos sectores de la sociedad frente proyectos de ley populistas que los afectan, “no hay 
certeza de cuánto costarán, quién los pagará, a quiénes afectará y qué viabilidad real tienen” 
(Semana, 11 de agosto de 2019) y solo se presentan  por que “tienen un gran impacto 
mediático y generan buenos réditos políticos para los parlamentarios sobre todo en un año 
previo a las elecciones” (El Tiempo, 19 de julio de 2017), pues “sin duda, el populismo 
legislativo es una excelente medida para levantar el ánimo en los crédulos y, por qué no, 
conservadores ciudadan@s, que ven en las promesas de una ley la solución a todos los 
problemas. Dicha estrategia es históricamente repetida y fracasada en Colombia” (González, 
15 de octubre de 2018). 
 
En criterio de la autora, los proyectos de ley “populistas”, elaborados sin rigor, ni razones 
técnicas o análisis sustentados, dan lugar a leyes, cuya aplicación tiene un alto riesgo de 
generar daños antijurídicos. Es el caso del proyecto de Ley No 208 de 2005, que se convertiría 
en la Ley 975 de 2005, que fue el único que prosperó de los múltiples proyectos presentados, 
y que en teoría cumple con los estándares de reparación integral; en las definiciones y 
consideraciones sobran las referencias a los derechos humanos de las víctimas, pero en la 
 
47 Véase supra, p. 20. 
aplicación práctica en materia de indemnización económica, esta Ley es fuente de la 
victimización secundaria. 
 
La Ley de JYP se presentó como una fórmula mágica para incorporar a los GAOML a la 
sociedad con el fin de contribuir a la paz, como consecuencia del desasosiego que vivió el 
país en materia de violencia, violación a los derechos humanos, e infracciones al Derecho 
Internacional Humanitario (DIH). No obstante, esta Ley no sólo pretendió regular lo 
correspondiente a la reincorporación de los alzados en armas, sino que incorporó todo un 
sistema penal transicional, que además de investigar y juzgar penalmente a los postulados, 
diseñó un régimen de responsabilidad en materia civil en procura de la reparación de las 
víctimas. Para cumplir ese fin, entre otros, la Ley creó el FRV e impuso algunos requisitos 
de elegibilidad en esa materia a quienes quisieran obtener los beneficios de dicha Ley. 
 
Dicho sistema de responsabilidad en materia civil, que procura la reparación de las víctimas 
y establece cuales son las fuentes de financiación de este, pasó a ser mera retórica por la falta 
de estudios financieros, jurídicos, estadísticos, históricos y victimológicos para evaluar su 
viabilidad financiera. En su momento, no se estableció qué tan viable era que las víctimas 
lograsen la indemnización económica con las fuentes que conforman el FRV (RP, Recursos 
NF y Recursos PGN). Esto se desarrolla en el siguiente apartado.  
 
3.2.2. Análisis del daño especial por el hecho del legislador  
 
Este análisis se divide en dos partes. En la primera se demuestra que el legislador no hizo los 
cálculos, que permitieran prever la falta de recursos para pagarles a las víctimas y en la 
segunda se analiza la carga impuesta a las víctimas. 
 
3.2.2.1. La falta de rigurosidad para hacer las leyes  
 
La Ley 975 de 2005 carece de una motivación sustentada en criterios de viabilidad financiera. 
Esto se hubiera subsanado, si el legislador hubiese hecho los cálculos sobre la suficiencia o 
insuficiencia de los recursos. Este era un ejercicio posible con las fuentes existentes en el 
momento. Era tan previsible, que años más tarde, una magistrada del Tribunal de JYP realizó 
los cálculos, mostrando de manera fehaciente que los recursos simplemente no alcanzan. 
 
En la exposición de motivos de la Ley 975 de 2005 se lee: 
 
[L]a realización de un estudio riguroso e independiente, con altísimos estándares de 
calidad, que debe incluir, entre otros, las formas de reparación, los montos y 
mecanismos de asignación, la participación de las víctimas en el proceso de 
asignación, las posibles fuentes de financiación, en los casos en que el Estado 
asuma los costos de la reparación, los recursos administrativos y/o judiciales 
necesarios para hacerlos efectivos y las formas de reparación simbólica, entre otros 
(negrillas no originales) (Gaceta del Congreso 27, 4 de febrero de 2005). 
 
Es decir que, en la exposición de motivos de la Ley de Justicia y Paz, aunque se señaló la 
necesidad de un estudio riguroso frente al tema, realmente no se efectuó. A lo largo de la 
discusión del proyecto de Ley No 208 de 2005, que dio lugar a la Ley 975 de 2005, el tema 
no fue relevante. Lo más cercano al tema fue la acotación que, el entonces Senador de la 
República, Carlos Gaviria hizo respecto a la necesidad de aclarar lo correspondiente a los RP 
en los siguientes términos: 
 
Debe quedar absolutamente claro, porque de aquí lo que puede deducir uno es que si 
una persona le ocasiona a otra un daño por una culpa civil, responde con todos sus 
bienes, pero es que si la ha hecho víctima de un delito atroz, entonces únicamente 
responde con los bienes ilícitamente adquiridos, eso parece pues una iniquidad 
irritante, de manera que yo sí pido que ese artículo sea redactado de una manera 
conveniente. (Gaceta del Congreso 357, 13 de junio de 2005).   
 
El Gobierno, los ponentes de la ley y los actores que intervinieron para debatir sobre el 
artículo 8º de la Ley 975 de 2005, referido al derecho a la reparación, nada manifestaron 
acerca de los recursos para el pago de las indemnizaciones (Gaceta del Congreso 355, 13 de 
junio de 2005). Algunos intervinientes fueron: el presidente del Colegio de Abogados de 
Bogotá, los Voceros de la Organización Planeta Paz y de la Fundación Nueva Esperanza, el 
Fiscal Delegado ante la Corte Suprema de Justicia, y el Ministro del Interior y de Justicia 
(Gaceta del Congreso 355, 13 de junio de 2005); sin embargo, ninguno aportó a la discusión 
un estudio estadístico acerca de la proyección de víctimas que se esperaba reconociera el 
sistema, el estimativo de lo que costaría indemnizar a las víctimas o algo sustancial que 
enriqueciera el debate. 
 
El estudio riguroso e independiente al que hace referencia la exposición de motivos de la Ley 
975 no lo hizo el Gobierno, ni tampoco ordenó hacerlo. Fue la Magistrada Uldi Teresa 
Jiménez López de la Sala de Justicia y Paz del Tribunal Superior de Bogotá, en la sentencia 
hito y primera de JYP, denominada popularmente como “Mampuján”, la que hizo un cálculo 
sobre la insuficiencia de los recursos. Esta sentencia tristemente no tuvo eco, pero sí 
evidenció la debilidad del sistema en materia de recursos para la indemnización a las 
víctimas. Si un estudio como el que se muestra a continuación hubiese sido hecho por el 
legislador para el proyecto de ley, o si en su momento la sentencia hubiera sido atendida, se 
habría evitado la victimización secundaria. 
 
La Magistrada hizo los cálculos necesarios en el apartado que se refiere al incidente de 
reparación, señalando que:  
 
[I]ntentará aproximarse a una reparación integral para las víctimas de los hechos 
violentos ocurridos en San Cayetano y Mampuján los días 10 y 11 de marzo de 2000 
y en Isla Múcura el 19 de abril de 2003, acudiendo a unos criterios medios en 
materia de reparación individual y a la orden de priorizar las obras que se necesitan 
para reconstruir la población de Mampuján y hacer habitable las veredas afectadas en 
San Cayetano, como reparación colectiva. (Negrilla fuera de texto original) (Tribunal 
Del Distrito Superior De Bogotá, Sala de Justicia y Paz, 2006-80077, 2010, p. 93). 
  
Para dicho ejercicio, la Magistrada tomó como fuente oficial de información el entonces 
Sistema Nacional de Información de Justicia y Paz (SIIJYP), hoy denominado Sistema de 
Información Interinstitucional de Justicia Transicional (SIIJT), administrado por la FGN, con 
el fin de establecer: la totalidad de los hechos y el número de víctimas registradas en dicho 
sistema. De ello, obtuvo la siguiente información: 
 
[e]l número total de hechos registrados por la Fiscalía a 1º de mayo de 2010 en 
aplicación de la Ley 975 de 2005 asciende a 281.638, distribuidos de la siguiente 
manera: 156.870 corresponden a homicidios; 63.526 a desplazamiento forzado (cada 
hecho corresponde a una persona desplazada y no a un núcleo familiar); 30.103 a 
desaparición forzada; 13.796 hechos contra el patrimonio económico; 5.222 a lesiones 
personales; 3.044 a extorsión; 2.740 a secuestro; 1.310 a constreñimiento ilegal; 524 a 
terrorismo; 13 a tráfico de armas; 6 a concierto para delinquir y 4.296 hechos relativos 
a otro tipo de delitos. (Tribunal Del Distrito Superior De Bogotá, Sala de Justicia y Paz, 
2006-80077, 2010, p. 94). 
 
Con estos datos y teniendo en cuenta que la sentencia reconocía tan sólo “el 0.39% del 
universo de hechos registrados por la Fiscalía” (Tribunal Del Distrito Superior De Bogotá, 
Sala de Justicia y Paz, 2006-80077, 2010, p. 94), se puede concluir no sólo los montos 
necesarios para pagar las indemnizaciones en el caso Mampuján, sino también hacer cálculos 
sobre el costo de las indemnizaciones para la totalidad de las víctimas. De acuerdo con 
información extraída de la sentencia, en la siguiente tabla se muestra cuáles fueron los 
cálculos que hizo la Magistrada y los montos elevados que demuestran la insuficiencia de 
recursos (Tribunal Del Distrito Superior De Bogotá, Sala de Justicia y Paz, 2006-80077, 
2010, p. 100): 
 




Fuente: elaboración propia con base en la Sentencia del Caso Mampuján (Tribunal Del 
Distrito Superior De Bogotá, Sala de Justicia y Paz, 2006-80077, 2010). 
 
 
Para continuar con el análisis, la Magistratura indicó que según información suministrada 
por Acción Social (hoy UARIV), a corte 30 de abril de 2010, el FRV había recibido la suma 
de “36 mil millones de peso” (Tribunal Del Distrito Superior De Bogotá, Sala de Justicia y 
Paz, 2006-80077, 2010, p. 134), representada en los siguientes bienes: 
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(i) 124 inmuebles (93 predios rurales y 31 predios urbanos); (ii) 38 automotores; (iii) 
2 helicópteros; (iv) 2 lanchas; (v) 1.481 bienes muebles (748 abarrotes, 10 motores 
fuera borda y partes, 652 prendas de vestir, 70 pares de zapatos y 1 televisor); (vi) 
5547 semovientes (5530 vacunos y 17 equinos), (vii) 2 sociedades (1 cooperativa y 1 
sociedad anónima); y (viii) algo más de 4 mil millones de pesos (4.309.717.691) 
(Tribunal Del Distrito Superior De Bogotá, Sala de Justicia y Paz, 2006-80077, 2010, 
p. 134).     
 
La Magistrada concluyó que si los bienes que administraba el FRV, para ese entonces, fueran 
monetizados, el valor correspondía al “17% de la suma del valor de la reparación colectiva 
solicitada por la Comisión para Mampuján y San Cayetano y la reparación individual que 
correspondería a las víctimas en el presente proceso según los criterios del Consejo de 
Estado” (Tribunal Del Distrito Superior De Bogotá, Sala de Justicia y Paz, 2006-80077, 2010, 
p. 134). Al respecto, la Magistrada señaló: 
 
[C]on los bienes recibidos por Acción Social desde el inicio de la aplicación de la Ley 
975 de 2005, no se llegaría a cubrir la mitad de la suma del valor de la reparación 
colectiva solicitada en principio por la Comisión Nacional de Reparaciones y 
Reconciliación para Mampuján y San Cayetano y la reparación individual que 
correspondería a las víctimas del presente proceso si se siguieran los criterios de la 
reparación en vía administrativa prevista en el Decreto 1290 (que son notablemente 
inferiores a los del Consejo de Estado, a los de la Corte Interamericana o a los 
solicitados por las víctimas).  
265. La situación aparece como de particular gravedad si se tiene en cuenta que los 
hechos objeto del presente proceso constituyen, como ya se mencionó en un aparte 
anterior, únicamente un 0.39% del conjunto de hechos registrados hasta el 1º de mayo 
de 2010 por la Fiscalía en aplicación de la Ley de Justicia y Paz. (Tribunal Del Distrito 
Superior De Bogotá, Sala de Justicia y Paz, 2006-80077, 2010, p. 135).  
 
Del ejercicio hecho por la Magistrada se concluye, en primer lugar, que los cálculos 
requeridos no implicaban un esfuerzo desmedido, y hubiesen podido ser hechos por los 
legisladores al momento de estudiar el proyecto de ley. En el 2005, la FGN tenía datos sobre 
hechos victimizantes denunciados. También existían sistemas de información, previos al 
RUV o el SIJYP, como el Sistema de Información de Población Desplazada (SIPOD) y 
Sistema de Información de Víctimas (SIV). Incluso un estudio de fuentes secundarias, como 
la documentación de víctimas que hacen las organizaciones sociales, hubiese permitido hacer 
estos cálculos o al menos algo aproximado. 
  
En segundo término, en relación con el caso concreto, la Magistrada concluyó que “el valor 
de todos los bienes ofrecidos por los desmovilizados postulados sólo alcanzarían para atender 
a las reparaciones para las víctimas de poco más del 0.39% de los hechos registrados hasta 
el momento por la Fiscalía” (Tribunal Del Distrito Superior De Bogotá, Sala de Justicia y 
Paz, 2006-80077, 2010, p. 136). Lo anterior, partiendo del hecho de que contasen con medida 
de extinción de dominio y hubieran sido monetizados. 
 
La tercera conclusión, es que la Magistrada en el 2010 avizoró sin vacilación la imposibilidad 
de efectuar el pago de las indemnizaciones a las víctimas reconocidas en JYP. Como se dijo 
anteriormente, la sentencia no tuvo eco, así que tampoco se tomaron los correctivos en ese 
año. 
 
Por lo tanto, como se ha venido demostrando a lo largo de este capítulo, si el legislador se 
hubiera tomado el trabajo de hacer unos cálculos, aunque fueran someros acerca de los costos 
de las indemnizaciones de JYP, no se hubiera generado en las víctimas la falsa expectativa 
de ser indemnizados. La ineficacia, ausencia de técnica y falta de debida diligencia del 
legislador se traduce en una clara y descarada victimización secundaria. 
 
Ahora bien, la falla del legislador siguió siendo grosera y los pocos intentos por subsanarla 
han sido desacertados. En el primero, se expidió el artículo 10° de la Ley 1448 de 2011, ante 
la insuficiencia de RP para el pago de las indemnizaciones judiciales, lo que limitó el uso de 
los recursos del PGN que conforman el FRV para el pago de las indemnizaciones judiciales 
como se indicó en el primer capítulo. En el segundo se expidió el artículo 24 Ley 1592 que 
establecía que la Ley 975 tendría un artículo en los siguientes términos: 
 
Con el fin de asegurar a las víctimas una reparación integral, la Unidad Administrativa 
Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas y/o la Unidad 
Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, según 
corresponda, adoptarán las medidas articuladas de rehabilitación, restitución, 
indemnización, satisfacción y garantías de no repetición, según corresponda por el 
hecho victimizante, de conformidad con el modelo de reparación contemplado en la 
Ley 1448 de 2011 y sus normas complementarias. (Negrilla fuera de texto original) 
(Ley 1592, 2012, art. 24). 
 
Esta norma pretendió igualar el sistema de reparación judicial contenido en la Ley 975 de 
2005, con el de reparación administrativa, como se explicó en detalle previamente48; sin 
embargo, dicho artículo fue declarado inexequible por parte de la Corte Constitucional en el 
año 2014 (Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C-180, 2014; Corte Constitucional 
de Colombia, Sentencia C-286, 2014).  
 
Dado lo anterior, la victimización secundaria que hoy padecen las víctimas reconocidas en 
las sentencias de JYP, con la búsqueda del pago de sus indemnizaciones tiene origen en la 
mediocridad rampante que rodea el populismo legislativo. Esto se observa en la poca 
planeación y la ausencia de cálculos por parte de los Legisladores, a la hora de verificar qué 
tan sostenible era el FRV, respecto a la cantidad de fuentes de financiación que lo componen 
y la robustez de estas. 
 
Transcurridos más de 15 años desde expedición de la Ley 975 de 2005, con 68 sentencias 
proferidas en el marco de la Ley de JYP de las cuales 59 se encuentran en firme y frente a 
las cuales solo en 9 se han usado RP por parte del FRV para el pago de las indemnizaciones, 
sin que ello implique que hayan quedado pagas al 100% (Unidad Para La Atención y 
Reparación Integral a las Víctimas, Oficio No. 20204013428861, 2020, p. 2). Esto evidencia 
 
48 Véase supra, p. 32. 
la improvisación de los legisladores en la proyección de la ley. Tal como lo muestra el gráfico 
a continuación, los RP sólo alcanzan el 3% del total de fondo usados para el pago de las 
indemnizaciones: 
 
Gráfico 12. Fuentes de recursos usados en el pago de las indemnizaciones en JYP 
 
 
Fuente: elaboración propia 
 
Las cifras antes reportadas, como se dijo antes, son clara evidencia de la falta de cálculo, 
proyección y previsión acerca de tres aspectos claves: la cantidad de víctimas que acudirían 
al proceso, el valor de las indemnizaciones a ellas reconocidas, y sí la cantidad de bienes 
entregados por los GAOML serían suficientes. Ni siquiera el argumento según el cual el 
Congreso de la República no podía hacer esos cálculos, porque no había cifras o estadísticas 
que así lo permitieran, es aceptable como excusa. La realidad es que el Estado Colombiano 
siempre ha contado con cifras oficiales que permiten estadísticamente sustentar o no los 
temas referidos al número de víctimas que existen en el país con ocasión del conflicto 
armado. 
 
 3.2.2.2. Cargas injustas contra las víctimas en el proceso transicional 
 
El concepto de carga pública hace referencia a las obligaciones que cada miembro debe 
soportar como parte de una sociedad. Esto dado que, “la existencia, desarrollo y 
supervivencia del Estado les impone a los ciudadanos cargas y sacrificios que todos deben 
asumir por igual, no pudiendo el Estado hacer que unas personas asuman mayores cargas que 
otros; si esto llega a suceder el Estado altera el equilibrio de las cargas y comete una injusticia 
que debe reparar” (Leiva, 2010, p. 97). Además, esta imposición “se fundamenta en la 
igualdad de los ciudadanos frente a las cargas públicas, principio que se encuentra 
consagrado en el artículo 13 de la Constitución Política” (Leiva, 2010, p. 97). 
 
El bien general y la consecución de la paz fueron las motivaciones que inspiraron la Ley 975 
de 2005, que fue expedida por el Congreso de la República en ejercicio legítimo de sus 
funciones. Adicionalmente, este fue el primer proceso de justicia transicional en el país de 
tal magnitud. En este se impusieron cargas a las partes del proceso: los postulados, las 
víctimas, la FGN, entre otros. 
 
La búsqueda de la paz, en un país que ha padecido y aún padece la violencia proveniente de 
diferentes actores armados, es una de las más grandes y legítimas finalidades de cualquier 
gobierno, con independencia de su ideología política. Más aún cuando así está establecido en 
la Constitución Política que señala que entre los fines del Estado se encuentran: “asegurar la 
convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo” (Const., 1991, art. 2). Además, se 
establece que “la paz es un derecho y un deber de obligatorio cumplimiento” (Const., 1991, 
art. 22), y todos los colombianos deben “propender al logro y mantenimiento de la paz” 
(Const., 1991, art. 95).  
 
En opinión de la autora, la carga más pesada quedó en cabeza de las víctimas, quienes se 
hicieron parte de un proceso transicional con muchas expectativas en materia de justicia, 
verdad y reparación. En búsqueda de la paz, las víctimas cedieron en varios temas, y lo que 
es peor, terminaron, sin saberlo desde el comienzo, con un derecho a la indemnización 
vulnerado. 
 
Por tanto, en este caso se está frente a un daño especial en contra de las víctimas. Este daño 
se causa dado que “el Estado en su actuar legítimo y en beneficio de la comunidad, causa un 
daño especial, anormal y superior al que normalmente deben soportar los gobernados en 
contraprestación al servicio brindado” (Leiva, 2010, p. 97).  A continuación, se analizan estos 
elementos. 
 
En el proceso de justicia transicional, las víctimas deben soportar que sus victimarios por uno 
o cientos de crímenes de lesa humanidad, accedan a una pena alternativa; es decir, que como 
máximo los victimarios, cumplirán una pena privativa de la libertad de 8 años, en contra 
posición con las penas privativas de la libertad que por los mismos hechos cumplirían bajo 
la jurisdicción ordinaria de mínimo 40 años.  
 
Lo anterior significa, que los victimarios en JYP no pagan las condenas completas por ser 
acreedores de penas alternativas, lo cual en esencia genera una desigualdad para las víctimas 
de JYP, porque en otros procesos las penas para los victimarios sí son completas. En sí, las 
víctimas ya soportan una carga al saber que los victimarios no van a purgar penas completas. 
 
En opinión de la autora, y tal como se ha descrito en los relatos de las víctimas citados en el 
capítulo anterior49 y en este50, la carga impuesta a las víctimas de JYP es una carga más 
pesada que la de cualquier víctima. A eso se suma que la carga de la otra parte del proceso, 
los postulados, es mucho menor, y, por el contrario, acceden a grandes beneficios, y quienes 
en muchos casos ya se encuentran en libertad. 
 
Es importante mencionar que la indemnización no es un aspecto aislado y meramente 
económico, sino que hace parte de los cinco ejes de la reparación: rehabilitación, garantías 
 
49 Véase supra, p. 47. 
50  Véase supra, p. 79. Uno de los testimonios de las víctimas recogidas en prensa señala que: “Dice que Freddy 
Rendón camina por Apartadó como todo un señor y muchos otros exjefes paramilitares han ido regresando a 
Colombia después de cumplir sus sentencias en Estados Unidos y “siguen llenos de bienes y tierras”, dice 
Enilda.” (Noguera, 23 de octubre de 2019) 
de no repetición, satisfacción, restitución e indemnizaciones. Es decir que la no obtención de 
la indemnización es un menoscabo al derecho a la reparación. 
 
En materia de indemnización las víctimas han cedido en sus derechos y también han asumido 
muchas cargas por disposición de la Ley de JYP. Como se ha señalado a lo largo de este 
capítulo, el sistema de Justicia y Paz en materia de responsabilidad civil está diseñado para 
su incumplimiento o cumplimiento “parcial”, debido a la falta de planeación y cálculos de 
las fuentes de financiación de las indemnizaciones.  
 
Esto se puede observar, en el caso de la sentencia en contra de algunos miembros de los 
GAOML denominado Ejército Revolucionario Guevarista, en las que se condenaron 20 
postulados51 en los siguientes términos:  
 
de manera solidaria al pago de los perjuicios materiales e inmateriales ocasionados con 
los delitos objeto de esta sentencia, de acuerdo con los montos establecidos en la parte 
motiva y/o ante la imposibilidad de pago o insuficiencia de los recursos aportados por 
estos, a LA UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCION Y 
REPARACION INTEGRAL A LAS VICTIMAS -UARIV-, atendiendo el [e]nfoque 
diferencial en los perjuicios causados. (Tribunal Del Distrito Superior de Medellín, 
Sala de Justicia y Paz, Sentencia 2008-83621, 2015, p. 2430). 
 
De acuerdo con lo anterior, en cumplimiento de la regla general en materia de responsabilidad 
civil, según la cual quien hace el daño lo paga, la SJYP de Medellín condena a los ex 
miembros de ese GAOML. Nótese, sin embargo, que no hay responsabilidad ni individual, 
ni discriminada, sino solidaria. En este caso, el FRV señaló expresamente que los recursos 
no son suficientes, en uno de los actos administrativos que ordenó el pago de las 
indemnizaciones de dicha sentencia, en los siguientes términos: 
 
De acuerdo con lo anterior los dineros entregados directamente por el postulado 
Olimpo Sánchez y demás miembros del Ejército Revolucionario Guevarista por la 
suma de $207.000, NO han generado rendimientos financieros.  
 
Que dichos recursos entregados por el postulado condenado Olimpo Sánchez y demás 
miembros del Ejército Revolucionario Guevarista, son insuficientes para atender la 
totalidad de las indemnizaciones reconocidas en sentencias debidamente ejecutoriadas 
 
51 La Sentencia Señala Que: “Octogésimo Octavo: Condenar A Los Postulados Olimpo De Jesús Sánchez Caro, 
Alias “Cristóbal”, “El Viejo”, “Roble”, “El Cucho” O “Matacuras”; Beatriz Elena Arenas Vásquez, Alias 
“Sandra”; Ladys Yiser Eusse Flórez, Alias “Yesenia”; Claribel Mosquera Palacios Alias “Kelly”; Bibiana María 
Suárez Álvarez, Alias “Mónica”; Gloria Nancy Suárez Álvarez, Alias “Katherine”; María Rosmery Suárez 
Álvarez, Alias “Carolina”; María Yarelis Palomeque Mosquera, Alias “Leidy”; Francisco Antonio Salazar 
Hinestroza, Alias “Jhon Jairo”; Martín Alonso Arenas Vásquez, Alias “Wilson”; Lisardo Caro, Alias 
“Romaña”; Edison Maturana Mosquera, Alias “Corinto”; Efraín De Jesús Sánchez Caro, Alias “Juan Pablo”; 
Álvaro Guzmán Palomares, Alias “Edison” O “México”; Bander Yaved Caro Sánchez, Alias “Paraco” O 
“Didier”; Octavio De Jesús Sánchez Caro, Alias “Franco”; Franklin Elí Mosquera Sánchez, Alias “Iván”, Carlos 
Fernando Mosquera Aguilar, Alias “Quinto”; Aníbal Duave Valencia, Alias “Gustavo”; Albeiro Bitucay 
Campo, Alias “Perro Gato” (Tribunal Del Distrito Superior De Medellín, Sala de Justicia y Paz, Sentencia 2008-
83621, 2015, pp. 2408 - 2440). 
a la fecha y ordenadas por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Medellín – Sala 
de Justicia y Paz, debido a que el valor total de las indemnizaciones ordenadas 
asciende a la suma de dieciséis mil millones quinientos treinta millones 
cuatrocientos veinticinco mil setecientos ochenta y siete pesos ($ 16.530.425.787). 
(Negrilla fuera de texto original) (Unidad para la Atención y la Reparación Integral a 
las Víctimas, Acto Administrativo 2090, 2019).  
 
De lo anterior se concluye que los victimarios de tan horrendos crímenes entregaron 
$207.000 pesos y las indemnizaciones ascienden a 16 mil millones aproximadamente; por 
tanto, no es exagerado concluir que en realidad no aportaron nada para el pago de las 
indemnizaciones. Esto ha generado, por un lado, que las indemnizaciones no se paguen 
completas, y, por otro lado, que lo que se ha pagado parcialmente ha sido con recursos del 
PGN, conforme lo establecido por la Corte Constitucional (Corte Constitucional de 
Colombia, Sentencia C-370, 2006), el Consejo de Estado (Consejo de Estado de Colombia, 
Sala de Consulta y Servicio Civil, Concepto 2082, 2012) y el artículo 10 de la Ley 1448 de 
2011.  
 
Es decir que, gracias a la Ley 975 de 2005, mientras que, la mayoría de los postulados 
actualmente gozan de su libertad, las víctimas, que cedieron mucho en el proceso, ahora 
deben soportar la carga de ser victimizadas secundariamente al tener un pago incompleto de 
sus indemnizaciones. En el entretanto, sus ilusiones se desvanecen, sus esperanzas se 
redujeron a que algún día sus victimarios se ganen la lotería y entreguen suficientes recursos 
para el pago de las indemnizaciones. 
 
En conclusión, las víctimas reconocidas en el marco del proceso de JYP llevan la carga 
anormal y desproporcionada de no tener una justicia integra, debido a que las penas impuestas 
a sus victimarios, al igual que las indemnizaciones otorgadas, son incompletas; las primeras, 
gracias a las penas alternativas que otorgó la Ley y las segundas, debido a diseño legal del 
sistema en el que se hace imposible la obtención del pago completo de las indemnizaciones. 
 
La carga descrita en este capítulo, que a todas luces es la materialización de la victimización 
secundaria post sentencia, intenta ser mitigada por las mismas víctimas con la interposición 
de acciones de tutela y demandas ejecutivas para obtener el pago completo de sus 
indemnizaciones, generando en ellas falsas esperanzas, gastos y más desconfianza en el 
Estado. 
 
3.2.3. Análisis del daño especial a la luz de la doctrina, la jurisprudencia y el derecho 
comparado 
 
El daño especial en Francia por el hecho del legislador, con el que se inicia este título de 
imputación de responsabilidad extracontractual del Estado, surgió en el caso denominado 
Arrêt La Fleurette en el año 1938 (Mejía & Navarro, julio-diciembre 2017). En este caso, “el 
órgano legislativo expide una norma de carácter general que prohibía la elaboración, 
producción, distribución y comercialización de una crema láctea que utilizaba como materias 
primas insumos o ingredientes diferentes de la leche” (Mejía & Navarro, julio-diciembre 
2017); sin embargo, la única empresa que se veía afectada con la aplicación de ley era la 
empresa denominada Societé des produits laïtiers La Fleurette, motivo por el cual el 
“Consejo de Estado mediante sentencia de 14 de enero de 1938, sostiene que la empresa 
láctea La Fleurette, está soportando una carga que fue creada para el interés general, pero que 
sin embargo es la que ha sufrido un  detrimento que el resto de la sociedad no le ha 
correspondido sufrir” (Mejía & Navarro, julio-diciembre 2017), por lo cual el Consejo de 
Estado Francés finalmente indemnizó a la empresa Láctea. 
 
El Consejo de Estado Francés, previamente, había analizado otro caso de daño especial en el 
caso denominado L'arrêt Couitéas, en noviembre de 1923. En este caso, el Consejo reconoció 
indemnización al señor Couitéas, con ocasión del incumplimiento de la sentencia proferida 
por el Tribunal de Sousse el 13 de febrero de 1908 en la cual además de reconocerle la 
posesión sobre unas parcelas de tierra en Túnez, le concedió el derecho de expulsar los 
ocupantes de estas.   
 
Dicha decisión se sustentó en que, en varias ocasiones el señor Couitéas exigió de la 
autoridad militar el cumplimiento del fallo del cual era acreedor, sin obtener respuesta 
positiva. El gobierno francés sustentó su posición, atendiendo al hecho de que para dar 
cumplimiento al fallo del que era titular el señor Couitéas era necesaria toda una operación 
militar para desalojar a 8000 indígenas, lo cual ponía en peligro el interés general (Long, 
Weil, Braibant, Devolvé & Genevois, 2009). 
 
El Consejo de Estado en respuesta sostuvo que el Gobierno francés podía negarse legalmente 
a prestar asistencia de la fuerza armada, porque tenía el deber de evaluar las condiciones de 
ejecución de la decisión judicial y no ejecutarla mientras considerara que había peligro para 
el orden y la seguridad. Pero el Consejo señaló que se impuso un perjuicio en nombre del 
interés general, que consistió en una privación total del disfrute de sus bienes, y, por tanto, el 
señor tenía derecho a solicitar una indemnización pecuniaria. En conclusión, cuando la 
ejecución de la decisión pueda perturbar seriamente el orden público, la denegación de la 
asistencia es legal, pero el daño resultante es anormal (Consejo de Estado Francés, 1970) 
 
La situación de las víctimas reconocidas en las sentencias de Justicia y Paz tiene marcada 
similitud con el fallo proferido por el Consejo de Estado Francés en favor del señor Couitéas, 
en tanto que, las providencias proferidas en ambos casos no fueron ejecutadas por las 
autoridades que tenían el deber legal de hacerlo. En el caso Coutéas hay una falta de 
ejecución del fallo, con el fin de preservar la tranquilidad nacional, en cumplimiento de 
“decisiones administrativas legales” (Conseil d'État, Société anonyme des produits laitiers 
"La Fleurette", 1938); mientras que, en el caso de las víctimas de Justicia y Paz, el gobierno 
(FRV- UARIV) no efectúa el pago completo de las indemnizaciones ordenadas en las 
sentencias proferidas por las Salas de JYP, es decir que no se cumple la sentencia, en este 
caso con ocasión del cumplimiento de la Ley 975 de 2005. 
 
El perjuicio resultante de la denegación del pago completo de las indemnizaciones 
corresponde a la victimización secundaria explicada en capítulos previos. Este perjuicio no 
puede considerarse como una carga que normalmente se deba soportar, teniendo en cuenta 
que comúnmente las víctimas de otros procesos penales, por lo menos en materia de justicia 
ven a sus victimarios purgando la pena impuesta, mientras que en JYP los victimarios purgan 
una pena alternativa (reducida). Adicional a ello, no obtienen el pago completo de sus 
indemnizaciones, debido al diseño de los legisladores del proceso de JYP, con el fin de lograr 
“la reincorporación de miembros de grupos armados organizados al margen de la ley, que 
contribuyan de manera efectiva a la consecución de la paz nacional”.  
  
Se evidencia entonces que la Ley 975 de 2005, en búsqueda de la reincorporación de los 
GAOML y la consecución de la paz, impuso a las víctimas de JYP esta carga, 
comprometiendo la responsabilidad del Estado Colombiano, sobre la base del desequilibrio 
de las cargas públicas. Lo mismo que en el caso francés antes citado. 
 
En Colombia el primer caso de estudio de responsabilidad del Estado se dio por la muerte de 
un ciudadano colombiano, quien murió atropellado por un vehículo conducido por un agente 
diplomático norteamericano en 1991. En este caso: 
 
los parientes de la víctima procuran inicialmente obtener indemnización por los daños 
acaecidos, ante la Corte Suprema de Justicia, la cual simplemente rechazó las 
pretensiones incoadas contra el conductor del vehículo debido a la inmunidad que 
gozan los agentes diplomáticos extranjeros en Colombia en virtud de la Convención de 
Viena, esta fue aprobada por la Ley 6ª de 1972, mucho antes de la Constitución de 
1991. Así pues, como no lograron sus resultados en la Corte Suprema de Justicia, 
acuden a la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, demandando al Congreso, puesto 
que fue este órgano, el que aprobó la ley que les daba inmunidad a los agentes 
diplomáticos, impidiendo obtener reparación por parte de esos agentes. (Mejía & 
Navarro, julio-diciembre 2017).      
 
El Consejo de Estado en Sala Plena concluyó que se configura la responsabilidad 
extracontractual del Estado Colombiano – Congreso de la República por daño especial por 
el hecho del legislador, debido a que: 
 
la incorporación a la legislación nacional del texto de la Convención de Viena de fecha 
del 18 de abril de 1961, en desarrollo de una operación compleja de naturaleza pública 
consistente en la negociación y firma de dicho tratado, su incorporación como ley 
nacional y la sujeción a los controles jurisdiccionales de conformidad con la 
Constitución y su aplicación produjo un daño consistente en el desequilibrio de las 
cargas públicas que los actores no deben soportar, (...) de ahí que sea equitativo, 
imponer al Estado en representación de la sociedad, la obligación de reparar el perjuicio 
irrogado a los actores. Esta solución no es cosa distinta que el cabal desarrollo y 
ejecución lógica del principio de la igualdad ante la ley, previsto en el artículo 13 de la 
Constitución Política. (Consejo de Estado de Colombia, Sala de lo Contencioso 
Administrativo, Sala Plena, Sentencia del Expediente 001(IJ), 1998). 
 
Esta sentencia, resuelve finalmente pagar en favor de la familia de la persona fallecida, 3000 
gramos oro por el daño moral padecido y más de 220 millones de pesos por concepto de lucro 
cesante. 
 
En criterio de la autora, la similitud del primer caso de responsabilidad por el hecho del 
legislador en Colombia con el caso de las víctimas de JYP, radica en que en ambos casos se 
dejó a las víctimas sin la posibilidad de obtener indemnización, o por lo menos de obtenerla 
completa para las víctimas de JYP. En el caso de la víctima que falleció con ocasión del 
accidente de tránsito provocado por el agente diplomático, la Ley aprobatoria de la 
Convención de Viena imponía a los familiares una carga anormal al tener que soportar un 
daño antijurídico (muerte de su familiar), sin tener la posibilidad de obtener el resarcimiento 
correspondiente, como sucedió cuando acudieron ante la Corte Suprema de Justicia y sus 
pretensiones fueron negadas. 
 
Similar situación sucede en el caso de las víctimas de los procesos de JYP, quienes no tienen 
la posibilidad real de hacer efectiva la indemnización, pese a que por vía judicial les 
reconocieron los perjuicios que se les ocasionó producto de los daños antijurídicos (hechos 
victimizantes: homicidio, desplazamiento, secuestro, etc.) que padecieron con ocasión del 
conflicto armado en Colombia. Esto debido a que en el sistema de reparación creado a través 
de la Ley 975 es imposible obtener el pago completo, por la insuficiencia de las fuentes de 
recursos contemplados en la ley.  
 
3.2.4. Las cargas sobre las víctimas desfiguran la “justicia transicional” 
 
La pregunta para cerrar esta parte de la investigación: ¿Esta carga impuesta a las víctimas 
debe ser asumida dentro de un proceso transicional? En opinión de la autora no, pues parece 
que todo el país ganó algo, menos las víctimas. Si bien es cierto que la expedición la Ley 975 
de 2005, como expresión legítima del Estado Colombiano a través de la Rama Legislativa, 
buscaba como antes se indicó la tan anhelada paz, no es menos cierto, que la misma generó 
un daño antijurídico en las víctimas, representado en esa victimización secundaria producto 
del pago incompleto de sus indemnizaciones, que debe ser indemnizado por el Estado 
Colombiano; en tanto, “Se trata pues, de un perjuicio especial sufrido por las víctimas en 
favor del interés general, por lo cual el daño debe ser soportado no por la persona sino por la 
colectividad, por medio de la imputación de la responsabilidad al Estado” (Corte 
Constitucional de Colombia, Sentencia C-832, 2001). 
 
Finalmente, en el daño especial, por el hecho del legislador, “la fuente de la responsabilidad 
patrimonial del Estado es un daño que debe ser antijurídico, no porque la conducta del autor 
sea contraria al derecho, sino porque el sujeto que lo sufre no tiene el deber jurídico de 
soportar el perjuicio, por lo cual éste se reputa indemnizable” (Corte Constitucional de 
Colombia, Sentencia C-832, 2001).  
 
Esto sucede en el caso de las víctimas de JYP, porque en búsqueda de la paz se expidió la 
Ley 975 de 2005, ajustada a derecho, pero con la cual se generó un daño antijurídico, que se 
materializa en la victimización secundaria con el pago incompleto de las indemnizaciones 
otorgadas, que no tienen que soportar las víctimas de JYP. Esto no se corresponde con un 
modelo de justicia transicional en el que hay una responsabilidad de los victimarios, sino que, 
por el contrario, se podría considerar como una especie de indulto en materia de 
responsabilidad civil en favor de los postulados, toda vez que se les permitió acceder a una 
pena alternativa, sin la verificación de una verdadera entrega de bienes para la reparación de 
las víctimas.   
3.3. Conclusiones preliminares 
 
En este capítulo se concluye que, en primer lugar, la población reconocida como tal en las 
sentencias JYP es víctima de un daño antijurídico producto de la victimización secundaria, 
y, en segundo lugar, que este daño es atribuible a la FGN por falla en el servicio y al Congreso 
de la República por daño especial. 
 
La falla del servicio atribuida a la FGN se da por dos razones principalmente: la tardía 
estructuración de la Unidad encargada de la persecución de los bienes para la indemnización 
de las víctimas, y el ineficiente papel desarrollado para la consecución de bienes que aporten 
al proceso de indemnización. Se concluye que esto último es un caso de defectuoso 
funcionamiento de la administración de justicia. 
 
El Congreso de la República es responsable del rompimiento de las cargas públicas en el caso 
objeto de estudio. Se concluye que la victimización secundaria padecida por las víctimas es 
una carga anormal, que les fue impuesta a las víctimas reconocidas en las sentencias de JYP, 
y que tiene como origen esencial la expedición de la Ley 975 de 2005. Se mostró que en esta 
Ley se diseñó un sistema de indemnización imposible de cumplir, lo cual va en detrimento 
de las legítimas expectativas de indemnización que tiene la población víctima del conflicto 
armado en Colombia. 
4. Conclusiones generales 
 
El proceso de Justicia y Paz tiene muchas deudas con las víctimas en materia de 
indemnización, pese a su carácter especial y transicional, en el que se busca garantizar los 
derechos de las víctimas. Estas deudas se traducen en la victimización secundaria, dado que 
se generó una falsa expectativa de obtener una indemnización que compense los perjuicios 
sufridos con ocasión del conflicto armado en Colombia. No obstante, dicha expectativa o 
ilusión de ser indemnizados, con el transcurrir del tiempo, se va disminuyendo 
sustancialmente hasta llegar al punto de extinguirse. 
 
En esta investigación se mostró que las víctimas se enfrentan a una difícil realidad, cuando 
conocen que el monto de la indemnización, que les fue reconocido en las sentencias de JYP, 
no es más que un valor nominal, que nunca van a recibir debido a la insuficiencia de RP para 
el pago de las indemnizaciones. Acudiendo a los testimonios de las víctimas, se evidenció 
que estas, de forma inversamente proporcional a la pérdida de la ilusión, reaccionan 
albergando sentimientos de desasosiego, frustración, tristeza e incluso ira, reabriendo heridas 
a medio cerrar por el paso del tiempo.  
 
A partir de las descripciones anteriores, se analizó si la victimización secundaria de la que es 
víctima la población reconocida en las sentencias de JYP se traduce en un daño antijurídico. 
Al respecto, se concluye que existe tal daño, que las víctimas no tienen el deber de soportar 
y que es atribuible a dos autoridades públicas de dos ramas del Poder Público en Colombia. 
Por un lado, a la FGN por omisión y por otro al Congreso de la República por acción. La 
omisión representada en el título de imputación de falla del servicio por defectuoso 
funcionamiento de la administración de justicia y la acción bajo el título de daño especial. 
 
La falla del servicio atribuida a la FGN se da, en primer lugar, con ocasión de la tardía 
estructuración de la Unidad encargada de la persecución de los bienes para la indemnización 
de las víctimas y, en segundo lugar, por el ineficiente papel desarrollado en dicha materia en 
la consecución de bienes que aporten al proceso de indemnización. Esto último es un claro 
ejemplo del defectuoso funcionamiento de la administración de justicia. 
 
El Congreso de la República es responsable del rompimiento del principio de igualdad de 
todos frente a las cargas públicas, al expedir la Ley 975 de 2005, que diseñó un sistema de 
indemnización imposible de cumplir en materia de indemnización. Esto va en detrimento de 
las legítimas expectativas que tiene la población víctima del conflicto armado respecto de su 
derecho a la reparación. 
  
Con base en las conclusiones de esta investigación, se plantean que el sistema pudo haber 
sido totalmente diferente. Se parte del hecho que hay una distinción entre víctimas del 
conflicto armado en Colombia indemnizadas por vía judicial y por vía administrativa, en el 
que las primeras sufren una victimización secundaria, y las segundas son más favorecidas 
que las primeras. Si el Congreso de la República quería crear un sistema en el que el autor 
del daño respondiese patrimonialmente, en cumplimiento del precepto que en materia de 
responsabilidad civil señala que “El que ha cometido un delito o culpa, que ha inferido daño 
a otro, es obligado a la indemnización, sin perjuicio de la pena principal que la ley imponga 
por la culpa o el delito cometido” (Código Civil, art. 2341), debió: 
 
- Robustecer las fuentes de financiación del FRV y particularmente la correspondiente a 
los RP, con la verificación previa de los bienes a entregar por parte de los victimarios 
para la indemnización de las víctimas. 
 
- Optar por un único sistema de reparación administrativo, que también fuese aplicable a 
las víctimas de Justicia y Paz, en el que se apliquen los topes establecidos por la Ley, 
pero no con recursos del PGN como hoy día se hace, sino con los RP, y ante la 
insuficiencia de estos para cubrir dichos topes, se acuda a los recursos provenientes del 
Presupuesto General de la Nación.  
 
- Establecer que el Estado Colombiano en su condición de garante debía hacer la más 
importante inversión de recursos PGN en la garantía de las otras cuatro medidas de 
reparación: rehabilitación, restitución, satisfacción y garantías de no repetición. 
 
Con lo anterior, en primer lugar, no habría distintos tipos de indemnización para las víctimas 
del conflicto armado en Colombia (judiciales y administrativas), y en segundo lugar, no se 
generarían falsas expectativas a las víctimas de Justicia y Paz, Se hubiera evitado lo que 
actualmente ocurre con las víctimas judiciales (Procesos de JYP), quienes desgastan sus 
energías en tortuosos procesos judiciales durante años, con todas las etapas que fueron 
descritas en el capítulo dos, y sin conocer con certeza de antemano los montos 
indemnizatorios que efectivamente reciben. 
 
En opinión de la autora, bastante dolor se hubiera evitado con la verificación de varios de los 
puntos analizados en este trabajo por parte del Gobierno, la FGN y la Rama Legislativa. 
Haber efectuado el análisis riguroso del proceso de JYP en materia de indemnización nos 
hubiera acercado a la paz, como terreno fértil para la prosperidad colectiva, en la que el 
Estado no se convierta en un hacedor de víctimas producto de su impericia o negligencia. Por 
el contrario, con esta investigación se evidencia cuan alejados estamos de “la utopía del deber 
ser en materia de víctimas. Este escenario ideal no sería otro que aquel en el que ya no 
existirían más víctimas, por supuesto, no porque se les suprimiera o invisibilizara, sino 
porque no se generasen más víctimas” (Peláez, 2019, p. 200).   
 
Que se generen nuevas víctimas producto de victimizaciones secundarias en las que el Estado 
es el autor, como se estableció en este trabajo, es un ejemplo claro de la necesidad de 
transformación de la perspectiva institucional, académica y legal del país, en la que sea 
esencial que la hoja de ruta sea la previsión y prevención de escenarios dañosos generadores 
de nuevas víctimas. Debe instituirse una verdadera “política pública de Estado en materia de 
prevención de daños antijuridicos. Ello permitiría conciliar los extremos constitucionales en 
conflicto: la protección del patrimonio público y la obligación que tiene el Estado de reparar 
los daños antijurídicos que le sean imputables por la acción u omisión de las autoridades 
públicas” (Peláez, 2015, p. 842). 
 
Poco o nada contribuyen al país los sistemas de justicia transicional diseñados sobre la base 
del populismo legislativo, pues estos se convierten en cimientos de la desconfianza 
institucional que hoy día padece la población víctima, que no permite la reparación y que 
afecta la resiliencia del país, es ahí como desde la academia y luego desde la Ley y la 
Judicatura se debe repensar el derecho de la reparación  no como una reacción tardía del 
Estado, para ello “el derecho administrativo debe convertirse, desde la óptica del principio 
de la legalidad, en el escenario principal de la educación de la legalidad y para legalidad, de 
la educación en los derechos humanos y para los derechos humanos, de la educación en la 
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